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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	12-2855-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	01-03-12
	MULTAS DE TRÁNSITO

Artículos 132 inciso ch), 134 inciso h) y 71 bis inciso d) de la Ley de Tránsito. 

Las normas sancionan por conductas con relación a las luces del vehículo, a quien cause daños a los bienes, entre otras. Se acusa que la norma es desproporcionada e irracional.



	12-2887-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	01-03-12
	REQUISITOS PARA MANTENER PENSIÓN POR INVALIDEZ

Artículo 21 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social.

La norma regula lo relativo a la pensión por invalidez y la valoración previa y aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez, que deben obtener las personas en esta condición para trabajar. Además, establece las sanciones por trabajar pensionado por invalidez, sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar y finalmente señala el deber del pensionado inválido que trabaje, de cotizar para los Seguros de Enfermedad y Maternidad e Invalidez, Vejez y Muerte. Se cuestiona el hecho de que una persona puede ser pensionada por incapacidad en determinada labor, en el caso concreto, como enfermera y se le suspende la pensión por laborar una hora diaria en cuestiones administrativas. 



	12-2891-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	01-03-12
	MULTA DE TRÁNSITO

-Artículo 131 bis inciso b) de la Ley de Tránsito. 

Se multa a quienes irrespeten señales de tránsito fijas, pasen sobre islas canalizadoras, adelanten por el carril izquierdo, de la carretera marcada en línea continua. Se acusa que el monto de la sanción es irrazonable y desproporcionado. 


	12-2959-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	02-03-12
	PRESCRIPCIÓN EN LA SOLICITUD DE INDEMNIZACIÓN POR TERRENOS PARA LA CONSTRUCCIÓN DE CAMINOS

-Artículo 24 de la Ley General de Caminos Públicos. No. 5060 del 22-08-1932

Prescribirán en un año contado a partir de la fecha en que se causaren los daños o desde que se tomó la faja de terreno para la construcción de caminos públicos, los derechos y acciones para reclamar del Estado o de Municipalidades la indemnización correspondiente. Las acciones establecidas caducarán y se tendrán no interpuestas si transcurriere un año sin activar las diligencias por el interesado. Se acusa que la norma lesiona el derecho de propiedad y el debido proceso. 



	12-3052-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	05-03-12
	INCIDENTES Y SUSPENSIÓN DEL REMATE

-Artículo 654 del Código Procesal Civil

La norma señala lo siguiente que no obstante que antes de efectuarse el remate se presentare, por parte del ejecutado, algún incidente que tienda a suspenderlo o que produzca ese resultado, la subasta se llevará a cabo; pero se advertirá a los interesados que la venta se hace a reserva de que se aprobará o improbará, según que se admita o rechace por el tribunal la articulación promovida. Igual regla se observará cuando se haya ordenado instruir proceso penal por la falsedad del documento base de la ejecución, caso en el cual el remate no se aprobará mientras no esté definido el proceso penal, y quedará a opción del rematante mantener o no la propuesta. Si después de verificado un remate se promoviere un incidente para anularlo, no se le dará curso, y el remate se tendrá por firme y valedero en el caso de que un tercero fuera el comprador. Sólo se oirá el incidente, si el rematante fuere alguna de las partes o si el rematante extraño al proceso hubiere cedido, en los tres días siguientes al remate, su derecho a una de las partes. El remate no se suspenderá sino cuando así lo pida el ejecutante. Se considera que debe suspenderse en el remate en casos en donde haya un proceso penal pendiente sobre los documentos que le dan sustento. 



	12-3084-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	06-03-12
	CIRCULAR DE LA SECRETARÍA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA SOBRE ORALIDAD

-Circular 64-09 de la Secretaría de la Corte Suprema de Justicia. 

La circular señala que las partes “tienen obligación de haber preparado su intervención en la audiencia”, que no pueden leer documentos, salvo para ayudarse en ciertos datos. Que deben dar información de calidad al juez para resolver el caso, pues éste no suplirá el mal desempeño de los litigantes. La circular fue emitida por la Comisión de Oralidad y a juicio del accionante es violatoria del derecho al debido proceso. 



	12-3152-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	07-03-012
	PUNTAJE PARA CONCURSOS A PUESTOS DE TRABAJO EN LA CCSS

 

-Artículo 13 inciso 4) del Reglamento de Concursos para Nombramiento en Propiedad de la Caja Costarricense del Seguro Social. Aprobado por la Junta Directiva de la CCSS, artículo 2, sesión 8449 del 27-05-2010.

La norma señala que en la CCSS se otorgarán 2 puntos por cada año de experiencia laboral, obtenida al servicio a la institución, hasta un puntaje máximo de 20 puntos, en el caso de concursos. Los períodos menores a un año, no obtendrán puntaje alguno. El recurrente considera que es discriminatorio el hecho de que se de puntaje sólo a quienes hayan trabajado en la CCSS y no en otras instituciones del Estado. 



	12-3161-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	07-03-12
	CALCULO DE PENSIÓN DE LA CCSS

-Artículo 23 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS. 

La norma señala que la pensión por invalidez o vejez se calculará con base en el promedio de los últimos 240 salarios o ingresos mensuales, devengados y cotizados por el asegurado, actualizados por inflación, tomando como base el índice de precios al consumidor. El recurrente cuestiona el que en su caso concreto se le quiera aplicar la norma anterior. 

 

	12-3174-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	07-03-12
	MULTAS POR IRRESPETO A SEÑALAS FIJAS Y LÍMITES DE VELOCIDAD

-Artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito

Se cuestiona la multa por el irrespeto a las señalas fijas y a límites de velocidad. Asegura el accionante que las sanciones son desproporcionadas e irrazonables. 



	12-3251-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	09-03-12
	NO FORMAN PARTE DE LA BASE IMPONIBLE DEL IMPUESTO DE VENTAS LOS SERVICIOS DE VENTAS DE MERCANCÍAS GRAVADAS

-Artículo 11 inciso b de la Ley de Impuesto General sobre las Ventas

-Artículo 17 del Reglamento a la Ley de Impuesto General sobre las Ventas

La norma señala que la base imponible en ventas de mercancías. En las ventas de mercancías el impuesto se determina sobre el precio neto de venta, que incluye para estos efectos el monto del impuesto selectivo de consumo, cuando las mercancías de que se trate estén afectas a este impuesto. No forman parte de la base imponible: b) El valor de los servicios que se presten con motivo de las ventas de mercancías gravadas, siempre que sean suministrados por terceras personas y se facturen y contabilicen por separado. Asimismo el artículo 17 del Reglamento señala que no forman parte de la base imponible si son suministrados por personas ajenas al contribuyente. Lo que  juicio del accionante es violatorio del principio de igualdad. 



	12-3274-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	09-03-12
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA TERCERA SOBRE LA APLICACIÓN DEL TRANSITORIO III DE LA LEY DE APELACIONES

-Jurisprudencia de la Sala Tercera que interpreta el Transitorio III de la Ley número 8837. “Creación del Recurso de Apelación de la sentencia, otras reformas al Régimen de Impugnación e implementación de nuevas Reglas de Oralidad en el Proceso Penal”. Sentencias 140-12, 104-12 y 218-12.

La norma señala que en todos los asuntos que tengan sentencia firme al momento de entrar en vigencia la presente Ley, y que se haya alegado con anterioridad la vulneración del artículo 8.2 h de la Convención Americana de Derechos Humanos, el condenado tendrá derecho a interponer, por única vez, durante los primeros seis meses, procedimiento de revisión que se conocerá conforme a las competencias establecidas en esta Ley, por los antiguos Tribunales de Casación o la Sala Tercera Penal. En los asuntos que se encuentren pendientes de resolución y que se haya alegado con anterioridad la vulneración del artículo 8.2 h de la Convención Americana de Derechos Humanos, al recurrente se le brindará el término de dos meses para readecuar su recurso de casación a un recurso de apelación, el cual se presentará ante los antiguos Tribunales de Casación o la Sala Tercera, según corresponda, que remitirán el expediente ante los nuevos Tribunales de Apelación para su resolución. Bajo pena de inadmisibilidad se deberá concretar específicamente el agravio.

La Sala Tercera rechaza las gestiones en la jurisprudencia impugnada, indicando que el impugnante, para tener derecho a la readecuación del recurso, tiene la obligación de demostrar la diferencia que implica que su recurso sea analizado como casación y no como apelación y concretar en qué consiste el agravio. Lo anterior, considera el recurrente, responde a una visión formalista, en perjuicio de las partes, que no se encuentra en el texto legal.  



	12-3307-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	09-03-12
	MULTA POR NO USAR CASCO DE SEGURIDAD

-Artículo 131 inciso L) de la Ley de Tránsito

La norma establece una multa para el “conductor de bicicleta, motobicicleta, bicimoto, triciclo, cuadraciclo o motocicleta que viole las disposiciones, en cuanto al uso del casco de seguridad, contenidas en el inciso 3) apartado b) del artículo 32, el inciso a) del artículo 104 y el inciso j) del artículo 105 de la presente Ley.” El accionante considera que la multa es desproporcionada. 



	12-3351-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	12-03-12
	CERTIFICACIONES QUE EMITE CONAVI SOBRE VEHÍCULOS

-Artículo 221 de la Ley de Tránsito por vías Públicas Terrestres. 

La norma señala que  todo propietario o interesado deberá cancelar todas las obligaciones pendientes que, a la fecha, aparezcan a su nombre, como multas, gravámenes o anotaciones, establecidas en esta Ley, además de impuestos, seguro obligatorio de vehículos y derechos, para realizar inscripciones, reinscripciones, desinscripciones, inscripción de gravámenes, etc. Quedan igualmente obligados a tal cancelación, los propietarios de vehículos destinados al transporte público, cuando se trate de gestiones referentes a concesiones, permisos, exoneración de impuestos, trámites ante la Comisión Técnica de Transportes y otros. Se acusa que COSEVI interpreta que para emitir  una certificación que un vehículo está al día en sus deudas, todos los vehículos del mismo propietario deben estar igualmente al día en el pago de sus obligaciones. 



	12-3381-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	12-03-12
	INCENTIVOS A PROFESIONALES EN CIENCIAS MÉDICAS

-Artículos 1, 5, 16, 17 y 25 de la Ley de Incentivos a los Profesionales en Ciencias Médicas. 

Las normas impugnadas disponen una serie de aumentos por anualidades a los profesionales de la salud en la CCSS, lo que a juicio del accionante es un gasto excesivo de fondos públicos. 



	12-3390-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	12-03-12
	NIEGAN ANUALIDADES A LOS ALCALDES

-Jurisprudencia de la Sala Segunda que niega anualidades o antiguedad a los Alcaldes Municipales. Sentencias 401-11, 698-10, 884-10, 885-10, 1107-10.

 

	12-3394-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	12-03-12
	RETIRO DE SOCIEDADES

-Artículo 32 bis del Código de Comercio

La norma regula que los socios disidentes de los acuerdos de prórroga del plazo social, traslado del domicilio social al extranjero y transformación y fusión que generen un aumento de su responsabilidad, tienen derecho a retirarse de la sociedad y a obtener el reembolso de sus acciones, según el precio promedio del último trimestre, si se cotizan en bolsa, o proporcionalmente al patrimonio social resultante de una estimación pericial y las condiciones en que debe hacerse el reembolso. A juicio del accionante esto perjudica al Club que representa y lo considera violatorio de la libertad contractual, solicita que se aplique la norma a futuro y no a las sociedades que ya están constituidas. 



	12-3396-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	12-03-12
	APLICACIÓN DEL 208 BIS DEL REGLAMENTO LEGISLATIVO EN APROBACIÓN DE LEY

-Ley 8955 del 07 de julio del 2011. Reforma la Ley N° 3284 "Código de Comercio ", del 30 de abril de 1964, y la Ley N° 7969 "Ley Reguladora del Servicio Público de Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en la modalidad de Taxi " del 22 de diciembre de 1999.  Publicada en La Gaceta del 07-07-2011.

Se acusa que la ley fue creada de manera inconstitucional, al aplicar el artículo 208 del Reglamento Legislativo, ya que por ser el tema de la ley un servicio público, no se admite la vía rápida para su aprobación. 



	12-3437-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	13-03-12
	ACUERDO CON ESTADOS UNIDOS PARA LA COOPERACIÓN PARA SUPRIMIR EL TRÁFICO ILÍCITO

-Ley 7929. Acuerdo entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de los Estados Unidos de América, para la cooperación para suprimir el tráfico ilícito. Publicada en Gaceta 209 del 28 de octubre de 1999. 

Se acusa que a la hora de publicar la ley no se publicaron las observaciones que hizo la Sala Constitucional en la consulta, mediante sentencia 4156-99, se publican 11 años después, el 09 de setiembre del 2010, Gaceta 176. Se acusa que Tribunales Penales emitieron una sentencia, sin tomar en cuenta las inconstitucionalidades apuntadas por la Sala en la sentencia del año 1999. 



	12-3454-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	14-03-12
	SANCIONES ADUANERAS

-Artículo 242 de la Ley General de Aduanas.

La norma impugnada señala que “constituirá infracción tributaria aduanera y será sancionada con una multa equivalente al valor aduanero de las mercancías, toda acción u omisión que signifique una vulneración del régimen jurídico aduanero que cause un perjuicio fiscal superior a cien pesos centroamericanos y no constituya delito ni infracción administrativa sancionable con suspensión del auxiliar de la función pública aduanera...” Sostiene el recurrente que la norma es violatoria de los principios de proporcionalidad y razonabilidad, en cuanto al monto de las multas. 



	12-3458-0007-CO

Consulta Judicial


	14-03-12
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA PRIMERA SOBRE EJECUCIONES DE SENTENCIA

-Jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, al interpretar y aplicar el artículo 464 del Código Procesal Penal (actual 489) en relación con los artículos 9 y 629 del Código Procesal Civil y 167 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

El Código Procesal Penal señala que la sentencia que condena a restitución  o reparación de daños y perjuicios, cuando no sea inmediatamente ejecutada o no pueda hacerlo el tribunal que dictó sentencia, se ejecutará por el interesado en la vía civil o contenciosa administrativa. No obstante en sentencias 853-03, 110-04 y 531-04 la Sala Primera sostiene que de conformidad con los artículos 9 y 629 del Código Procesal Civil y 167 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, las sentencias deben ser ejecutadas por el tribunal que hubiese conocido en primera instancia. 



	12-3483-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	14-03-12
	EMPRESAS DE RÉGIMEN DE ZONAS FRANCAS NO PAGAN IMPUESTOS MUNICIPALES Y SE DA AL MINISTERIO DE SALUD POTESTADES DE DIRECCIÓN EN MATERIA DE MANEJO DE RESIDUOS

-Artículo 20 incisos d) y h) de la Ley de Régimen de Zonas Francas. No. 7210. Publicada en La Gaceta 238 del 14-12-1990. 

-Artículos 7 inciso a); 8 incisos a), i); 10; 12; 14; 16; 24 g) y 53 párrafo 3) de la Ley para la Gestión Integral de Residuos.

Las normas de la Ley de Régimen de Zona Franca establecen como incentivo para las empresas acogidas al régimen de zona franca la exención, por un período de diez años a partir de la iniciación de las operaciones, del pago de impuestos sobre el capital y el activo neto, del pago del impuesto territorial y del impuesto de traspaso de bienes inmuebles. Asimismo, la exención de todo tributo y patente municipales por un período de diez años. Se acusa que la ley no fue de iniciativa municipal y no se consultó a los gobiernos locales. 

Por otra parte, se acusa que en la Ley de Gestión Integral de Residuos, se dan potestades de dirección al Ministerio de Salud, que son propias de las Municipalidades y sin una ley que nacionalice el servicio de gestión de residuos. 



	12-3518-0007-CO

Consulta Legislativa


	14-03-12
	PROYECTO DE LEY TRIBUTARIA 2012

-Proyecto de Ley de Solidaridad Tributaria. Expediente Legislativo número 18.261



	12-3544-0007-CO

Consulta Legislativa


	15-03-12
	PROYECTO DE LEY TRIBUTARIA 2012

-Proyecto de Ley de Solidaridad Tributaria. Expediente Legislativo número 18.261



	12-3572-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	15-03-12
	CIERRE DE NEGOCIOS POR PARTE DE TRIBUTACIÓN

-Artículo 86 párrafo tercero del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, en su interpretación dada por la Administración Tributaria de San José y el Tribunal Fiscal Administrativo. 

También se aplicará la sanción de cierre por cinco días naturales de todos los establecimientos de comercio, industria, oficina o sitio donde se ejerza la

actividad o el oficio, de los sujetos pasivos que, previamente requeridos por la Administración Tributaria para que presenten las declaraciones que hubieren omitido; o ingresen las sumas que hubieren retenido, percibido o cobrado, en este último caso tratándose de los contribuyentes del Impuesto General sobre las Ventas y del Impuesto Selectivo de Consumo, no lo hagan dentro del plazo concedido al efecto. Se acusa que se aplica la sanción de cierre sin hacer una valoración de los principios tributarios. 



	12-3631-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	16-03-12
	MULTAS POR IRRESPETO A SEÑALAS FIJAS Y LÍMITES DE VELOCIDAD

-Artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito

Se cuestiona la multa por el irrespeto a las señalas fijas y a límites de velocidad. Asegura el accionante que las sanciones son desproporcionadas e irrazonables. 



	12-3634-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	16-03-12
	CONSTRUCCIÓN DE ACERAS SOLO ES OBLIGACIÓN DE PROPIETARIOS. CONDOMINIOS NO ENTREGAN ÁREAS MUNICIPALES

-Artículos 75 y 76 inciso d) del Código Municipal.

-Artículos 54, 55 y 56 del Reglamento a la Ley Reguladora de la Propiedad en Condominio. Decreto Ejecutivo 32303 MIVAH-MEIC-TUR

Se acusa que la responsabilidad de construir aceras sólo se da para los dueños de inmuebles, exonerando al Estado de la obligación de construir vías peatonales, pues deben ser parte integral del ordenamiento urbano de una ciudad. Afirma que las Municipalidades no pueden con recursos propios construir verdaderas vías peatonales. Por otra parte, cuestiona el hecho de que en los condominios horizontales las áreas de recreación y comunales, sean privadas, sólo para uso de los condóminos, pues no pueden confundirse las áreas para los dueños de propiedades, con las áreas que deben entregar a las municipalidades. 



	12-3655-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	16-03-12
	REQUISITOS PARA ADOPTAR

-Artículo 106 inciso b) del Código de Familia

La norma señala como requisito para los adoptantes, ser mayor de 25 años en casos de adopciones individuales y en adopciones conjuntas, bastará que uno de los adoptantes alcance esa edad. Se acusa que la norma discrimina a quienes tengan menos de 25 años y afirma que se les da un trato desigual a quienes no tienen pareja. 



	12-3681-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	19-03-12
	CREACIÓN DE UNIDADES DE DESARROLLO POR DECRETO

-Decreto Ejecutivo 22085-H-MEIC. Publicado en La Gaceta número 67 del 07 de abril de 1993.

Mediante el decreto impugnado se crea la “unidad de desarrollo”, como un tipo de moneda comercial, totalmente diferente a la moneda nacional, lo que a juicio del accionante excede las potestades del Poder Ejecutivo, pues debió hacerse por ley. 



	12-3658-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

***
	18-03-12
	APELACIÓN PRESENTADA EN AUDIENCIA ORAL

-Artículo 454 del Código Procesal Penal. Reformado por Ley 8837.

La norma señala que presentado el recurso, el juez convocará a las partes a presentarse en audiencia ante el tribunal de apelación a contestar el recurso y, en su caso, ofrezcan prueba. Luego, sin más trámite e inmediatamente, remitirá las actuaciones al tribunal de alzada para que resuelva.
Se acusa que se interpreta que el único momento de presentar la apelación de una sentencia oral, es en la audiencia en la que fue dictada, cualquier recurso de apelación interpuesto fuera de esa audiencia es extemporáneo. Se afirma que la oportunidad de apelar la resoluciones orales en tres días, dejo de existir el 09 de diciembre del 2011.


	12-3741-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	20-03-12
	SANCIONES DE PÉRDIDA DE PUNTOS EN LA LICENCIA DE CONDUCIR

-Artículos 71 bis inciso b) y 130 inciso c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres. 

Contra sanciones de pérdida de puntos en la licencia de conducir, porque presta el servicio de transporte a estudiantes sin autorización, aún cuando es chofer contratado. Señala el recurrente que el que no se le permita conducir más por esa infracción, lesiona su derecho de trabajo, pues su oficio ha sido en los últimos años el de conducir busetas de estudiantes.



	12-3783-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	20-03-12
	BENEFICIOS EN LA CONVENCIÓN COLECTIVA DE LA MUNICIPALIDAD DE MONTES DE OCA

-Artículo 7 inciso h) y 14 incisos b), c) y d) y 15 inciso a) de la V Convención Colectiva de Trabajo de la Municipalidad de Montes de Oca. 

-Artículos 38 y 39 del Reglamento de Normas para la aplicación de la Carrera Profesional de la Municipalidad de Montes de Oca. Gaceta 137 del 17-07-97.

-Artículo 24 del Reglamento Autónomo de Servicio de la Municipalidad de Montes de Oca. Gaceta 209 del 1-11-2000.

Las normas reconocen a los funcionarios que cuentan con bachillerato en la Municipalidad de Montes de Oca, el pago de carrera profesional, con un 20% de aumento anual en cada punto de carrera. La cesantía no tiene tope, permite el pago de una parte de la cesantía a quienes renuncien voluntariamente, entre otros beneficios, lo que a juicio del accionante, es violatorio del principio de igualdad y perjudica los fondos públicos. 



	12-3795-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	21-03-12
	OMISIÓN LEGISLATIVA EN APROBAR LEY QUE TRASLADEN COMPETENCIAS A LAS MUNICIPALIDADES

-Artículo 170 de la Constitución Política

Omisión Legislativa de aprobar al menos 7 leyes que trasladen competencias y recursos a los gobiernos locales. Solicita que el proyecto del Ley 18001, que es la primera ley especial sobre el tema, que hasta ahora se ha planteado, sea aprobado antes de aprobar el presupuesto del 2113.



	12-3815-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	21-03-12
	DECRETOS LEY DICTADOS POR LA JUNTA FUNDADORA DE LA SEGUNDA REPÚBLICA

-Decretos Leyes Nº 2, 3, 6,  9, 32, 41,49 y 159 dictados por la Junta Fundadora de la Segunda República. Emitidos el 06 de mayo de 1948. 

Se acusa que en los decretos-leyes con carácter de sentencia, impugnados se ordenó la intervención de personas, bienes y valores sin fundamento alguno, por supuesto fraude o defraudación al fisco. 



	12-3849-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	20-03-12
	IMPUESTO A MOTELES

-Artículos 1, 3, 61 y 62 de la Ley Nº 8343 Ley de Contingencia Fiscal. Gaceta 250 del 27 de diciembre del 2002

- Reglamento para la Calificación de los Moteles
Las normas regulan lo relativo al impuesto del 30% de cada habitación a los moteles que van dirigidos al IMAS. Se acusa que el monto es desproporcionado y se crearon impuesto con destino específico por un plazo indefinido.



	12-3852-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	20-03-12
	IMPUESTO A MOTELES

-Artículos 1-3 y Capítulo VI de la Ley No. 8343. Ley de Contingencia Fiscal.

Las normas señalan que los moteles deben inscribirse en el IMAS y además, deben pagar un puesto del 30% por cada habitación. Se acusa que se crea un tributo indefinido que constituye una norma atípica. 



	12-3854-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	20-03-12
	LEY DE RÉGIMEN DE ZONAS FRANCAS NO FUE CONSULTADA A LAS MUNICIPALIDADES

-Ley 8794. Ley de Modificación a la Ley de Régimen de Zonas Francas, No. 7210 del 23-11-90.

-Leyes 7830 y 7210

Se acusa que se omitió la consulta obligatoria a las Municipalidades, pues sus recursos se han visto disminuidos por los beneficios otorgados a las zonas francas. 



	12-3911-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	22-03-12
	CONTRIBUCIÓN EXIGIDA A LAS PERSONAS FÍSICAS Y JURÍDICAS FISCALIZADAS POR LA SUGEF

-Artículo 10 del Reglamento para regular la participación de los sujetos fiscalizados en el financiamiento del presupuesto de las superintendencias. Decreto Ejecutivo 36345-H del 17-12-10. Gaceta No. 14 del 20-01-11.

La norma señala que las personas jurídicas o físicas inscritas ante la SUGEF, deben pagar $1000 dólares por año, para contribuir al presupuesto de la SUGEF, independientemente de las otras obligaciones. Se acusa que no se toman en cuenta los ingresos brutos de cada persona física o jurídica y no es igualitario para los sujetos que son fiscalizados. 



	12-3955-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	23-03-12
	PENSIÓN POR ORFANDAD

-Artículo 27 párrafo 3) del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS.

El monto mensual de la pensión por viudez, orfandad y a otros sobrevivientes es proporcional a la pensión por invalidez o por vejez que recibía el pensionado al fallecer. 
Cuando ocurra la muerte de un trabajador no pensionado, el monto de la pensión por viudez, orfandad y a otros sobrevivientes, será proporcional a la que hubiere sido su pensión por vejez. En aquellos casos de fallecidos con menos de 300 cuotas, los beneficios serán proporcionales a la cuantía básica de vejez que le hubiese correspondido. 

Para los huérfanos de padre y madre el porcentaje de la pensión será del 60%. En el caso de que ambos padres fueran asegurados y fallecieran generando derechos, la pensión será del 60% de una de ellas, según sea lo más conveniente para estos huérfanos. Se acusa que es violatorio de los derechos de los menores, el que no se le permita darle las dos pensiones. 


	12-3989-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	23-03-12
	MULTAS EN MATERIA DE TRANSITO

-Artículo 131 ch) y 90 inciso a) de la Ley de Tránsito.
IRRESPETO A LUZ ROJA DEL SEMÁFORO

Se impugna la sanción por irrespetar la luz roja del semáforo. Se acusa que el monto de la multa que impone la ley no es razonable, ni proporcional con la realidad de muchos trabajadores. 


	12-4072-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	26-03-12
	IMPUGNACIÓN DE ACUERDOS DE ASAMBLEAS DE ACCIONISTAS

-Artículos 175 y 176 del Código de Comercio

Las normas señalan que las resoluciones legalmente adoptadas por las asambleas de accionistas serán obligatorias aun para los ausentes o disidentes, salvo los derechos de oposición que señala este Código y regulan lo relativo a la nulidad de acuerdos de las asambleas. Se acusa que el un juez contencioso interpretó que cuando se trate de empresas públicas, bajo molde de sociedades mercantiles (CNFL), su socio mayoritario (ICE), puede tomar acuerdos válidos con el voto mayoritario, incluso, ante la donación de un inmueble que es parte del patrimonio social y con el cual no estaban de acuerdo los socios minoritarios.  



	12-4083-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	26-03-12
	LEY DE IMPUESTO A PERSONAS JURÍDICAS

-Ley del Impuesto a Personas Jurídicas. No. 9024

Se cuestiona la totalidad de la ley, entre otras razones, por desproporcionada, al no admitir el rebajo del impuesto sobre la renta, no se toma en cuenta la capacidad económica, se aplica el impuesto a partir de la presentación ante el Registro, tiene un régimen sancionatorio excesivo, se denomina impuesto, cuando es una tasa. 



	12-4198-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	28-03-12
	SODAS EN CENTROS EDUCATIVOS

-Decreto Ejecutivo 36910. Reglamento para el Funcionamiento y Administración del Servicio de Soda en los Centros Educativos Públicos. Gaceta Digital No. 7 del 12 de enero del 2012.

Se acusa que por vía de reglamento se limita la libertad de comercio, la autonomía municipal, el derecho al trabajo, entre otros. 



	12-4200-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	28-03-12
	MULTAS POR IRRESPETO A SEÑALAS FIJAS Y LÍMITES DE VELOCIDAD

-Artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito

Se cuestiona la multa por el irrespeto a las señalas fijas y a límites de velocidad, concretamente por adelantar donde existía doble raya amarilla. Asegura el accionante que las sanciones son desproporcionadas e irrazonables.



	12-4242-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	29-03-12
	REFORMA A LA LEY DE TRANSPORTE PÚBLICO

-Artículo 2 y Transitorios I y II de la Ley 8955 del 07 de julio del 2011. Reforma la Ley N° 3284 "Código de Comercio ", del 30 de abril de 1964, y la Ley N° 7969 "Ley Reguladora del Servicio Público de Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en la modalidad de Taxi " del 22 de diciembre de 1999.  Publicada en La Gaceta del 07-07-2011.

Se acusa que la ley no incluyó el permiso de carácter temporal, no se establece un régimen de tarifas o controles administrativos, se puede dar el servicio a través de una persona jurídica, entre otras violaciones.  



	12-4256-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	29-03-12
	ACTO ADMINISTRATIVO DE DESPIDO

Oficio N° 1625-2011-CP del Consejo de Personal. Acto administrativo de la primera instancia del Órgano Administrativo del Ministerio de Seguridad Pública del 03 de agosto del 2011. 

Se trata del despido por comportamiento impropio dentro de la función policial, acordado en primera instancia. Se acusa que el acto es desproporcionado y violatorio de los derechos fundamentales al debido proceso. 

 

	12-4266-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	29-03-12
	DEVOLUCIÓN DE PLACAS

-Artículo 140 inciso a) de la Ley de Tránsito 

La norma señala que las multas de tránsito aplicadas en el momento del retiro del automotor y las que se encuentren pendientes de pago, según los asientos de las licencias del conductor infractor y del propietario del vehículo.



	12-4137-0007-CO

Consulta Legislativa


	27-03-12
	CONVENIO DE OBLIGACIONES ALIMENTARIAS CON ESTADOS UNIDOS

Convenio entre la República de Costa Rica y el Gobierno de Estados Unidos de América, para la Ejecución de Obligaciones Alimentarias. Expediente Legislativo No. 17.906



	12-4135-0007-CO

Consulta Legislativa


	27-03-12
	MODIFICACIONES AL CONVENIO DEL BANCO CENTROAMERICANO

Aprobación de las modificaciones al Convenio Constitutivo del Banco Centroamericano de Integración Económica. Expediente Legislativo No. 18.165



	12-4134-0007-CO

Consulta Legislativa


	27-03-12
	CENTRO DE EXCELENCIA TECNOLÓGICA DE LA INFORMACIÓN (CETI)

Aprobación del Memorando de Entendimiento  entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República de India para el establecimiento de un Centro de Excelencia Tecnológica de la Información (CETI) en Costa Rica. Expediente Legislativo 17.586



	12-4132-0007-CO

Consulta Legislativa


	27-03-12
	INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN TRIBUTARIA CON CANADÁ

Aprobación del Acuerdo entre la  República de Costa Rica y Canadá para el intercambio de información en materia Tributaria. Expediente Legislativo No. 18.289



	12-4131-0007-CO

Consulta Legislativa


	27-03-12
	INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN TRIBUTARIA CON AUSTRIA

Aprobación del Acuerdo entre el Gobierno de Costa Rica y el Gobierno de Austria sobre el intercambio en materia tributaria. Expediente Legislativo No. 18.288



	12-4278-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	29-03-12
	LEY DE IMPUESTO A PERSONAS JURÍDICAS

-Ley 9024 del 23-12-2011. Publicada en el Alcance Digital de La Gaceta del 27-12-2011. Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. 

Se acusa que la exoneración y reorganización de las personas jurídicas activas, es contrario al principio de igualdad, pues sólo las que están inscritas como PYMES en el MEIC están exentas. 



	12-4280-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	29-03-12
	LEY DE IMPUESTO A PERSONAS JURÍDICAS

-Artículos 3, 6 y 9 de la Ley 9024 del 23-12-2011. Publicada en el Alcance Digital de La Gaceta del 27-12-2011. Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. 

Las normas regulan lo relativo a la tarifa, la disolución y cancelación de la inscripción y la administración, por ser violatorio del principio de capacidad contributiva.  



	12-4281-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	29-03-12
	MULTA POR INVADIR CARRIL EXCLUSIVO PARA AUTOBUSES

-Artículo 131 inciso b) en relación con el 79 inciso c) y el 116 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. Amparo base 16295-11

Las normas imponen una multa por el irrespeto a las señalas de tránsito horizontales y verticales. (invadir carril exclusivo para autobuses). Se acusa que el monto de la sanción es excesivo. 



	12-4292-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	29-03-12
	MULTA POR OBSTRUCCIÓN DE VÍA

-Artículo 132 inciso j) de la Ley de Tránsito

La norma señala que se impondrá una multa al  conductor que use una vía para otros fines distintos de los que está destinado, a quien utilice un vehículo con otro fin que no sea para el cual esté autorizado. Se impuso la multa porque supuestamente obstruyó la vía de entrada de emergencias a un hospital. A juicio del accionante el monto es irrazonable. 



	12-4335-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	30-03-12
	CONVENIO CON EL BANCO CENTROAMERICANO DE INTEGRACIÓN ECONÓMICA

-Artículo 30 del Convenio Constitutivo del Banco Centroamericano de Integración Económica. Aprobado por Ley No. 3138.

-Convenio de Cooperación Financiera no reembolsable, firmado por el Gobierno de la República y el BCIE.

Se alega violación al principio de legalidad y a las normas de presupuesto. Se acusa que no es transparente el manejo de esos fondos no reembolsables y se solicita que ordene al BCIE que se entreguen todos los contratos y acuerdos para terminar con una investigación penal que hay pendiente. 



	12-4347-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	30-03-12
	PLAN REGULADOR DE MORAVIA

-Artículo 6 del Plan Regulador de la Municipalidad de Moravia

La norma establece las características que deben poseer lo lotes en el cantón de Moravia y se acusa que se ha malinterpretado, permitiendo variaciones en negocios como pulperías y abastecedores y no a otros como el que la accionante pretende instalar, lesionando con ello el principio de igualdad al negarle el permiso de uso de suelo, lo cual considera que viola el principio de razonabilidad y de proporcionalidad. 



	12-4348-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	30-03-12
	CANCELACIÓN DE PLANOS INSCRITOS PROVISIONALMENTE

-Artículo 31 del Reglamento a la Ley de Catastro Nacional

La norma establece que una vez vencido el plazo de inscripción provisional, el Catastro Nacional, puede ordenar sin procedimiento alguno, la cancelación respectiva del plano. 



	12-4364-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	30-03-12
	CANCELACIÓN DE CREDENCIALES

-Artículos 220 inc f) y 223 y 253 del Código Electoral. Ley Nº 8765.

-Artículo 127 del Código Municipal.

Las normas dan la potestad al Tribunal Supremo de Elecciones de cancelar credenciales, sin que existan en el ordenamiento jurídico, causales expresas que motiven esa sanción y, considera que si el alcalde fue elegido popularmente, sólo el pueblo puede removerlo. 




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	12-002657-0007-CO

Voto 2012-02980
	02-03-12
	A las once horas con treinta minutos. Consulta Legislativa Facultativa. referente al Proyecto de Ley “EL CONTROL DEL TABACO Y SUS EFECTOS NOCIVOS EN LA SALUD”, expediente legislativo número 17371. Se admite para estudio la consulta legislativa facultativa. Se ordena al Poder Ejecutivo, no sancionar, ni publicar el proyecto de ley "Control del Tabaco y sus Efectos Nocivos en la Salud", expediente legislativo número 17371, hasta tanto esta Sala no resuelva en sentencia o disponga otra cosa.-



	08-003849-0007-CO

Voto 2012-03197
	07-03-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta Legislativa Preceptiva de Constitucionalidad referente al Proyecto de  "Aprobaron del Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales", expediente legislativo 16.590. No ha lugar a la gestión formulada.-


	10-015123-0007-CO

Voto 2012-03201
	07-03-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 14 Plan Regulador Cantón de Vásquez de Coronado. Se rechaza de plano la acción.-



	11-009788-0007-CO

Voto 2012-03216
	07-03-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 218 del Código de Trabajo. Se rechaza de plano la acción.-



	11-015120-0007-CO

Voto 2012-03220
	07-03-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 62 de la Ley N°8204, sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de Uso no Autorizado y Actividades Conexas. Se rechaza por el fondo la acción.-



	12-001210-0007-CO

Voto 2012-03225
	07-03-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción  de inconstitucionalidad contra del artículo 48 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, Decreto 33411-H del veintisiete de septiembre de dos mil seis, y el artículo 4 del Modelo de distribución  de competencias en Contratación administrativa y facultades de adjudicación de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza de plano la acción.-


	12-001643-0007-CO

Voto 2012-03228
	07-03-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 10 de la Ley N° 3664 que regula el Proceso Laboral en Negocios de Menor Cuantía. Se rechaza por el fondo la acción.-



	12-001956-0007-CO

Voto 2012-03233
	07-03-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad en contra de la Multa de Tránsito. Se rechaza de plano la acción.-



	12-002632-0007-CO

Voto 2012-03242
	07-03-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra de lo resuelto por el Tribunal de Casación Penal en la sentencia No. 2011-0730 dentro del expediente No. 10-000139-1094-PE. Se rechaza de plano la acción.- 


	12-002720-0007-CO

Voto 2012-03243
	07-03-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta Legislativa Preceptiva de Constitucionalidad referente al Proyecto de "Aprobación  del Convenio Constitutivo de la Coordinación Educativa y Cultural Centroamericana (CECC)", expediente legislativo número 17.221. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en el trámite legislativo del proyecto de ley de "Aprobación del Convenio Constitutivo de la Coordinación Educativa y Cultural Centroamericana (CECC)", tramitado bajo el expediente legislativo número 17.221, y en cuanto al fondo no infringe el Derecho de la Constitución. Comuníquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa.-



	11-006088-0007-CO

Voto 2012-03267
	07-03-12
	A las dieciséis horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 63 del Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Hacienda. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional el artículo 63 del Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Hacienda, Decreto Ejecutivo No. 25271 de 14 de junio de 1996. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de la sentencia, en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada no afecta la relación laboral pública vigente antes de la publicación del primer edicto de la acción de inconstitucionalidad, No. 162 del 24 de agosto de 2011 y, en consecuencia, rige a futuro para los servidores públicos que a esa fecha no tiene derecho al beneficio que se concede en la norma anulada, a partir del día siguiente a la mencionada publicación. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- 

Este voto se corrige mediante sentencia número 3521-11 de las 11:00 del 09-03-2012 que señala textualmente la parte dispositiva: “Se corrige el error material consignado en la parte dispositiva de la sentencia No. 2012-003267 de las dieciséis horas y un minuto del siete de marzo de dos mil doce.  Léase correctamente en el Por Tanto de esa sentencia "Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional el artículo 63 del Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Hacienda, Decreto Ejecutivo No. 25271 de 14 de junio de 1996. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese". 



	12-002723-0007-CO

Voto 2012-03268
	07-03-12
	A las dieciséis horas con dos minutos. Consulta Legislativa referente al Acuerdo entre La República de Costa Rica y los Estados Unidos Mexicanos sobre el Intercambio de Información en Materia Tributaria. Expediente 18.174. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que en el proyecto "Acuerdo entre la República de Costa Rica y los Estados Unidos Mexicanos sobre el Intercambio de Información en Materia Tributaria", que se tramita en el expediente legislativo número 18.174, no se observan lesiones de fondo ni de procedimiento a las normas y principios constitucionales.-



	12-001636-0007-CO

Voto 2012-03269
	07-03-12
	A las dieciséis horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra del Párrafo final del artículo 2 de la Ley número 7352, Ley de Remuneración de los Diputados de la Asamblea Legislativa. Se rechaza por el fondo la acción.



	12-002720-0007-CO

Voto 2012-03545
	13-03-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta Legisltativa referente a Aprobación del Convenio Constitutivo de la Coordinación Educativa y Cultural Centroamericana Exp. 17.221. Se corrige el error material para que conste en el Sistema Costarricense de Gestión Judicial la trascripción correcta de la resolución 2012003243 de las catorce horas treinta minutos del siete de marzo de dos mil doce, que corresponde a la consulta legislativa 12-002720-0007-CO en lugar de la que originalmente se registró. La Magistrada Calzada Miranda y el Magistrado Jinesta Lobo ponen nota. 



	10-015880-0007-CO

Voto 2012-03640
	14-03-12
	A las dieciséis horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 242 de la Ley General de Aduanas. Se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Mora, Castillo y Rueda salvan el voto. Además, los Magistrados Mora y Castillo consignan nota. 

	12-002046-0007-CO

Voto 2012-03642
	14-03-12
	A las dieciséis horas con veinte minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra artículos 130, 131 y 132 de la Ley 7331. Se deniega el trámite a esta acción.

	10-014803-0007-CO

Voto 2012-03581
	14-03-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 7, 10 y 11 del Reglamento de Reincorporaciones de la Sociedad de Seguros de Vida del Magisterio Nacional, aprobado por la Junta Directiva de dicha entidad en las sesiones número 4050 y 4053 del 8 y 22 de febrero del año 2000. Se rechaza de plano la acción. Notifíquese.-

	12-001690-0007-CO

Voto 2012-03592
	14-03-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Consulta Judicial referente a Convención Colectiva de la Municipalidad de Desamparados. No ha lugar a la evacuar la consulta.  



	12-001815-0007-CO

Voto 2012-03594
	14-03-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 380 Código Procesal Penal. Se rechaza por el fondo la acción en el sentido de que la norma no es inconstitucional siempre y cuando se interprete en forma amplia y favorable a las garantías y derechos del querellado.



	12-002126-0007-CO

Voto 2012-03597
	14-03-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo II de la Ley 6723 de Registros y Archivos Judiciales. Se rechaza de plano la acción.



	12-002386-0007-CO

Voto 2012-03598
	14-03-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 131 Inciso B de la Ley de Tránsito Por Vías Públicas y Terrestres N°. 7331 de 1993 y sus Reformas. Se rechaza de plano la acción.-

	12-002466-0007-CO

Voto 2012-03600
	14-03-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Consulta Judicial referente a Convención Colectiva. No ha lugar a evacuar la consulta.



	12-002646-0007-CO

Voto 2012-03603
	14-03-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículos 115 y 131 de la Ley de Tránsito Número 7331 y Sus Reformas. Se rechaza de plano la acción.



	12-002702-0007-CO

Voto 2012-03605
	14-03-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículos 115 y 131 de la Ley de Tránsito Número 7331. Archívese el expediente.-



	12-002705-0007-CO

Voto 2012-03606
	14-03-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Acción de Inconstitucionalidad de los Artículos 115 y 131 Inciso E) de la Ley de Tránsito. Archívese el expediente.



	12-002724-0007-CO

Voto 2012-03607
	14-03-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Consulta Legislativa en lo referente a Aprobación del Acuerdo sobre Transporte Aéreo Entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de Canadá. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de Aprobación del Acuerdo sobre Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de Canadá, que se tramita en el expediente legislativo Nº 18.290, en el sentido que no se encuentra en el trámite legislativo ni en las normas contenidas en el Acuerdo, disposiciones que contraríen los preceptos constitucionales vigentes, ni la doctrina y principios que los informan. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.



	12-002887-0007-CO

Voto 2012-03615
	14-03-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 21 del reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social. Se rechaza de plano la acción. 



	11-012795-0007-CO

Voto 2012-03656
	16-03-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 199 Ley Orgánica Poder Judicial. No ha lugar a la gestión formulada.-



	12-002199-0007-CO

Voto 2012-03713
	16-03-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Inciso Tercero del Artículo Cuarto de la Ley de l Propina número 4946. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que se tramita ante esta Sala bajo el expediente número 11-007632-0007-CO.



	12-002657-0007-CO

Voto 2012-03918
	20-03-12
	A las dieciséis horas con quince minutos. Consulta Legisltativa referente al expediente 17371. Se evacua la consulta en el sentido de que no existen vicios de constitucionalidad de procedimiento ni de fondo en los aspectos consultados del proyecto de ley denominado "Ley General de Control del Tabaco y sus Efectos Nocivos en la Salud", tramitado en el expediente legislativo número 17.371. La Magistrada Calzada y el Magistrado Jinesta salvan el voto, estiman que no ha lugar a evacuar la consulta por inadmisible y dan razones separadas.   



	12-003544-0007-CO

Voto 2012-03920
	20-03-12
	A las dieciséis horas con treinta minutos. Consulta Legislativa referente al expediente del proyecto de Ley de Solidaridad Tributaria. Expediente Legislativo 18261. Acumúlese esta consulta a la que bajo expediente número 12-003518-0007-CO se tramita ante esta Sala y téngase como una ampliación de la misma.


	12-003381-0007-CO

Voto 2012-03921
	20-03-12
	A las dieciséis horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículos 1, 5, 16, 17 y 15 de la Ley de Incentivos a los Profesionales en Ciencias Médicas.  Acumúlese esta acción a la que bajo expediente número 12-002423-0007-CO se tramita ante esta Sala. 



	11-015637-0007-CO

Voto 2012-03924
	21-03-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra IX y su inciso c) del Decreto Ejecutivo N° 36786-MINAET del 12 de agosto del 2011. Se rechaza de plano la acción.-



	12-001076-0007-CO

Voto 2012-03925
	21-03-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra los Decretos Ejecutivos 35148-H, 33.411-H y 25038-H. Se rechaza de plano la acción.-



	11-000497-0007-CO

Voto 2012-03939
	21-03-12
	A las dieciséis horas. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 115 y 131 inciso e) de la Ley de Tránsito y contra toda la Ley indicada. Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Castillo salva el voto y declara con lugar la acción. El Magistrado Gilbert Armijo consigna nota.-



	10-008059-0007-CO

Voto 2012-03940
	21-03-12
	A las dieciséis horas con veinte minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 133.h de la Ley de Tránsito por vías terrestres No. 7331 del 13 de abril de 1994 y sus reformas. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 133 inciso h) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso  p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en relación con lo dispuesto en el artículo 96 inciso d) de la misma Ley.  Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda Leal pone nota.--



	11-011337-0007-CO

Voto 2012-03941
	21-03-12
	A las dieciséis horas con veintiún minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 133 inciso b) en relación al artículo 104 inciso d) de la Ley de Tránsito N° 7331 del 13-04-1993 y sus reformas parcial Ley sobre el Uso del Chaleco Retrorreflectivo. Se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Calzada y Castillo salvan el voto y declaran con lugar la acción. Los Magistrados Guerrero y Armijo ponen nota.-



	11-012519-0007-CO

Voto 2012-03942
	21-03-12
	A las dieciséis horas con veintidós minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 131, inciso A de la Ley de Transito por vías Publicas Terrestres. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 131 inciso a) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso  p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en relación con lo dispuesto en el artículo 108 de la misma Ley. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiese pagado, cuyos actos esten firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda pone nota.-



	11-012999-0007-CO

Voto 2012-03943
	21-03-12
	A las dieciséis horas con veintitrés minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso A de la Ley de Tránsito por las Vías Terrestres N° 7331 del 22 de abril de 1993. Estése a lo resuelto en la acción de inconstitucionalidad número 12-012519-0007-CO resuelta por sentencia número 2012-03942 de las dieciséis horas con veintidós minutos del veintiuno de marzo del dos mil doce.



	11-014415-0007-CO

Voto 2012-03944
	21-03-12
	A las dieciséis horas con veinticuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 130 inciso c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Rueda pone nota.-



	11-015813-0007-CO

Voto 2012-03945
	21-03-12
	A las dieciséis horas con veinticinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 132 inciso k) de la Ley de Transito por Vías Públicas Terrestres. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 132 inciso k) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso  p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en relación con lo dispuesto en el artículo 98 inciso a), numeral 1) de la misma Ley, específicamente la multa que se impone al conductor de taxi por irrespetar las zonas de parada establecidas por el Consejo de Transporte Público. En cuanto a la alegada violación del derecho al trabajo y al principio de non bis in ídem, se declara sin lugar la acción.  Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. El Magistrado Rueda Leal concurre con el voto pero pone nota. Notifíquese. -



	12-000129-0007-CO

Voto 2012-03946
	21-03-12
	A las dieciséis horas con veintiséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 133 inciso h de la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres N° 7331 del 13 de abril de 1993 t sus reformas parciales a Ley N° 8696. Estése a lo resuelto en la acción de inconstitucionalidad  número 10-008059-0007-CO resuelta por sentencia número 2012-03940 de las dieciséis horas con veinte minutos del veintiuno de marzo del dos mil doce.



	12-000682-0007-CO

Voto 2012-03947
	21-03-12
	A las dieciséis horas con veintisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 134.c y 32.1.m de la Ley de Tránsito N° 7331. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 134 inciso c) en relación con el artículo 32 inciso 1) apartado m) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, reformado por el inciso  p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción para el conductor que no porte el chaleco retrorreflectivo. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda pone nota.-



	12-000907-0007-CO

Voto 2012-03948
	21-03-12
	A las dieciséis horas con veintiocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el inciso N) del artículo 132 de la Ley de Tránsito N° 7331. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 132 inciso n) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, reformado por el inciso  p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.  El Magistrado Rueda Pone Nota.-



	11-015511-0007-CO

Voto 2012-03949
	21-03-12
	A las dieciséis horas con veintinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el Artículo 132 de la Ley por Vías Publicas y Terrestres N° 7331 del 13 de abril de 1993. Estése a lo resuelto en la acción de inconstitucionalidad número 12-000907-0007-CO resuelta por sentencia número 2012-03948 de las dieciséis horas con veintiocho minutos del veintiuno de marzo del dos mil doce.



	12-001129-0007-CO

Voto 2012-03950
	21-03-12
	A las dieciséis horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 134 inciso c) en relación con el 32 inciso 1), apartado 1) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, N° 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 134 inciso c) en relación con el artículo 32 inciso 1) apartado l) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, reformado por el inciso  p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción para el conductor que no porte un extintor de incendios en perfecto estado de funcionamiento. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda pone nota. -

	12-001288-0007-CO

Voto 2012-03951
	21-03-12
	A las dieciséis horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso 1) de la Ley de Tránsito por Vías Terrestres. Se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Mora, Calzada  y Castillo salvan el voto y declaran con lugar la Acción.-



	12-001328-0007-CO

Voto 2012-03952
	21-03-12
	A las dieciséis horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 134 inciso c) en relación con el artículo 32 inciso h) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 134 inciso c) en relación con el artículo 32 inciso 1) apartado h) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, reformado por el inciso  p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción para el conductor que conduzca un automotor que no porte en la parte trasera los dispositivos proyectores de luz roja.  Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Mora, Cruz y Rueda Salvan el Voto y declaran Sin Lugar la Acción.-



	12-001691-0007-CO

Voto 2012-03953
	21-03-12
	A las dieciséis horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 133 inciso ch de la Ley de Tránsito N° 7331 del 13 de abril de 1994. Se declara sin lugar la Acción. El Magistrado Castillo Salva el Voto, declara con lugar el recurso con sus consecuencias. La Magistrada Calzada Pone Nota.-



	12-003396-0007-CO

Voto 2012-04071
	23-03-12
	A las ocho horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el Procedimiento Empleado para la Promulgación de la Ley 8955 del Siete  de julio del Dos Mil Once. Se reserva la admisibilidad de esta acción hasta tanto no sea resuelta la acción de inconstitucionalidad que bajo expediente número 11-0012867-0007-CO se tramita ante esta Sala.



	12-000909-0007-CO

Voto 2012-04105
	27-03-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra artículo 75 y siguientes del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho. Se rechaza por el fondo la acción.- 



	12-002817-0007-CO

Voto 2012-04108
	27-03-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Párrafo Penúltimo del Artículo 20 del Código Municipal. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Calzada Miranda y Jinesta Lobo salvan el voto y declaran con lugar la acción con sus consecuencias. Los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro y Castillo Víquez ponen nota.



	12-003437-0007-CO

Voto 2012-04118
	27-03-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Ley 7929. Se rechaza de plano la acción.-



	12-003655-0007-CO

Voto 2012-04131
	27-03-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 106 Inciso B) del Código de Familia. Se rechaza por el fondo la acción.-



	12-003658-0007-CO

Voto 2012-04132
	27-03-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 454 del Código Procesal Penal. Se rechaza de plano la acción.-



	11-012867-0007-CO

Voto 2012-04151
	27-03-12
	A las dieciséis horas. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 208 Bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa. Se declara sin lugar la acción. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran con lugar la acción. El Magistrado Piza concurre con la mayoría, pero da razones diferentes.-



	11-012631-0007-CO

Voto 2012-04152
	27-03-12
	A las dieciséis horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad contra Acto Legislativo que tuvo lugar en la Sesión Plenaria Número 76 del 27 de setiembre de 2011. Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Calzada y Piza ponen nota y dan razones diferentes.-



	12-002258-0007-CO

Voto 2012-4209
	30-03-12
	A las ocho horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Martínez Meléndez, Rodrigo Johannig Quesada contra Directrices emitidas por el Instituto Nacional de Criminología No. 6-2006 emitida el 27 de junio del 2006, No. 3-2011 del 6 de abril de 2011, No. 4-2011 del 27 de abril de 2011 y No. 7-2010 del 3 Noviembre 2010. Se rechaza de plano la acción interpuesta por Rodrigo Johanning Quesada; y en cuanto se impugna lo dispuesto en la directriz No. 7-2010 del 3 de noviembre de 2010 del Instituto Nacional de Criminología. Continúese la tramitación de la acción presentada por Jorge Martínez Meléndez y únicamente en cuanto a lo dispuesto en las directrices No. 6-2006 del 27 de junio de 2006, No. 3-2011 del 6 de abril de 2011, No. 4-2011 del 27 de abril de 2011 emitidas por el Instituto Nacional de Criminología.-




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	12-000574-0007-CO
	Contra el ARTICULO 21 REGLAMENTO PARA VERIFICAR LAS OBLIGACIONES PATRONALES Y DE TRABAJADORES INDEPENDIENTES DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL.

Resolución de las 9:46 horas del 02 de febrero del 2012

Boletín judicial 046, 047, 048 del 05, 06 y 07 de marzo del 2012.
	DERECHO DE IMPUGNAR TRASLADO DE CARGOS EN PROCEDIMIENTOS CONTRA TRABAJADORES INDEPENDIENTES

La norma se impugna en cuanto impide la impugnación del acto de traslado de cargos, en los procedimientos para verificar obligaciones patronales. Se estima que dicha prohibición es contraria a las garantías del debido proceso y lesiona el derecho de defensa de los investigados, pues en aquellos casos en los que el traslado de cargos carece de los requisitos esenciales, como la imputación de cargos, el administrado queda en un estado de indefensión a través de todo el procedimiento. Además, la norma se considera contraria al principio de razonabilidad y proporcionalidad pues si bien es constitucionalmente posible limitar las impugnaciones administrativas en cuanto a número, tipos y plazos, lo cierto es, que la supresión total de esa facultad resulta inconstitucional.



	11-014041-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra las palabras “o gratuitas” contenidas en el artículo 3 inciso b) del Reglamento a la Ley del Impuesto sobre las Ventas, Decreto Ejecutivo N° 14082-H del 29 de noviembre de 1982.
Resolución de las 11:13 horas del 14 de febrero del 2012

Boletín judicial 050, 051, 052 del 09, 12 y 13 de marzo del 2012.
	IMPUESTO A LA PRESTACIÓN GRATUITA DE SERVICIOS GRAVADOS

La norma dispone: “Artículo 3.- Hecho generador. El impuesto tiene como hecho generador: a) b) La prestación remunerada o gratuita de servicios gravados (…)”. Se impugna es inconstitucional por cuanto restablece un gravamen para un supuesto no previsto por la ley –prestación gratuita de servicios gravados-, lo cual violenta los principios de legalidad y reserva de ley, toda vez que, según lo establecen los principios de referencia, la ley resulta ser la única fuente de la que pudiera emanar el poder de imperio del Estado a través del cual se plasma la creación de cargas tributarias en cabeza de los administrados, no siendo posible en consecuencia utilizar un reglamento como fuente creadora de tributos. 


	11-016395-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra el acuerdo N° 4230 tomado por la Junta Directiva del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento (SENARA). Se confiere audiencia por quince días a la Procuraduría General de la República, al Ministro de Ambiente y Energía, al Presidente de la Junta Directiva de SENARA y al Secretario Técnico de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental (SETENA).
Resolución de las 14:37 horas del 08 de febrero del 2012

Boletín judicial 050, 051, 052 del 09, 12 y 13 de marzo del 2012.
	REGLAS PARA SUSTITUCIÓN DE TANQUES DE COMBUSTIBLES EN ESTACIONES DE SERVICIO

El acuerdo se impugna por lesionar el derecho constitucional a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, el derecho a la vida y el principio precautorio, al autorizar la sustitución o traslado de tanques de combustible en estaciones de servicio y de almacenamiento para auto consumo, sin necesidad de presentar un estudio de impacto ambiental.


	11-007916-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra los oficios DFOE-SOC-1196 y DFOE-SOC-IF-75-2010 emitidos por la Contraloría General de la República.

Resolución de las 14:09 horas del 21 de febrero del 2011

Boletín judicial 056, 057, 058 del 19, 20 y 21 de marzo del 2012.
	INFORMES DE LA CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA

Los oficios se impugnan en cuanto a que el ocho de noviembre de dos mil once, la Contraloría General de la República, por medio del oficio número 10532, remitido mediante consecutivo DFOE-SOC-1196 del diecinueve de octubre de dos mil once, que a su vez remitió el informe número DFOE-SOC-IF-75-2010, le comunicó que había realizado un estudio en el Instituto Tecnológico con el fin de evaluar los mecanismos establecidos en la actividad de vinculación externa remunerada que se mantiene con la Fundación Tecnológica de Costa Rica. Manifiesta que con este estudio se determinaron deficiencias en la formulación, ejecución, evaluación, cierre y liquidación de los programas o proyectos que se ejecutan, tales como falta de vinculación de los mismos con los objetivos institucionales del ITCR, presupuestos que no muestran objetivos, metas y productos a lograr con los niveles de inversión propuestos, incompatibilidad en el ejercicio de funciones de coordinación de programas o proyectos, ausencia de controles para garantizar la corrección de los dineros que son trasladados al ITCR como producto del vínculo remunerado, y finalmente se determinó la existencia de cuantiosos recursos en poder de FUNDATEC, que debieron ser trasladados al Instituto Tecnológico de Costa Rica, como parte de las obligaciones establecidas en la normativa externa e interna que regula esa actividad. Menciona que como institución de educación superior pública son respetuosos de la legalidad y constitucionalidad del país, y aceptan la gran mayoría de las observaciones hechas por la Contraloría en cuanto a la mejora de prácticas y controles, pero considera que algunas de ellas van más allá de la función contralora e invaden el espacio de autonomía con el que cuenta el Instituto en cuestión. Alega que la Contraloría emitió con base en los artículos 183 y 184 de la Constitución Política, así como en los numerales 12 y 21 de su Ley Orgánica disposiciones que son de acatamiento obligatorio dentro del plazo conferido para ello, bajo amenaza de responsabilidad, entre ellas ordenó al Presidente de la Asamblea Institucional Representativa convocar a la Asamblea Institucional Representativa, dentro de los tres días hábiles posteriores al recibo del informe, para una sesión extraordinaria que se realizaría a más tardar el dieciséis de diciembre de dos mil diez. Emitir a la Contraloría copia de la convocatoria realizada antes del treinta de noviembre de dos mil diez. Incluir dentro de la convocatoria y en el orden del día para las sesiones ordinarias de marzo y setiembre de dos mil once, el asunto relativo a las modificaciones al Reglamento para la vinculación remunerada externa, solicitadas a la Asamblea Institucional Representativa en la disposición 4.2 b) del informe, y remitir a la Contraloría General las respectivas convocatorias y orden del día, el quince de febrero de dos mil once para la primera, y el dieciséis de agosto de dos mil once para la segunda. Afirma que esto contraviene lo dispuesto en el numeral 84 constitucional, el cual garantiza a las universidades públicas independencia para el desempeño de sus funciones, así como plena capacidad jurídica para darse su organización y gobiernos propios. Refiere a criterio emitido por la Procuraduría General de la República, en el cual se asegura que las universidades tienen potestad de regular su organización sin sujeción a la ley en ese aspecto. Expone que someter la autonomía universitaria a normas como las de control interno de la Contraloría General de la República, así como pretender imponer su voluntad a los órganos democráticos del Instituto en cuestión, es improcedente y violatorio de la Constitución Política.



	11-009873-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra los ARTÍCULOS 145 DEL CÓDIGO MUNICIPAL LEY NÚMERO 7794 DEL 30 DE ABRIL DE 1998, Y EL ARTÍCULO 67 DEL REGLAMENTO AUTÓNOMO DE ORGANIZACIÓN Y SERVICIO DE LA MUNICIPALIDAD DE SAN JOSÉ LEY NÚMERO 472 DEL 26 DE AGOSTO DE 1997.

Resolución de las 16:36 horas del 20 de febrero del 2012

Boletín judicial 056, 057, 058 del 19, 20 y 21 de marzo del 2012.
	LIMITE A PERMISOS SIN GOCE DE SALARIO EN LA MUNICIPALIDAD DE SAN JOSE

Las normas se impugnan en cuanto a que desde junio de 2003 ocupaba un puesto de asistente en la Municipalidad de San José, y desde el 2007 fungía como Gerente de Gestión Municipal en esa misma entidad. Relata que el 8 de mayo de 2010 se le otorgó un permiso sin goce de salario por seis meses, el cual fue prorrogado por otros seis meses, según acción de personal 0418-GARH-TRP-2010, hasta el 8 de mayo de 2011, con el fin de que ocupara la Presidencia Ejecutiva del Instituto Nacional de la Mujer. Explica que el 15 de abril de 2011, solicitó que se le ampliara el permiso sin goce de salario, para seguir en el cargo mencionado; sin embargo por oficio 3169-2011 del 16 de mayo de 2011, recibido el 24 de mayo de 2011, se le solicitó manifestarse respecto de su reintegración a las labores en la Municipalidad de San José, o si continuaría en el ejercicio del cargo en el INAMU, ya que de conformidad con el artículo 145 del Código Municipal, el permiso solicitado estaba vencido, situación que la obligaba a volver a su puesto, o a renunciar al mismo. Menciona que el veintiséis de mayo de dos mil once, solicitó que de previo a que se le indicara cuándo debía reintegrarse a la Municipalidad, se realizara una consulta de manera general ante la Procuraduría General de la República, sobre la vialidad de prorrogarle el permiso sin goce de salario, además dentro de dicha gestión, afirma que hizo ver la inconstitucionalidad del artículo 145 del Código Municipal, por cuanto con la aplicación del mismo se estaría violentando el derecho a gozar de un permiso o licencia sin goce de salario, para ocupar otro cargo dentro de la Administración Pública, a instancia de la Presidencia de la República, lo cual sí es permitido a los funcionarios públicos, lo cual crea desigualdad y discriminación sin fundamento jurídico en perjuicio de los funcionarios municipales. Sin embargo, la Municipalidad le comunicó por medio del oficio Alcaldía-3696-2011 del tres de junio de dos mil once, que no procedía realizar consulta alguna ante la Procuraduría General de la República, y que se debía proceder conforme a lo dispuesto en el artículo impugnado del Código Municipal. Ante esta situación, procedió a presentar un recurso de amparo el día 4 de junio de 2011, en el cual alegó la inconstitucionalidad del numeral en mención, proceso cuya desestimación fue solicitada por el Alcalde Municipal y el Presidente del Concejo Municipal el día 24 de junio del mismo año. Reitera que las normas impugnadas establecen una discriminación en contra de los funcionarios municipales al no permitirles licencias sin goce de salario de más de un año, como sí lo pueden hacer los funcionarios de otras instituciones públicas. Considera que esto violenta lo dispuesto en la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Mujeres, el cual está ratificado y vigente en nuestro país, y de conformidad con el artículo 7 de la Constitución Política tiene rango superior a la ley. Es criterio de la accionante que esta disposición es contraria al criterio que ha tenido esta Sala en anteriores ocasiones respecto de normativa que va en contra de los principios de igualdad y permanencia en la función pública. 


	11-008768-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra la omisión de regulación normativa en cuanto a la participación ciudadana en la fijación y aumentos de tasas municipales por concepto de alcantarillado y agua potable y de fijación del ente u órgano contralor estatal frente a los ajustes municipales. 

Resolución de las 10:21 horas del 17 de febrero del 2012. 

Boletín judicial 056, 057, 058 del 19, 20 y 21 de marzo del 2012.
	OMISIÓN LEGISLATIVA EN MATERIA DE FIJACIÓN Y AUMENTOS DE TASAS MUNICIPALES

Alega la accionante que plantea la acción de inconstitucionalidad por omisión ante la ausencia normativa que regule, por un lado, las audiencias públicas en la fijación y aumento de tasas municipales por concepto de acueducto y servicio de agua potable y, por otro, la fijación de un ente u órgano contralor estatal ante esos supuestos. Indica que el 24 de setiembre de 2010, funcionarios de esa institución, entre los cuales estaba el Defensor Adjunto de los Habitantes, visitaron la comunidad de San Marcos de Tarrazú, donde recibieron múltiples quejas en relación con un aumento desmedido de las tarifas municipales por concepto de servicio de agua potable que la Municipalidad de Tarrazú aplicó, sin que de previo ésta hubiera otorgado audiencia pública a la comunidad para escuchar y valorar el criterio de los miembros de esa comunidad sobre la pertinencia y alcance del aumento. Se cuestiona la omisión del ordenamiento jurídico para establecer y regular la audiencia pública que posibilite el ejercicio del derecho fundamental a la participación en un contexto en el que está ampliamente reconocido el derecho de los y las habitantes de inmiscuirse, por la vía de la oposición fundada, en las decisiones que les conciernen, máxime si se toma en consideración que los usuarios de este nuevo servicio -alcantarillado y abastecimiento de agua potable- a cargo de otros prestadores -AyA, por ejemplo- sí tienen derecho de participar a través de la audiencia pública que regula la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos (ARESEP). Luego de la reforma al Código de Normas y Procedimientos Tributarios, quedó un vacío legal respecto al órgano o ente contralor que fiscalizaría, a posteriori, la fijación o aumento en los precios públicos de servicio de alcantarillado a cargo de las municipalidades y que antes de dicha reforma recaía en la Contraloría General de la República. Aduce que no se ha establecido en forma definitiva cuál es el órgano o ente contralor encargado de asumir, a priori o a posteriori, la vigilancia ante la fijación o aumentos en las tarifas de los precios públicos municipales de agua potable o alcantarillado. Tampoco se ha determinado un procedimiento legal de participación ciudadana en los supuestos de fijación o aumento, lo que en este caso se traduce en una lesión de diversos derechos fundamentales, verbigracia, a la participación ciudadana, a la salud y al principio de transparencia y de rendición de cuentas en la función pública que corresponde a las corporaciones municipales.



	12-002422-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra el ARTICULO 132 INCISO H DE LA LEY DE TRANSITO POR VÍAS PÚBLICAS Y TERRESTRES.

Resolución de las 11:20 horas del 06 de marzo del 2012

Boletín judicial 058 059, 060 del 21, 22 y 23 de marzo del 2012.
	MULTA DE TRÁNSITO

La norma se impugna en cuanto establece una multa del cincuenta por ciento (50%) del salario base mensual, correspondiente al “Auxiliar administrativo 1” que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, a quien conduzca un vehículo que se encuentre alterado o modificado en el motor, los sistemas de inyección o carburación, o los sistemas de control de emisiones que disminuyen la contaminación ambiental, o a quien viole lo dispuesto en el inciso 1), apartado u) del artículo 32, los incisos a), b) y c) del artículo 35, los incisos a), b), c) y d) del artículo 36 y el artículo 122 de la presente Ley. Dicha multa se considera desproporcionada, pues el parámetro para establecerla es el salario mínimo de un auxiliar judicial, sin embargo, esa no es la realidad económica de todas las personas, ya que muchas personas ganan mucho menos, no tienen un salario fijo, o bien, se encuentran desocupados, por lo que no se toma en cuenta la capacidad económica del sancionado. 



	11-012114-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra el ARTÍCULO 3 DEL REGLAMENTO DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES COMPLEMENTARIAS DEL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD, APROBADO EN SESIÓN DE LA JUNTA DIRECTIVA NÚMERO 3987 DEL 7 DE JUNIO DE 1988

Resolución de las 14:49 horas del 23 de febrero del 2012

Boletín judicial 058 059, 060 del 21, 22 y 23 de marzo del 2012.
	SE ELIMINA PENSIÓN A VIUDOS O VIUDAS POR NUEVAS NUPCIAS

La norma se impugna en cuanto al morir su cónyuge, quien laboró en el Instituto Costarricense de Electricidad, en el que se le deducía mensualmente del salario, un aporte llamado Fondo de Garantías y Ahorro del Instituto Costarricense de Electricidad, le fue suspendido dicho beneficio por haber contraído nupcias por segunda vez; sin embargo al solicitar la continuidad de dicha pensión, con base en el artículo impugnado, le indicó que no tenía las obligaciones constitucionales que tiene la Caja Costarricense de Seguro Social y el Régimen de Pensiones del Magisterio Nacional. Explica que la Caja le reanudó la pensión por viudez, y actualmente le deposita de manera mensual; no obstante, la autoridad recurrida le denegó la continuidad de la pensión complementaria. Estima que la norma impugnada lesiona su garantía individual de igualdad y no discriminación, la garantía social de protección a la familia y del derecho al matrimonio, así como lesiona los principios constitucionales de proporcionalidad y razonabilidad. Aduce que por medio del voto 2010-18965, esta Sala declaró la inconstitucionalidad de una norma similar a la impugnada, que disponía la terminación y fenecimiento del derecho a pensión de la Caja Costarricense de Seguro Social, y de manera previa las pensiones de guerra para el beneficiario supérstite en caso de contraer nuevas nupcias. Considera que hacer una discriminación por razones de estado civil, entre unos y otros, constituye un ejercicio normativo abusivo, desproporcionado, irrazonable y disconforme con el derecho de la Constitución. 


	11-015911-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra el Reglamento de Zonificación del Sector Costero Playa Nombre de Jesús y Zapotillal, publicado en la Gaceta N.180 del 19 de setiembre del 2002.

Resolución de las 8:59 horas del 06 de marzo del 2012.

Boletín judicial 062 063, 064 del 26, 27 y 28 de marzo del 2012.
	PLAN REGULADOR DE PLAYAS DE SANTA CRUZ DE GUANACASTE

La norma se impugna por cuanto en su artículo 1 establece que el objeto del Reglamento de Zonificación es establecer el patrón de desarrollo recreacional turístico más acorde con las condiciones naturales y programar mejor la rotación de servicios básicos de equipamiento comunal, de servicios turísticos y vías públicas, en Playas Nombre de Jesús y Zapotillal (Cabo Velas, Santa Cruz, Guanacaste). Señalan que se trata de la regulación de playas vírgenes que son ocupadas por bosques y manglares, terrenos que no deberían estar bajo administración de la Municipalidad de Santa Cruz, sino que por su vocación forestal, deben ser administradas por el Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones. Alegan que permitir un uso de suelo diferente, en terrenos en los que existen bosques en regeneración actualmente es inconstitucional por violentar el principio de irreductibilidad del bosque. Alegan que el Plan Regulador y su reglamento de zonificación aquí cuestionados evidencian una violación flagrante al principio de reserva de ley, pues la exclusión de porciones del Patrimonio Natural del Estado es competencia del legislador, por lo que se hizo mal en crear un plan de ordenamiento territorial costero que sobrepasó competencias y normas de mayor rango. El Plan Regulador ha ordenado territorialmente la zona marítima terrestre de las playas nombre de Jesús y Zapotillal, lo cual vulnera los artículos 50 y 89 de la Constitución Política, pues se trata de una sección de la zona marítima terrestre compuesta por bosque y manglar continuo. Alegan además que el Reglamento infringe el principio precautorio, pues ni el plan regulador ni su reglamento de zonificación fueron sometidos a la Secretaría Técnica Nacional Ambiental (Setena) para que se valorara la variable ambiental previo a ser publicado en el 2002, razón por la cual resulta inconstitucional. Aducen que el Reglamento de Zonificación de Playas Nombre de Jesús y Zapotillal además resultan contrarios a las disposiciones de la Convención Interamericana para la protección y conservación de las tortugas marinas, aprobada por Ley N.7906 de 24 de setiembre de 1999, que reconoce que las "medidas de ordenación de las zona costera son indispensables para proteger las poblaciones de tortugas marinas y sus habitats. Sostienen que las Playas Zapotillal y Nombre de Jesús son sitios de anidación y desove de la Dermochelys coriacea (tortuga baula), especie declarada en peligro de extinción, según el Anexo 1 de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestre, misma que declara que es obligación de los estados ser los "mejores protectores de su fauna y flora silvestres". Igualmente dichas playas son sitio de anidación de la tortuga negra. Pese a lo anterior el Reglamento de Zonificación no establece parámetro ambiental que considere la contaminación lumínica, pues es sabido que las luces en la playa producen pérdida de orientación de las tortugas, dado que estas playas son una zona de amortiguamiento del Parque Nacional Marino Las Baulas. Sostienen que además de la falta de estudios ambientales previos, ni el plan regulador ni el Reglamento de Zonificación fueron consultados al Minaet o al Sistema Nacional de Áreas de Conservación, pese a que son los administradores del Patrimonio Natural del Estado.
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	057
	20 de marzo del 2012
	Sentencia 2011-16592
Expediente 11-01598-0007-CO. A las quince horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. CARLOS LUIS AVENDAÑO CALVO EN SU CONDICIÓN DE PRESIDENTE Y REPRESENTANTE DEL PARTIDO RESTAURACION NACIONAL, en contra del ARTÍCULO 68 DEL CÓDIGO ELECTORAL, LEY NO. 8765 DE 19 DE AGOSTO DE 2009. Se declara con lugar la acción planteada y en consecuencia se anula por inconstitucional la frase "no participen o" contenida en el artículo 68 del Código Electoral, Ley número 8765 del diecinueve de agosto de dos mil nueve, cuyo texto queda entonces de la siguiente manera.- "Artículo 68. Con la salvedad de lo dispuesto para las coaliciones, la Dirección General del Registro Electoral cancelará, sin más trámite, las inscripciones de los partidos políticos que no obtengan, en la elección respectiva, un número de votos válidos igual o superior al número de adhesiones exigidas en este Código".- Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese esta sentencia a los Poderes Legislativo y Ejecutivo.- Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. La Magistrada Calzada Miranda da razones separadas. Los Magistrados Cruz y Castillo ponen nota.-



	057
	20 de marzo del 2012
	Sentencia 2011-10832
Expediente 06-14417-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. René García Miranda, Sindicato de Trabajadores de la Chiriquí Land Company (SITRACHIRI) en contra de los artículos 373 Y 377 del Código de Trabajo. Intervino también en el proceso Farid Beirute Brenes, en representación de la Procuraduría General de la República. Por unanimidad, se anula por inconstitucional el inciso c) del artículo 373 del Código de Trabajo, debiendo los jueces estarse a lo indicado en el Considerando VIII. Por unanimidad, se declara sin lugar la acción respecto el inciso b) del artículo 373 del mismo cuerpo legal. Por mayoría se interpreta conforme a la Constitución el artículo 377 del Código de Trabajo en el sentido que la terminación de los contratos de trabajo es a partir de la declaratoria de ilegalidad de la huelga y, en consecuencia, los trabajadores que participaron en el movimiento huelguístico antes de esa declaratoria no pueden ser despedidos, rebajados sus salarios ni sancionados de forma alguna por la mera participación en la huelga.

Los Magistrados Jinesta y Castillo salvan el voto en cuanto a la interpretación conforme a la Constitución del artículo 377 del Código de Trabajo, el cual estiman que no precisa de interpretación conforme. El Magistrado Cruz Castro consigna nota.-



	058
	21 de marzo del 2012
	Sentencia 2012-02282

Expediente 06-014417-0007-CO. A las nueve horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículos 373 y 377 del Código de Trabajo. Se adiciona la sentencia No. 2011-10832 de las catorce horas treinta minutos del doce de agosto de dos mil once, en el siguiente sentido: "Reséñese este pronunciamiento en el diario oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese esta sentencia al Poder Ejecutivo y al Directorio de la Asamblea Legislativa".



	058
	21 de marzo del 2012
	Sentencia 2012-00748

Expediente 11-11367-0007-CO. A las once horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad. Ana Patricia Guillén Campos, Carol Vega López en contra de los Artículos 1 inciso 15 y 2 inciso 1 de la Ley Número 7411, que es Ley Reguladora del Otorgamiento de Pasaportes Diplomáticos y Servicio y 5 del Reglamento de Traslado y Menaje de Casa y Pasajes de los Funcionarios Acreditados en el Servicio Exterior. Se rechaza de plano la acción en cuanto se dirige contra el artículo 1 inciso 15) de la ley número 7411 llamada ley Reguladora del Otorgamiento de Pasaportes Diplomáticos y de Servicio. Se declara que los artículos 2 inciso 1) de la ley número 7411 citada, así como el 5 del Reglamento de Traslado de Menaje de Casa y Pasajes a los Funcionarios Acreditados en el Servicio Exterior emitido por la Contraloría General de la República son constitucionales siempre y cuando se interprete que los beneficios allí reconocidos a los cónyuges, no son exclusivos de éstos, sino que también son aplicables a las personas en unión de hecho, siempre que ésta reúna todas las condiciones establecidas en el Código de Familia, y haya sido reconocida jurídicamente por el juez competente a través del procedimiento establecido en dicho cuerpo legal. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese al Poder Ejecutivo y a la Contraloría General de La República. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. La Magistrada Calzada coincide con el voto de mayoría, en cuanto realiza una interpretación conforme de las normas impugnadas equiparando los beneficios a la unión de hecho al matrimonio; sin embargo, difiere en cuanto a la necesidad del reconocimiento judicial de dicha unión, por cuanto el artículo 242 y siguientes del Código de Familia, hacen referencia a dicho proceso de reconocimiento únicamente para efectos patrimoniales, no para el fin que la accionante busca con la acción de inconstitucionalidad, que es el reconocimiento de los beneficios contemplados en las normas impugnadas, el cual requiere solamente un procedimiento administrativo.-
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	054-055-056
	15-16-19 de marzo del 2012
	Sentencia 2012-01964

Expediente 09-05223-0007-CO. A las nueve horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Acción de Personal No. Rh2009003050 del 13 de febrero del 2009 de la Dirección de Recursos Humanos del Banco Crédito Agrícola de Cartago. Artículo 14 del Reglamento Autónomo de Trabajo del Banco Crédito Agrícola de Cartago. Se declara CON lugar la acción de inconstitucionalidad. En consecuencia, se anula por inconstitucional el párrafo primero del artículo 14 del Reglamento Autónomo de Trabajo del Banco de Crédito Agrícola de Cartago. Asimismo, se interpreta conforme al Derecho de la Constitución el párrafo segundo del mencionado artículo 14 para que su texto se lea de la siguiente manera: "Igualmente, será prohibido nombrar o trasladar a un trabajador cuando ello implique que laborará en la misma dependencia en la que labore un trabajador con el que se encuentre ligado por parentesco en primer o segundo grado de consanguinidad y afinidad o unión de hecho.". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese esta resolución a la Procuraduría General de la República y a los accionantes. Comuníquese al representante del Banco de Crédito Agrícola de Cartago.--



	056-057-058
	19-20-21 de marzo del 2012
	Sentencia 2012-01965

Expediente 10-15493-0007-CO. A las nueve horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 8 y 3.8 del Decreto Ejecutivo N°34859-mag y artículo 3 D.E. 35987-mag. Se rechaza de plano la acción en cuanto al reclamo por infracción al principio de Caja Única del Estado.- En lo demás, se declara sin lugar.-



	056-057-058
	19-20-21 de marzo del 2012
	Sentencia 2012-01966

Expediente 10-06667-0007-CO. A las nueve horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 2 del Código Electoral. Ley número 8765. Publicado en la Gaceta número 171. Se declara sin lugar la acción planteada.-
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AMBIENTE 

3807-12. BOTADERO DE BASURA. CAUSA PROBLEMAS AMBIENTALES EN GUATUSO. El recurrente considera vulnerados sus derechos fundamentales a la salud y ambiente sano y ecológicamente equilibrado, por la operación de un vertedero ilegal de basura, próximo a una quebrada y naciente, por parte de la Municipalidad de Guatuso, en un terreno aledaño a su vivienda. Señala la Sala que, en reiteradas resoluciones, ha indicado que "(...) el Estado  no solo tiene la responsabilidad ineludible de velar para que la salud de cada una de las personas que componen  la comunidad nacional, no sufra daños por parte de terceros, en relación a estos derechos, sino que, además, debe asumir la responsabilidad de lograr las condiciones sociales propicias a fin de que cada persona pueda  disfrutar  de  su  salud, entendido  tal  derecho,  como  una situación de bienestar físico, psíquico (o mental) y social («)". Se declara con lugar el recurso únicamente en contra de la Municipalidad de Guatuso. Se ordena al Alcalde Municipal de Guatuso, y al Presidente del Concejo Municipal de ese cantón, el inmediato cumplimiento de lo dispuesto por el Área Rectora de Salud Guatuso, en cuanto a la clausura del vertedero, limpieza del terreno, recolección de la basura existente y disposición de la basura en un lugar debidamente autorizado, así como el relleno del hueco existente y su compactación. Los Magistrados Jinesta y Piza salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
3923-12. BOTADERO DE BASURA. AUTORIDADES RECURRIDAS NO HAN CLAUSURADO VERTEDERO LA ZAGALA EN PUNTARENAS. El recurrente estima que se ven violentados sus derechos a la salud y a un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado, pues las autoridades recurridas no han procedido a cerrar un vertedero de basura. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara sin lugar el recurso por razones diferentes. El Magistrado Piza Rocafort pone nota. Tomen nota las autoridades recurridas de lo expuesto en el último considerando. SL
3290-12. CONTAMINACIÓN SÓNICA. RETARDO EN TRAMITAR DENUNCIA POR EXCESO DE RUIDO PRODUCIDO EN NEGOCIO COMERCIAL.  La recurrente manifiesta que es una persona adulta mayor y considera que la omisión del Área Rectora de Salud de San Ramón de regular el ruido excesivo del establecimiento comercial La Chatte, lesiona sus derechos fundamentales. Considera esta Sala que la contaminación acústica, a diferencia de otras formas de polución, sigue en aumento de forma insostenible con las consecuencias nocivas que ha revelado tener para la salud, de manera que la queja de la actora debe analizarse no solamente como vinculada al derecho a la intimidad, sino también al derecho a la salud. Se declara con lugar el recurso. CL
3291-12. CONTAMINACIÓN. REMODELACIÓN EN ESTACIÓN GASOLINERA PERJUDICA LA SALUD DE LOS POBLADORES. El recurrente alega que se inició una remodelación en la estación gasolinera de San Miguel  de Sarapiquí, y desde entonces empezaron los problemas de contaminación ambiental. Indica que producto del fuerte olor que producen los derrames de gasolina ha comenzado a sufrir de problemas  respiratorios  al  igual  que  sus  hijos. Manifiesta que pese a las múltiples visitas del MINAET y el Ministerio de Salud, aún no tienen respuesta alguna por parte de las autoridades, por lo que la estación continúa funcionando. Para este Tribunal la calidad ambiental es un parámetro fundamental de la calidad de vida; pero más importante que ello, es entender que si bien el hombre tiene el derecho de hacer uso del ambiente para su propio desarrollo, también tiene el deber de protegerlo y preservarlo para el uso de las generaciones presentes y futuras. Por ello, se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente contra la Dirección General de Transporte y Comercialización de Combustible, MINAET. En  cuanto al Área de Salud de Alajuela 1, del Ministerio de Salud, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Piza Rocafort  salva parcialmente el voto únicamente en cuanto al artículo 50 constitucional. Comuníquese.  CL Parcial

3405-12. CONTAMINACIÓN.  SE ORDENA REUBICACIÓN DE PARADA EN CALLE 8 EN UN PLAZO DE DOS MESES.  La recurrente presentó una denuncia debido a la contaminación que causa la parada de autobuses ubicada en San José, calle 8, avenida 0 y 22; sin embargo, a la fecha no se ha resuelto la situación, manteniéndose el problema de contaminación, lo cual afecta seriamente la salud de quienes laboran en la zona y de los que transitan también por dicho lugar. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena  al Director Ejecutivo del Consejo de Transporte Público del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, que tome las medidas y gire las instrucciones que sean necesarias para que, dentro del plazo de dos meses contado  a partir de la notificación de ésta sentencia, reubique la parada de autobuses de la Ruta número 400 BS, ubicada en calle 8, entre avenidas 0 y 2 en San José, debido  a la contaminación ambiental que produce. CL
3266-12. CONSTRUCCIÓN. SE ALEGA VIOLACIÓN AMBIENTAL EN CONSTRUCCIÓN DE CARRETERA AL MARGEN DEL RÍO SAN JUAN. Alega el recurrente que el gobierno de Costa Rica no vela por el medio ambiente y omite planificar  las condiciones de accesibilidad  para  las personas  con  discapacidad en lo que se relaciona  con la ruta de 120 kilómetros que se construye en el margen del Río San Juan, paralelo a la Frontera con Nicaragua, que pretende evitar que los pobladores y la policía puedan  utilizar el Río San Juan  para  su desplazamiento. Agrega  que se están destruyendo y afectando humedales  por la construcción de la carretera. Señala que el gobierno pretende hacer allí una ruta de lastre  que comunique  las poblaciones fronterizas de los cantones de Los Chiles y San  Carlos  -Alajuela-, y  Sarapiquí -Heredia-, los  cuales nunca han tenido comunicación entre sí por  vía terrestre. Manifiesta  que la vía se extiende  desde los Chiles hasta Delta Costa   Rica, justo al frente  de  Isla Calero.  Explica que  la ruta dispondrá de sistemas de alcantarillados, 14 metros de ancho y un derecho de vía de 50 metros, además, se construirán seis puentes, lo cual aumentará considerablemente el tránsito por  los  pueblos  aledaños. Por las consideraciones expuestas por esta Sala en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

ASAMBLEA LEGISLATIVA
4184-12 NOMBRAMIENTO. ATRASO EN EL NOMBRAMIENTO DE MAGISTRADOS SUPLENTES DE LA SALA TERCERA. El recurrente, quien se encuentra privado de libertad en virtud de una sentencia condenatoria  penal, recurrió contra los diputados  de la Asamblea  Legislativa por el retardo  en el nombramiento de magistrados suplentes para la Sala Tercera, lo que tuvo como consecuencia el retardo en la resolución de un recurso de revisión que formuló contra esa sentencia. El asunto fue dirigido también, de oficio, contra la Sala Tercera y la Corte Suprema de Justicia. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 

BANCARIO 
4104-12. CUENTA BANCARIA. CIERRE DE CUENTAS. La recurrente alega que al amparado no se le permite ingresar a una de las sucursales de la entidad recurrida en compañía de un perro especialmente entrenado, siendo que lo necesita por motivo de su enfermedad. También señala que se cerraron las cuentas bancarias del amparado porque, supuestamente, había tenido problemas anteriormente con los empleados de dicha sucursal. Se declara con lugar el recurso únicamente por el cierre de las cuentas bancarias al tutelado. Se advierte al Director del Departamento Legal de  Scotianbank de Costa Rica, que disponga las medidas necesarias para restituir al gestionante en sus derechos constitucionales; asimismo evitar que su representada incurra, nuevamente, en los hechos que dieron origen a esta declaratoria. En los demás extremos se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada Miranda y Armijo Sancho salvan el voto y declara sin lugar el recurso. El Magistrado Piza Rocafort pone nota. Los Magistrados Jinesta Lobo y Castillo Víquez ponen nota. CL Parcial
COLEGIOS PROFESIONALES
4190-12 INCORPORACION. NIEGAN INCORPORACION AL COLEGIO DE INGENIEROS QUIMICOS Y PROFESIONALES AFINES.  El recurrente reclama violación a sus derechos fundamentales, pues el Colegio de Ingenieros Químicos y Profesionales Afines no lo quiere incorporar como Bachiller en Ingeniería Química a pesar de contar con una equiparación de su título por parte de la Universidad de Costa Rica. Según los informes rendidos y las consideraciones presentes en la sentencia, esta Sala verifica que el Colegio Profesional recurrido  le comunicó al recurrente que su solicitud de incorporación no cumple con la normativa vigente, pues la Universidad de Costa Rica no ha equiparado su título al de Bachiller en Ingeniería Química. Sobre la supuesta violación al principio de igualdad. Igualmente, si el recurrente considera que otra persona que se encuentra en su misma situación fue incorporado al Colegio de Ingenieros Químicos y Profesionales Afines, esto no implica discriminación alguna en su perjuicio. SL 

3311-12.  SANCIÓN. AGREMIADO SANCIONADO CON INOBSERVANCIA AL DEBIDO PROCESO. El accionante acusa lesión al debido proceso  en el procedimiento administrativo instaurado en su contra; se le investiga por haber brindado servicios profesionales como  instructor  del Programa  de Mejoramiento de la  Calidad Financiera, mientras fungía como Presidente de la Junta Directiva del Colegio de Contadores Públicos de Costa Rica. Acusa el recurrente la lesión al debido proceso  en el procedimiento administrativo instaurado en su contra. Este Tribunal verifica la lesión al debido proceso  del recurrente. No puede estimarse el plazo otorgado al amparado se un plazo razonable para que pudiera preparar su defensa, sino que resulta un plazo intempestivo. Por lo anterior, lo procedente  es declarar con lugar el recurso por lesión al debido proceso y al derecho de defensa. Se ordena a los miembros del órgano director del procedimiento, enderezar el procedimiento administrativo instaurado en contra del recurrente a lo indicado en las consideraciones de esta sentencia. CL
COMERCIO
3009-12. SANCIÓN. SENASA IMPONE SANCIÓN POR SUPUESTO ROBO DE GANADO, SIN DEBIDO PROCESO.  El recurrente manifiesta,  que en virtud de una denuncia planteada ante el Organismo de Investigación Judicial de Buenos Aires en su contra, por el supuesto robo de ocho cabezas de ganado, la Dirección de Servicio Nacional de Salud Animal, sin debido proceso, anuló la bitácora 062684000001, deshabilitaron las guías de movilización de ganado del talonario número 021833 folios 0323310 al 0323325 acreditadas al establecimiento número 603-002084, señalándolo como responsable y ordenando la devolución del Certificado Veterinario de Operación del vehículo antes citado, igualmente, sin haberle dado posibilidad de recurrir lo resuelto, y sin indicarle el plazo con que contaba para interponer los recursos que procedían y ante quien correspondía plantearlos, situación que considera lo ha perjudicado y dejado en un evidente estado de indefensión.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Regional de la Región Brunca del Servicio Nacional de Salud Animal, que se anule la resolución SENASA DRB-281-2011, y se retrotraiga el proceso iniciado contra el recurrente dándole audiencia al respecto. CL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

4015-12. TÍTULO. DIFERENCIA ENTRE EL CERTIFICADO DE ESTUDIOS Y TÍTULO DE BACHILLER. La recurrente reclama violación al derecho a la educación de su hijo, pues él recibió un certificado de conclusión de estudios de III ciclo y ciclo diversificado vocacional  de educación especial y no un título de Bachiller en Educación Media, lo cual considera discriminatorio,  ya que ese certificado no le permite continuar con sus estudios universitarios. Sobre el tema se cita el voto 11406-11 y se indica que al no existir razón alguna que justifique modificar el criterio vertido en esa oportunidad,  este Tribunal verifica que no se ha violentado el derecho  de educación del amparado.  Así, en el presente caso, al igual que la sentencia citada,  al amparado se le entregó Certificado de conclusión de estudios de III ciclo y ciclo diversificado vocacional de educación especial en el Colegio de Gravillas de Desamparados, lo cual supone áreas curriculares diferentes al título de bachiller en educación media, cuyas particularidades específicas impone un tratamiento diverso y explica que se otorgue un título diferenciado, fundamentado el trato distinto en criterios técnicos. Por consiguiente, el presente recurso debe ser declarado sin lugar.  Se declara sin lugar el recurso. SL

3292-12. ADECUACIÓN CURRICULAR. NEGATIVA A APLICAR LA ADECUACIÓN RESPECTIVA A ESTUDIANTES CON PROBLEMAS NEUROLÓGICOS.  La recurrente manifiesta,  que la amparada es estudiante de secundaria y sufre de una malformación en el corazón conocida como Tetralogía  de Falob, la cual ha ocasionado un detrimento en su esfera neurológica. En virtud  de tal afectación, la madre de la joven solicitó que se proceda a realizar las acciones pertinentes, que permitan determinar si ésta requiere o no, de una  adecuación  curricular  significativa; no obstante, no se obtuvo  el resultado de la evaluación de cita, en el cual se indicaban las directrices que se  tomarían  en  cuenta  para  el proceso  de enseñanza  de la  amparada y que  recomendaban la aplicación de una adecuación de tipo no significativa. A pesar de lo anterior, la menor amparada no cuenta con el apoyo del personal docente, siendo que la institución recurrida no toma las medidas correspondientes en el caso concreto,  lo que a su criterio, es la aplicación de una adecuación significativa.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Orientadora del Liceo de Poasito de Alajuela y al Director Regional de Alajuela, adoptar de manera inmediata, las medidas y ajustes que sean necesarios e  indispensables para que la amparada reciba la  educación apropiada  a su condición, lo cual deberá coordinar  con la Asesora  Regional de Educación Especial del Ministerio de Educación Pública. CL
3320-12. MENORES DE EDAD. HOSPITALIZADOS EN CENTRO PSIQUIÁTRICO NO CONTINÚAN CON SU PROCESO EDUCATIVO. El recurrente considera lesionado el derecho a la educación de los niños, niñas y adolescentes que requieren de hospitalización en el centro hospitalario recurrido, porque según su dicho no reciben educación de ningún tipo durante el período que se encuentran internados en ese lugar.   Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a la Directora Médica del Hospital Nacional Psiquiátrico y al Ministro de Educación Pública, que de INMEDIATO procedan a brindarle a los amparados el acceso efectivo a la educación. CL
3377-12. MATRICULA. DESAUTORIZADA MATRICULA DE MENOR DE EDAD EN COLEGIO NOCTURNO POR DIRECTRIZ DEL PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA. La accionante manifiesta, que su hija cuenta con catorce años ocho meses de edad y reside en Palmares de Alajuela. Explica que les es más beneficioso  realizar estudios de secundaria en el colegio nocturno del lugar, inclusive por razones de orden económico. No obstante, aduce que, según se le informó, autoridades del Patronato Nacional de la Infancia han ordenado  no autorizar la matrícula de estudiantes de esa edad en dichos centros de estudio. Señala que el problema que enfrenta es que en otros colegios diurnos no hay cupo disponible para la amparada.   Esta Sala, con vista de los informes rendidos por los representantes de la autoridades recurridas -dados bajo fe de juramento- y la prueba aportada para la resolución del asunto ha sido debidamente acreditado que la amparada es estudiante regular del Colegio Nocturno de Palmares. Se constata que no se ha interrumpido el proceso educativo de la tutelada y actualmente cursa el primer año en ese centro educativo. Se declara sin lugar el recurso.  SL
3438-12. DISCAPACIDAD. DENEGADA MATRICULA A MENOR DE EDAD CON  DISCAPACIDAD EN ESCUELA ESPECIAL POR FALTA DE CUPO. La recurrente solicita el amparo de los derechos fundamentales de su hijo menor de edad, específicamente, su derecho a la educación. Indica que las autoridades del Hospital Nacional de Niños le diagnosticaron al menor un Trastorno de Espectro Autista y Retraso   del Desarrollo   Sicomotor, recomendando  su matrícula en la Escuela Neuropsiquiátrica Infantil, sin embargo, en dicho centro educativo lo colocaron en una lista de espera por falta de capacidad locativa.  este Tribunal no puede incidir en los criterios de valoración correspondientes a fin de determinar si el caso del amparado es admisible o no en la institución recurrida,  pero no resulta aceptable, desde ningún punto de vista, que el amparado haya sido colocado en una “lista de espera” desde el mes de julio del año pasado y no sea sino hasta el mes de marzo del año en curso que se le programen las valoraciones correspondientes, las cuales, incluso, de ser positivas, no le aseguran un cupo dentro del centro educativo por cuestiones presupuestarias, personal docente y de infraestructura, óbices que no son admitidos por este  Tribunal  en  aras de  hacer  efectivos  los  derechos fundamentales de esta población. A mayor abundamiento, se considera que la conducta impugnada lesiona el derecho a la educación del menor de edad, pues de estimarse que los apoyos adicionales (estimulación pedagógica y terapia del lenguaje)  que requiere el amparado  se pueden brindar desde los centros  de educación regular, el retraso apuntado ha incidido en el hecho que los padres no han buscado una segunda opción educativa para las necesidades del menor de edad, retrasando, de este modo, su ingreso al sistema educativo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora de la Escuela Neuropsiquiátrica Infantil y a la Viceministra Administrativa del Ministerio de Educación Pública, que tomen las medidas que están dentro del ámbito de sus competencias  para que, de forma inmediata, se proceda  a realizar la valoración del menor de edad, amparado y si cumple los requisitos para ser admitido en la Escuela Neuropsiquiátrica Infantil se proceda  a  matricularlo,  también,  de  forma  inmediata.  CL
CENTRO EDUCATIVO. 3709-12. FALTA DE PRESUPUESTO NO ES UNA JUSTIFICACIÓN VÁLIDA PARA NO BRINDAR SERVICIO EDUCATIVO. Manifiesta la recurrente que su hijo se encuentra en edad de cursar el ciclo materno infantil, y el Centro Educativo más cercano a su comunidad es la Escuela de Cuesta Grande, la cual cuenta con la infraestructura apropiada y una proyección de matrícula de doce  alumnos. No obstante  lo anterior, en dicha Institución no existe ese servicio. Señala la Sala que, en este caso,  se comprueba una violación al derecho a la educación del amparado, pues no se acredita una justificación objetiva para impedir el inicio del curso en preescolar, violentando el principio de continuidad del proceso educativo. El Ministerio de Educación Pública debe realizar todos los esfuerzos para garantizar a los estudiantes de las Instituciones Educativas la posibilidad de cumplir todos los estadios necesarios hasta concluir la educación general básica. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Viceministra de Educación Pública, que de forma urgente tome las medidas necesarias para que se abra el servicio de Educación Prescolar en el Centro Educativo Cuesta Grande de Nicoya. CL

DOCENTES. 3728-12. DEBER DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN DE NOMBRAR A DOCENTES DE EDUCACIÓN ESPECIAL. Impugnan los recurrentes la omisión del Ministerio de Educación Pública de designar a los docentes  de los servicios de apoyo  de educación especial del Centro de Educación Especial de San Carlos, para el curso lectivo 2012. Señala la Sala que, reiteradamente, ha indicado que el derecho y libertad  de aprender  es un derecho fundamental, en el que deben procurarse los medios y garantías para que aquélla sea excelente y accesible, de derecho y de hecho, a toda la población.  Además, el  disfrute  de  iguales oportunidades de acceso y participación en idénticas circunstancias deja de ser para las personas con discapacidad una simple aspiración y se convierte en un derecho fundamental. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, disponer lo necesario para que se efectúen, de inmediato, los nombramientos de docentes de los servicios de apoyo de educación especial del Centro de Educación Especial de San Carlos para este curso lectivo que a la fecha no se hubieran efectuado y repercutan sobre la atención de los tutelados. CL
MATRÍCULA. 3732-12. MINISTERIO DE EDUCACIÓN DEBE PROCURAR UBICAR A ESTUDIANTE EN CENTRO EDUCATIVO CON CUPO. El recurrente acude en resguardo del derecho a la educación de su hijo amparado, ya que no se le permite la matrícula en el Liceo UNESCO de Pérez Zeledón. Señala la Sala que, la Constitución Política tanto por su propio texto como mediante la incorporación de los derechos  fundamentales consagrados por el Derecho  Internacional de los Derechos Humanos, reconoce como un principio básico la existencia de un derecho fundamental o garantía a la libertad de enseñanza. Por otra parte, en reiteradas oportunidades, este Tribunal ha establecido que el derecho a la educación lo que garantiza es la posibilidad de acceso de todo ciudadano a la educación que estime conveniente, sin que por esto se establezca en forma automática, el derecho de todas las personas a ingresar al centro de enseñanza de su predilección. Así, no existe un derecho fundamental de ingreso a un determinado centro educativo sino que, para efectos de tutela constitucional, lo que importa es que los estudiantes tengan la posibilidad efectiva de ingresar a una institución para realizar sus estudios. De este modo, deviene razonable la regulación de la matrícula por parte de las autoridades educativas, siempre y cuando se utilicen criterios objetivos como el lugar de residencia de los educandos, la capacidad locativa del centro, entre otros. Sin embargo, en el caso en estudio, no se observó que las autoridades del Ministerio de Educación Pública hayan dispuesto lo necesario para que el menor tutelado pudiera ser matriculado  en algún otro centro educativo donde sí quedara algún espacio. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se les ordena al Director Regional de Educación de Pérez Zeledón y Director del Liceo UNESCO de Pérez Zeledón, ambos del Ministerio de Educación Pública, disponer en forma inmediata lo necesario a efecto que el menor amparado sea matriculado en un centro educativo cercano a su domicilio, en el nivel y programa educativo que le corresponde. CL
2950-12. CENTRO EDUCATIVO.  DENEGATORIA DE MATRICULA A MENOR ESTUDIANTE EN RAZÓN DE SU EDAD. Los recurrentes alegan que el 13 de febrero del año en curso, matricularon al amparado en el nivel de primer grado en la Escuela Miguel Obregón Lizano, en Tibás, y recibió lecciones, sin ningún inconveniente, del 13 al 21 de febrero del 2012; no obstante, el 22 de febrero, la docente encargada, les comunicó que por orden de la Dirección no lo puede recibir, toda vez que no cumple con el requisito de edad mínima establecida por el Ministerio de Educación Pública. En este caso, señala la Sala que si bien se recibió la matrícula del estudiante el 14 de febrero del 2012, en la revisión de documentos se encontraron algunas anomalías, como que éste no cumple con la edad de reglamento (seis años y tres meses) para ingresar al primer grado de educación básica, razón por la cual se le pidió a sus padres que aportaran una certificación del Kinder privado (Conejito Saltarín) de que el estudiante cursó la etapa de transición que lo faculte cognitivamente para ingresar al proceso de lecto-escritura de primer grado. Sin embargo, los padres del menor no aportaron ese documento prevenido y además, dicho Kinder no está reconocido por el Ministerio de Educación Pública. Refiere que se les indicó a los recurrentes que debían ubicar al menor en el nivel que le corresponde para respetar su derecho a escalar los  diferentes niveles del sistema educativo que inicia en preescolar, pues en caso contrario, le afectaría, en razón de que no ha cursado transición. En virtud de ello, se considera que no llevan razón los recurrentes en su alegación. Además, la actuación de la autoridad recurrida no ha sido arbitraria ni antojadiza pues más bien han sido los padres del menor quienes no han podido demostrar que éste curso la denominada -etapa de transición- en otro centro de estudios, conforme se les previno. Aparte de no se le ha negado el acceso a la educación al amparado sino únicamente su ubicación en el ciclo que reglamentariamente por edad le corresponde. Se declara sin lugar el recurso.  SL

DERECHO A LA INFORMACIÓN
4063-12. EXPEDIENTE JUDICIAL. ACCESO AL IMPUTADO. El recurrente alega que la Fiscalía recurrida le niega el acceso a la causa penal donde ha aceptado que figura como imputado, con lo que además  contribuye  a  mantener  abierto  un  procedimiento  administrativo disciplinario  de  manera  indefinida,  pues  el  Ministerio  de  Educación  Pública dispuso la suspensión de éste hasta que se dicte sentencia en sede penal.. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Fiscal Auxiliar de San Carlos, que en forma inmediata se le permita al recurrente el acceso a la causa penal donde figura como imputado. CL

4100-12. NUEVAS TECNOLOGÍAS. INFORMACIÓN FACILITADA EN CD O EN LLAVE MAYA. Alega  el recurrente  su inconformidad en virtud de que el pasado 20 de  marzo del año en curso,  al momento en que  requirió ante  la Secretaría de la Sala Constitucional fotocopias de un informe que consta dentro de un recurso de amparo de su interés, la funcionaria que lo atendió, según indica, se negó a proceder conforme, bajo el supuesto de que debía presentar una llave maya o  un  CD  para  tal efecto,   lo  cual  atendiendo  a  su  condición  vulnerable,  le  es imposible.  De ahí que,   si no hubiese sido por  la  intervención del Secretario de  la Sala,  que  le  brindó  dicha  información conforme   a  lo solicitado,   no  la  hubiese obtenido. En este caso, consta que al recurrente finalmente se le atendió y se le facilitó la información que necesitaba, por lo que procede rechazar por el fondo el recurso. RF

3330-12. ASOCIACIÓN. NEGATIVA A BRINDAR COPIA DE AUDIO DE ASAMBLEA DE ASOCIACIÓN SOLIDARISTA.. El recurrente  alega que es un asociado  activo de la asociación recurrida y que fungió como vocal de la junta directiva.  Añade que se llevó a cabo la Asamblea General Ordinaria, y en ella varios asociados hicieron   manifestaciones   contra   algunos   de   los miembros,  entre  los  que  se  incluye.  En  vista  de  lo  anterior, y con el objeto de presentar una denuncia penal,  solicitó por escrito a la recurrida una certificación y entrega de una copia de la grabación de audio de la Asamblea  General  Ordinaria   copias del expediente o prontuario personal de dos asociados. Asimismo una copia de los asientos  contables donde se registró la compra de 3000 acciones de una televisora china. Sin embargo, se le comunicó la imposibilidad de darle lo gestionado. Esta Sala considera que la respuesta otorgada al recurrente sí lesiona su derecho de petición, toda vez que lo que este solicitó fue copia del audio de la grabación y no del acta. Dicha información no puede considerarse de carácter privado, como para que su denegatoria sea válida. Por el contrario, el contenido de ésta puede ser distinto al del acta y la única manera que el interesado posee para corroborar la información es mediante la grabación. En ese sentido, el recurso deviene procedente en cuanto a este punto se refiere. Se ordena al apoderado generalísimo de la Asociación Solidarista de Empleados del Instituto de Desarrollo Agrario ASEIDA, otorgarle al recurrente copia del audio de la Asamblea General Ordinaria realizada el día 18 de noviembre de 2011 y dar una respuesta concreta con relación a la solicitud interpuesta por el recurrente de las acciones chinas, lo anterior en el improrrogable plazo de CINCO DÍAS, contado a partir de la notificación de esta sentencia. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial 

3396-12. EXPEDIENTE. DENEGATORIA DE COPIAS DEL EXPEDIENTE AL AMPARADO. El recurrente acusa que no se le brindó copia de un expediente de una construcción que se tramita ante la Municipalidad de Osa. Esta Sala estima que el recurrente no lleva razón en su alegato, pues se tiene por demostrado que la solicitud planteada  no fue denegada del todo, a criterio de esta Sala la actuación no resulta ilegítima, tomando  en cuenta que en el expediente podían existir documentos que no tienen la naturaleza de públicos, y que por ende no pueden ser entregados libremente a cualquier tercero que los solicite. Lo procedente es desestimar el recurso planteado,  pero advirtiendo  a los recurridos  que deberán entregar al interesado copia de aquellos documentos que consten en el expediente, y  que  puedan  ser catalogados  como  públicos Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota los recurridos de lo dicho en el considerando IV de esta sentencia. SL
3805-12. UNIVERSIDAD. SE NIEGA INFORMACIÓN SOBRE PROYECTO DE MEJORAMIENTO DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR. Alegan los recurrentes que en su condición de estudiantes miembros de la Asamblea Coordinadora Autónoma, han solicitado por medio de escritos presentados en fechas 24 de noviembre de 2011, 12 de enero de 2012 y 09 de febrero del año en curso, tanto a la Rectora de la Universidad de Costa Rica como a la Rectora de la Universidad Nacional, ambas en calidad de miembros del Consejo Nacional de Rectores, una información relacionada con el "Proyecto de Mejoramiento de la Educación Superior" mismo que implica la firma de un empréstito millonario con el Banco Mundial y que conlleva una transformación total del modelo actual de la educación superior pública costarricense. No obstante, por medio de los oficios R-1003-2012 Rectoría de la Universidad de Costa Rica y R-0395-2012 Rectoría de la Universidad Nacional, se les comunicó que no se les podía brindar la información requerida, hasta tanto el proyecto haya sido aprobado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Rector de la Universidad Nacional y al Rector de la Universidad de Costa Rica, que procedan, DE INMEDIATO, a brindarle a los recurrentes la información requerida el día 9 de febrero de 2012, a costa de éstos. CL
3232-12. ACCESO A EXPEDIENTE. NIEGAN ACCESO EXPEDIENTES ADMINISTRATIVOS DEBIDO A QUE SE ENCUENTRAN EN OTRA OFICINA El amparado manifiesta que las autoridades  recurridas denegaron el acceso a dos expedientes administrativos de su interés, acudió a la cita otorgada para estudiar tales expedientes pero no puedo acceder a  dicha  documentación,  ya  que para  ese momento tales expedientes se encontraban en la Oficina de la Policía de Migración.  En este caso, cabe hacer una distinción respecto a  la  documentación  administrativa  y  la  información  relativa  a  un procedimiento administrativo, toda vez que en el primero de los casos se brindará lo requerido al ser el petente un sujeto ad extra y, en el segundo postulado, se otorgará sólo a las partes interesadas en el proceso como sujetos ad intra. De esta forma, el administrado podrá solicitar la información de naturaleza pública, de forma que la entidad pública deberá emitirla en el menor plazo posible, sin que medie dilación alguna, con el fin de resguardar el referido derecho constitucional. Esta Sala tiene por demostrado que al amparado se le informó que los expedientes solicitados se encontraban en la Oficina de Policía Profesional de Migración y Extranjería, y se le indicó que debía presentarse en la oficina referida la cual se encuentra dentro de las instalaciones la Dirección General de Migración y Extranjería, para acceder  a los expedientes requeridos. En virtud de lo anterior, se constata que el tutelado tuvo la oportunidad de seguir el procedimiento indicado por la autoridad recurrida que le atendió. SL

DERECHO A LA SALUD

3230-12. EXÁMENES RADIOLÓGICOS. NO REALIZAN RADIOGRAFÍAS POR FALLA TÉCNICA. Manifiesta la recurrente que fue operada  de cáncer de ovarios. Dice que hace dos  semanas sufrió una caída y ha tenido  un  dolor intenso   en  la espalda, lo  que   le  obligó  a  ir  al EBAIS  que le corresponde  en  Purral, donde se presentó  a  las  cinco  de   la mañana  para poder obtener una cita, pues a pesar de que pasó tomando Cataflam para aliviarse, no fue así. En reiteradas ocasiones esta Sala ha indicado que todo paciente, sin excepción, tiene derecho a que su médico y el centro clínico u hospitalario que lo atiende, le realicen los exámenes que ordena su médico tratante, según de éste. Lo anterior quiere decir, y así lo ha venido resolviendo este Tribunal en precedentes reiterados, que el paciente no puede esperar, indefinidamente, a que se decida cuándo se le va a realizar exámenes o tratamientos. No es de recibo el argumento de que no le hicieron las radiografías porque ocurrió una falla técnica, porque bien pudiera echar mano de alternativas. Por lo anterior se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Área de Salud de Goicoechea que en forma inmediata tomes las medidas necesarias para que se realicen los exámenes radiológicos que requiere la amparada, según lo estableció su médico tratante. CL

3548-12. ATENCIÓN MÉDICA. FALTA DE COORDINACIÓN ENTRE CENTROS HOSPITALARIOS PARA INTERVENIR QUIRÚRGICAMENTE A MENOR DE EDAD. La recurrente reclama violación al derecho a la salud del menor amparado, pues a pesar de que necesita de una intervención quirúrgica en su vejiga desde hace varios años, ni en el Hospital de Niños ni en el Hospital Max Peralta quieren realizarse esa operación. Estima la Sala que el derecho a la salud comprende la disponibilidad de servicios y programas  de salud en cantidad suficiente para los   usuarios de estos servicios y destinatarios de estos programas. El derecho a la salud también conlleva la accesibilidad a estos servicios y programas. No menos importante es que los servicios y programas de salud sean aceptables, es decir, respetuosos con la ética médica, culturalmente apropiados, dirigidos a la mejora de la salud de los pacientes, confidenciales, etc. Por último, y no por ello de menor relevancia, el derecho a la salud implica servicios y programas de calidad, lo que significa que tales servicios deben ser científica y médicamente apropiados. Aunque a este Tribunal no le corresponde establecer en cuál centro médico debe ser operado el amparado, lo cierto es que ha faltado coordinación entre lo diferentes Centros Médicos recurridos,  pues se comprueba que el amparado  fue remitida al Max Peralta para su intervención quirúrgica, la cual no le han realizado, lo que implica una violación a su derecho a la salud, máxime tomando en cuenta que se trata de un menor de edad. Por consiguiente, al comprobarse una deficiente atención médica al amparado, se verifica la violación al principio de accesibilidad a los servicios y programas de salud señalado en el considerando anterior. Ergo, el presente recurso debe ser declarado con lugar. Se ordena al Director Médico, al Jefe del Servicio de Urología, ambos  del Hospital Nacional de Niños, al Director General, y al Coordinador de la Especialidad de Urología, ambos del Hospital Max Peralta, que coordinen  para que inmediatamente se fije fecha cierta para realizarle la intervención quirúrgica que requiere el amparado, según el criterio de su médico tratante, lo cual deberá ser debidamente comunicado al amparado. CL
3584-12. MEDICAMENTO A MENORES DE EDAD. SE NIEGA MEDICAMENTO A MENORES DE EDAD QUE SUFREN ENFERMEDAD CRÓNICA DEGENERATIVA. El recurrente manifiesta que los amparados fueron diagnosticados con la enfermedad crónica degenerativa  Fibrosis Quística en el Hospital Nacional de Niños, en este caso los niños portadores están siendo caldo del cultivo de bacterias y si no son tratados adecuadamente sus pulmones se dañarán rápidamente hasta  ocasionarles la muerte. Por esta razón, los amparados han sido tratados con antibióticos orales y por vía intravenosa y en estos momentos  es necesario que todos estos menores de edad reciban el tratamiento del medicamento llamado dornasa Alfa, con la dosis de una ampolla nebulizada por día durante 6 meses para expulsar las flemas acumuladas en  los pulmones y así evitar el deterioro de  los mismos y su muerte prematura. Explican, que a través del servicio de Neumología del Hospital Nacional de Niños solicitaron al Comité recurrido el medicamento indicado, sin obtener resultados favorables para  los pacientes, lo que  provocó que se presentara una progresión de la enfermedad y una caída de la función pulmonar, lo cual eventualmente podría causarles  la muerte. Por tratarse de un precedente que potencia los derechos de los menores, sin que haya motivos de orden público para los especialistas en neumología fueron determinantes en la prescripción del medicamento el recurso debe estimarse con las consecuencias de ley. Se  declara  con  lugar  el  recurso. Se ordena Al  Coordinador del Comité Central de Farmacoterapia de la Caja Costarricense de Seguro, realizar las gestiones en forma inmediata para que se brinde a los menores amparados el medicamento que requieren de alfa donarse, bajo la estricta supervisión y responsabilidad de su médico tratante. Notifíquese en forma persona al citado accionado. CL
3393-12. CENTRO HOSPITALARIO.  NEGATIVA A BRINDAR INFORMACIÓN SOBRE EL FALLECIMIENTO DE HIJA DEL SOLICITANTE. El recurrente asegura que realizó los trámites para obtener un bono de vivienda; sin embargo, le indicaron que para obtener el beneficio debían aportar el acta de defunción de su hija, quien falleció a los pocos minutos de nacida en el Hospital México.  Sin embargo, las autoridades médicas de dicho nosocomio le indicaron que no tenían registro alguno del nacimiento ni de la muerte de la niña. Considera  que la negativa de entregar la información que requiere violenta sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recuso. Se ordena al Director General, y al Jefe de Registros Médicos y Estadísticos de Salud, ambos del Hospital México de la Caja Costarricense de Seguro Social, que de inmediato se brinde respuesta a la solicitud de información planteada por el recurrente respecto  al fallecimiento de su hija. CL
3082-12. ATENCIÓN MÉDICA. POR CAMBIO ADMINISTRATIVO NIEGAN ATENCIÓN DE PACIENTES. El recurrente manifiesta, que desde hace veinte años reside en el mismo lugar y en principio, recibían atención médica en el Área de Salud de Heredia. A gestión de la Caja, los trasladaron al Área de Salud de Belén Flores; no obstante, en virtud de situaciones internas institucionales se le está afectando su derecho a la salud, por cuanto en dicho lugar, no quieren brindarle el servicio médico a él y a su núcleo familiar, en ningún Centro de la CCSS, porque no aparecen sus expedientes. En este caso, consta que por razones de trámites administrativos, efectivamente se les ha negado a los amparados la atención médica requerida. Se declara con lugar el recurso. CL
DERECHO DE PROPIEDAD

3573-12. DESALOJO. DISPOSICIÓN DE DESALOJO POR TRATARSE DE UN BIEN DE DOMINIO PÚBLICO. La recurrente viene en contra del desalojo dispuesto por el Ministerio de Seguridad Pública a petición del Instituto Mixto de Ayuda Social, pues estima  que le asiste derecho sobre el inmueble que ocupa desde hace diecisiete años, en virtud de un acuerdo  de Junta Directiva de la Asociación de Desarrollo Integral de Torremolinos y Jorco, por lo que solicita la intervención de esta Sala para garantizar su derecho a la propiedad. No observa esta Sala que el desalojo administrativo ordenado por el Ministerio de Seguridad Pública, dentro del ámbito de su competencia resulte arbitrario, máxime que la recurrente no alega que cuente con autorización de ente público alguno para ocupar dicho bien. Se procede desestimar el presente recurso. RF
3719-12. DESAHUCIO ADMINISTRATIVO. DEBER DEL MINISTERIO DE SEGURIDAD DE OTORGAR UN TIEMPO PRUDENCIAL PARA REALIZAR EL DESALOJO E INFORMAR DE LA POSIBILIDAD DE RECURRIR LA DECISIÓN. Los recurrentes acusan que fueron expulsados de su casa de habitación, sin tener tiempo de recoger sus efectos personales. En este caso, consta que el día que se notificó el desalojo de la pensión que ocupan los recurrentes, ese mismo día fue ejecutada. Señala la Sala que es claro que en materia  de desalojos o desahucios administrativos, el Ministerio de Seguridad debe observar un mínimo debido proceso consistente  en otorgar un tiempo prudencial para  el desalojo  voluntario  y  conceder  e  informar  de  la  posibilidad  de impugnar la decisión administrativa mediante el recurso de reposición. Si  la  resolución  de  la  reposición  no  satisface  los  intereses  del solicitante, el debido proceso se complementa con la posibilidad que le subsiste al interesado de acudir a la vía jurisdiccional correspondiente a hacer valer sus derechos y exponer sus inconformidades contra  la resolución administrativa. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Jefe de la Policía Municipal de San José,  abstenerse de de incurrir en los hechos que dieron mérito para acoger este recurso. CL
DERECHO DE TRABAJO
4167-12. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. SE ACUSA VIOLACIÓN A LA PRIVACIDAD DEL FUNCIONARIO. El recurrente manifiesta se le  notificó la imposición de una medida cautelar de suspensión de sus  funciones,  con  goce   de  salario, por un  período  de  3 meses, misma  que fue prorrogada. La medida  tuvo como fundamento el  inicio  de  una  investigación  preliminar  en  su contra  por   la supuesta comisión de acciones  violatorias a las obligaciones  y deberes que como funcionario   público debe cumplir. Manifiesta  que además de la medida cautelar impuesta, se le decomisó la computadora, se le quitó la tarjeta SIM del  teléfono y se intervino   su correo electrónico institucional, lo que considera una lesión a su derecho  a  la privacidad  de  la  información. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Se declara   sin  lugar  el recurso.  Los Magistrados  Armijo  y Abdelnour     salvan  el voto  en  relación  a  la denegatoria  al acceso al expediente administrativo, extremo respecto del cual, declaran con lugar el recurso. SL

4291-12. DESPIDO. PUESTO EN EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE TRANSPORTE. El recurrente acusa que las autoridades recurridas pretenden desconocer su derecho subjetivo a seguir ocupando su puesto como miembro del Tribunal Administrativo de Transporte, conforme al nombramiento efectuado mediante Acuerdo No. 260, publicado en La Gaceta No.111 del 9 de junio de 2000, sin que se haya observado previo debido proceso y sin que se haya realizado el concurso de antecedentes previsto en ese mismo acuerdo yen la Ley No. 7969. Se declara con lugar el recurso. Se anula el artículo 1 del Acuerdo No. 051-MOPT, publicado en el Alcance digital No. 32 de La Gaceta No. 55 del 16 de marzo del 2012. Se ordena al  Ministro de Obras Públicas y Transportes, y al Ministro de la Presidencia, adoptar las medidas que sean procedentes dentro del ámbito de sus competencias, para que, al amparo del Acuerdo Ejecutivo número 260 del 31 de mayo de 2000, se mantenga a la amparada en el cargo de Juez Ad Hoc del Tribunal Administrativo de Transporte mientras se publica y resuelve el concurso de antecedentes a que se refiere el artículo 17 de la Ley No. 7969. CL

4005-12. PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO. TRASLADO DE CARGOS. La recurrente acude en resguardo de su derecho de defensa y debido  proceso,  ya  que  la autoridad recurrida inició un procedimiento  disciplinario en su contra; sin embargo, en el traslado de cargos no se precisan claramente los hechos por los cuales se le investiga, la falta que se le podría imputar, así como las sanciones a imponer. Además, acusa que solicitó la recusación de uno de los miembros del Órgano Director, así como la integración de la litis consorcio pasiva necesaria dentro de dicha causa; sin embargo, ambas gestiones se le rechazaron. Se declara parcialmente con lugar el recurso, solo en cuanto a la falta de fundamentación del traslado de cargos. En consecuencia, se anula la resolución de las 11:00 horas del 31 de enero de 2012, dictada dentro del procedimiento administrativo número 01-2012-IAFA y, por ende, se retrotrae el procedimiento hasta ese momento.  CL Parcial

3959-12. IUS VARIANDI.  SIN DARLE OPORTUNIDAD DE DEFENSA. Alega el recurrente que pese a que el puesto que ocupa se ubica en la Administración Tributaria de la Zona Norte, se le comunicó un traslado a  desempeñarse en la Administración Tributaria de Alajuela, el cual se hizo de manera intempestiva, sin darle audiencia previa ni posibilidad de defensa. Se declara con lugar  el recurso.  Se ordena al Director General de Tributación del Ministerio de Hacienda, no ejecutar el traslado laboral que se impugna, y en consecuencia se anula la resolución número DGT-ALAF-932-2011 de la Dirección General de Tributación, en la que se le comunicó al recurrente que se le reubicaría en la Administración Tributaria de Alajuela. CL

3992-12. RECALIFICACIÓN. SE LE BAJA CATEGORÍA DE PUESTO. Señala el recurrente que la autoridad recurrida le comunicó que se le transferiría de puesto, pues no cuenta con los requisitos para desempeñar el puesto actual –a pesar de que lo ocupa desde 1997-. Como consecuencia de esta reasignación se realizó una deducción de más de ¢70.000,00 (setenta mil colones) en su salario mensual, pero sus funciones continúan siendo las mismas, al igual que su horario y lugar de trabajo.   Acusa que la autoridad recurrida no realizó ningún tipo de procedimiento administrativo ni le comunicó la reasignación de su puesto, mucho menos le informó el detrimento salarial ante tal disposición, lo que estima lesiona sus derechos fundamentales. En este caso, consta que el recurrente fue debidamente informado y que se le otorgó suficiente tiempo para ponerse a derecho con los atestados académicos que se requerían para el puesto. Se declara sin lugar el recurso. SL

3980-12. NOMBRAMIENTO. ACUSA QUE NO SE LE NOMBRA POR SU DISCAPACIDAD. El recurrente reclama violación al principio de igualdad, pues aunque se encuentra como candidato elegible para ocupar un puesto como ejecutivo de servicio al cliente en el Instituto Costarricense de Electricidad, no lo han nombrado por su discapacidad, lo cual considera discriminatorio. En este caso, consta que al recurrente no se le nombró por su nivel de inglés y no por su discapacidad. Se declara sin lugar el recurso. SL

4008-12. NOMBRAMIENTO. REBAJO DEL NÚMERO DE LECCIONES. La recurrente acusa que, para el presente curso lectivo, el Director del Colegio Técnico Profesional de General Viejo de Pérez Zeledón le ha asignado un número de lecciones (24) inferior al número de lecciones que le fue asignado al año pasado, y sin tomar en consideración que su nombramiento en propiedad es por 32 lecciones. Alega que las lecciones que no le han asignado para el presente curso lectivo le han sido asignadas a otros docentes. Sobre el tema se cita el voto 11957-10 y se indica que lo planteado, es un asunto que debe ser resuelto en la vía de legalidad correspondiente. Se declara sin lugar el recurso. SL

3602-12. NOMBRAMIENTO. NO SE PRORROGA EL NOMBRAMIENTO EN LA PLAZA QUE VENIA OCUPANDO LA AMPARADA PESE A ENCONTRARSE EN ESTADO DE EMBARAZO. La recurrente alega que no se le prorrogó su nombramiento como docente de I y II Ciclo en la Escuela Aruba de la Dirección Regional de Desamparados, pese a que se encuentra en estado de embarazo, lo que estima lesiona sus derechos fundamentales. En forma reiterada este Tribunal ha expuesto que el funcionario interino no tiene un derecho subjetivo a que se le prorrogue el nombramiento en forma indefinida, ni a que, por el simple transcurso del tiempo se le nombre en propiedad, sino a que no se nombre en su lugar a otro funcionario en las mismas condiciones, lo cual no ha sucedido en la especie. En virtud de lo anterior, el amparo resulta improcedente y así debe declararse. RF
3630-12. NOMBRAMIENTO. SE REITERA QUE NO HAY DERECHO ADQUIRIDO A UN ASCENSO INTERINO. La recurrente aduce que no se le ha comunicado la prórroga del ascenso interino que ha ocupado como Asistente de Dirección en el Liceo Académico de Matina desde el  año dos mil cinco, pese a que cumple los requisitos correspondientes. Debe indicarse que si bien esta Sala, en otras ocasiones, ha reconocido el derecho a la estabilidad en un puesto interino, de manera tal que no puede sustituirse en un puesto  a un funcionario interino por otro, no ha sostenido  la  misma  tesis  en  cuanto  a  los ascensos  interinos  de servidores nombrados en propiedad,  ya que no existe un derecho adquirido al ascenso interino. De modo que, siempre que a la amparado se le respete su puesto como servidora del Ministerio de Educación Pública, el hecho de haber desempeñado por  un tiempo prolongado el puesto de Asistente de Dirección en un centro educativo en ascenso interino no implica que no pueda ser sustituido por otro funcionario. Este recurso de amparo resulta improcedente y así debe declararse. RF
3639-12. DESPIDO. ALCADE NOMBRA A SU HIJASTRO COMO FUNCIONARIO EN LA MUNICIPALIDAD DE GOICOECHEA. Manifiesta el recurrente que el Tribunal Supremo de Elecciones abrió  un  procedimiento administrativo  en su contra, quien en ese momento,  Alcalde Municipal  de Goicoechea,  a  quien  se  le  acusó  de haber  nombrado interinamente  a  un  hijastro como funcionario dentro del gobierno local. El órgano director del  procedimiento  acordó  declararle  responsable  administrativamente  de  los hechos  atribuidos  en  el procedimiento   administrativo  y recomendar   que  se  le sancionara con el despido sin responsabilidad patronal.  La resolución del procedimiento administrativo es  un acto  con  efecto  propio  por  cuanto   se torna   vinculante  en  relación con   los hechos. Con base en las consideraciones de esta Sala se declara sin lugar el recurso. SL 

3390-12.  PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. PLAZO PARA RESOLVER SI PROCEDE LA APERTURA DE EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO RESULTA DESPROPORCIONADO. El recurrente reclama que la actuación de las autoridades del Ministerio de  Educación  Pública de dejar  sin  efecto el nombramiento en propiedad que le fue comunicado por parte del Servicio Civil vulnera los derechos. Además, se le trasladó de puesto y se le investigará por un supuesto abuso sexual en perjuicio de una menor, sin que a la fecha la accionada le haya imputado los cargos ni dado la oportunidad de ejercer el derecho de defensa. Afirma que han transcurrido  más de 8 meses y la autoridad  recurrida no ha resuelto si procede o no abrir tal procedimiento en contra del amparado, por lo que el plazo transcurrido es desproporcionado y no se verifica ninguna situación que justifique tal retardo. Los procedimientos administrativos deben ser oportunos y cumplidos en aras de valores constitucionales trascendentales como la seguridad y la certeza jurídicas de los que son merecidos acreedores todos los administrados. En consecuencia, lo procedente es declarar con lugar el recurso. Se anula la medida ante causam dispuesta en contra del amparado en la acción de personal número 8830669. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que en el plazo de un mes a partir de la notificación de esta sentencia, decida si  procede o no abrir un procedimiento disciplinario en contra del recurrente. CL Parcial

3417-12.  PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.  ACTO INICIAL LESIONA EL DEBIDO PROCESO.  El  recurrente  alega  que  con  ocasión  de un procedimiento de investigación administrativa seguido en su contra, el Director Regional Central Sur del Servicio Nacional de Salud  Animal SENASA, le notificó la resolución No. DRCS-247-2011 de las 10:00 horas del 9 de noviembre de 2011; sin embargo,  ésta no indica fecha de entrega, quién se la entregó ni tampoco si existe algún recurso que pueda ser interpuesto en su contra, así como ante cuál órgano puede ser presentado  ni en qué plazo correspondería hacerlo. Agrega que a pesar de haber objetado esa inobservancia a través de incidente de nulidad, tampoco se ha resuelto. Se declara con lugar el recurso, únicamente, por violación al derecho de defensa. Se ordena al Director Regional Central Sur del Servicio Nacional de Salud Animal (SENASA) que en forma inmediata le comunique al recurrente el plazo y la autoridad  administrativa ante quién puede interponer los recursos de revocatoria y apelación contra la resolución No. SENASA DRCS-247-2011 de las 10:00 hrs del 9 de noviembre de 2011. Respecto a los demás extremos, se declara sin lugar el recurso.   CL
3685-12. DISCRIMINACIÓN. EDAD NO ES UN FACTOR ESENCIAL AL MOMENTO DE DETERMINAR LA IDONEIDAD DEL OFERENTE. El  recurrente acusa lesión al artículo 33 de la Constitución Política. Señala que fue excluido en razón de su edad de la pre-oferta para fungir como policía del Servicio de Vigilancia Aérea del Departamento de Seguridad Aeroportuaria del Aeropuerto Internacional Daniel Oduber. Estima la Sala un acto limitativo de derechos es razonable cuando, amén de legítimo, cumple la triple condición de ser necesario, idóneo y proporcional. En este caso en particular, debe realizarse un especial análisis en torno al elemento de necesidad, toda vez que la autoridad  recurrida fundamenta   la imposición de la limitación de la edad en la especial  naturaleza  de las funciones que deben cumplirse  en la seguridad  ciudadana.  Concuerda esta Sala en que la naturaleza de las funciones de un oficial de policía justifican la imposición de ciertos requisitos, tales como una adecuada condición física; sin embargo,   también considera   que la sola edad no es un factor  que establezca de forma clara y precisa la condición física de las personas. Si lo que se persigue es garantizar la adecuada condición física de un policía, lo procedente es, simple y llanamente, someter a los interesados a una prueba física, en que se demuestre la condición particular de cada uno. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe de Seguridad Aeroportuaria del Servicio de Vigilancia Aérea y al Director del Servicio Nacional de Vigilancia Aérea, ambos del Ministerio de Seguridad Pública, recibirle de forma inmediata al amparado la oferta de servicios para el puesto de policía, analizarla sin tomar en consideración su edad y realizarle las pruebas físicas correspondientes para determinar si posee la condición física necesaria para desempeñar el puesto de policía. Aunado a ello, conforme a lo dispuesto    en  el  artículo  50  de  la  Ley  de la   Jurisdicción Constitucional, se advierte a la accionada no volver a incurrir   en los actos  u  omisiones    que    dieron  mérito para  acoger  este recurso. CL 

3686-12. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. INTIMACIÓN DE CARGOS DEBE SER CLARA Y PRECISA. El  recurrente afirma que la resolución de traslados de cargos  que se le notificó al amparado  dentro del procedimiento disciplinario  iniciado  en  su  contra,  carece  de  una precisa y circunstanciada imputación de los hechos que se le atribuyen en su condición de funcionario del Instituto de Desarrollo Agrario. Señala la Sala que el principio de intimación, en el derecho administrativo sancionador, obliga al órgano encargado de realizar el procedimiento a poner en conocimiento del funcionario afectado,  una relación precisa, clara y circunstanciada  de los hechos que se le atribuyen y las eventuales consecuencias jurídicas del acto final. Lo que se pretende garantizar es que a la persona investigada se le comuniquen los hechos que motivan la instrucción de un procedimiento, para que pueda proveer a su defensa. En el caso concreto consta, que el traslado de cargos fue debidamente comunicado, por lo que procede declarar sin lugar el recurso.  SL

3687-12. DESPIDO. NO SE IMPUGNÓ EN EL MOMENTO PROCESAL OPORTUNO. El recurrente aduce que, en contra de sus derechos  fundamentales,  las  autoridades  del  Ministerio  de  Agricultura  y Ganadería, por ausencias injustificadas, le impusieron en el año 2005 una sanción de quince días sin goce de salario y en el año 2007 lo despidieron. Acusa que, de previo a serle impuestas tales sanciones, las autoridades recurridas no le otorgaron la oportunidad de rehabilitarse, en virtud de su condición de enfermo alcohólico. Señala la Sala que de los elementos probatorios aportados a los autos se desprende, con meridiana claridad, que la suspensión sin goce de salario y el posterior despido  del recurrente se llevaron a cabo, respectivamente, en los años 2006 y 2007; es decir, desde hace 6 y 5 años, si se toma en consideración que el recurso de amparo fue formulado en el presente año 2012, de conformidad con el artículo 30, inciso ch) y 35, párrafo segundo, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, las actuaciones alegadas por el interesado se encuentran, a la fecha, tácitamente, consentidas -en virtud de la falta de acción ejercida en el momento procesal oportuno- y, en ese particular, no procede, entonces, al estar frente a una situación jurídica totalmente consolidada, ser conocidas en esta sede. SL

2999-12.  CONCURSO.  RECURRENTE NO PUEDE PARTICIPAR POR FALTA DE ACTUALIZACIÓN DE ATESTADOS ACADÉMICOS.  La parte recurrente alega que participó en el concurso Técnico Docente y Administrativo Docentes, en las clases de puestos de Profesora de Enseñanza Técnico Profesional III y IV Ciclo, para las especialidades de Ejecutivo para Centros de Servicio y de Secretariado  Ejecutivo. Refiere que sobre la primera modalidad en el Registro de Elegibles no aparece ninguna calificación, situación que comunicó por escrito del 28 de noviembre de 2011. Señala además, que el concurso se resolvió dos años después, por lo que sus atestados no están actualizados y agrega que no se le permitió presentar el reclamo correspondiente en contra de la calificación asignada. Por otra parte, a la fecha la Dirección recurrida no ha dado apertura a un nuevo procedimiento que le permita recalificar sus conocimientos académicos y experiencia, situación que le ocasiona un grave perjuicio, pues se ve limitado en el acceso a un nombramiento según el grado académico y grupo profesional que ostenta en este momento.  En este caso, señala la Sala que no le corresponde a este Tribunal determinar cuándo debe el Ministerio de Educación Pública solicitar los pedimentos de plazas ante la Dirección General de Servicio Civil, para efectuar los concursos correspondientes, ya que se trata de una cuestión sujeta a la discrecionalidad de la administración y de la necesidad del servicio público. En consecuencia, si estima que es necesaria la apertura de un nuevo procedimiento de actualización de atestados, en virtud de que según su criterio la Lista de Elegibles para puestos Docentes se encuentra en este momento desactualizada, es un asunto que también deberá discutir en la vía de legalidad ordinaria competente, pues lo referido no lesiona necesariamente derecho fundamental alguno, y dilucidar este aspecto, es una cuestión de mera legalidad, que si la parte recurrente, así lo considera, puede plantear su inconformidad o reclamo ante la misma administración o en la vía jurisdiccional competente, vías en las cuales podrá, en forma amplia, discutir el fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones. Se declara sin lugar el recurso.  SL
3002-12.  IUS VARIANDI. TRASLADO DE FUNCIONARIO CON INOBSERVANCIA AL DEBIDO PROCESO.  El recurrente considera lesionados sus derechos fundamentales, en virtud de que el Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Pesca y Acuicultura (INCOPESCA), decidió trasladarlo de la Dirección Regional de Guanacaste, donde fungía como Director de la misma, al cargo de Subdirector General de la Dirección General Técnica del INCOPESCA en Puntarenas. Considera que esto constituye un ius variandi abusivo, además de violaciones al debido proceso, derecho a vacaciones y a trabajar en condiciones dignas. Se declara con lugar el recurso. Se deja sin efecto el traslado del recurrente de la Dirección Regional de Guanacaste a la Dirección Técnica General del INCOPESCA en Puntarenas, comunicado mediante oficio PESJ-702-11-2011 del 28 de noviembre de 2011.  CL
3003-12.  DESPIDO. INOBSERVANCIA AL DEBIDO PROCESO DURANTE EL TRÁMITE DEL PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO.   El accionante presenta recurso de amparo contra la Caja Costarricense de Seguro Social. Acusa lesión al debido proceso, por los siguientes motivos: a) Que el órgano director recabó prueba testimonial que no le fue puesta en conocimiento; b) El veintisiete de diciembre del dos mil once, presentó incidente de nulidad de la notificación de despido; no obstante, el dos de enero del dos mil doce, se le comunicó el despido.  Esta Sala resolvió, que el análisis de los hechos alegados por el accionante exceden la naturaleza sumaria del recurso de amparo, proceso en el cual no es material ni razonablemente posible entrar a un complicado sistema probatorio o a un análisis de hechos que vaya más allá de los actos impugnados en sí, circunscribiéndose más bien a las hipótesis fácticas en que esos actos se fundan, existiendo al efecto vías más idóneas para la investigación de los hechos alegados por el recurrente, sea ante la jurisdicción contenciosa administrativa. Por lo que el recurrente deberá de acudir a la vía judicial a exponer sus disconformidades. Se declara sin lugar el recurso. SL
3017-12. INTERINO.  CESE DE DOCENTE INTERINO PARA NOMBRAR OTRO EN LA MISMA CONDICIÓN. La recurrente interpone recurso de amparo contra el Ministerio de Educación Pública, explica que desde el año dos mil, trabaja de forma interina como profesora de religión en el Centro Educativo San José. A partir del presente curso lectivo, se le nombra como profesora de religión en Bijagua, nombrando en San José a otra persona en la misma condición. Considera que debe de permanecer en el puesto interino desempeñado en San José, mientras se mantengan las causas que lo originaron.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Ministro y al Director de Recursos Humanos, ambos del Ministerio de Educación Pública, restituir a la recurrente en el pleno goce de sus derechos conculcados. CL
3071-12. PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO. INOBSERVANCIA AL DEBIDO PROCESO DURANTE SU TRAMITACIÓN.  El accionante presenta recurso de amparo contra el Tribunal de la Inspección Judicial y acusa lesión al debido proceso en el procedimiento disciplinario instaurado en su contra. Alega fundamentalmente que se le restringe el acceso a la prueba testimonial.  En este caso, señala la Sala que con vista del informe rendido por la autoridad recurrida -que se tiene dado bajo fe de juramento- y la prueba aportada para la resolución del asunto ha sido debidamente acreditado que el accionante tiene acceso irrestricto al legajo paralelo de investigación donde se encuentran las declaraciones testimoniales tomadas durante la investigación preliminar realizada por la Inspección Judicial  (para determinar si la denuncia por acoso sexual podía sustentarse). Nótese que en el traslado de cargos efectuado al investigado se le indican los hechos que se le atribuyen, la prueba documental que la respalda, la prueba testimonial existente y sobre que aspectos se referirá cada testigo. Nótese que, será en el contradictorio donde el tutelado tendrá pleno acceso a las declaraciones orales y podrá realizar los cuestionamientos de su interés. Se declara sin lugar el recurso. SL
2972-12. DESPIDO.  POLICÍA MUNICIPAL DESPEDIDO EN PERIODO DE PRUEBA. El recurrente manifiesta, que se encuentra inconforme porque se le despidió de forma inmediata y sin responsabilidad patronal, por hechos sin comprobar, todo ello, sin respetar el derecho de defensa. En este caso consta que al amparado se le despidió de la Policía Municipal mientras se encontraba en período de prueba. La Sala ha rechazado reiteradamente este tipo de reclamos, tal y como lo ejemplifica la sentencia 497-12, en donde se indicó que despedir a un servidor dentro del período de prueba es libre y de carácter discrecional y para su adopción no es necesario observar las reglas propias del debido proceso, otorgar el derecho de defensa, dar audiencia previa al afectado, ni hacer mayor motivación. En cuanto a la impugnación del acto de despido por parte del recurrente,  determinar si la administración pública cumple o no con los plazos pautados por la Ley General de la Administración Pública, es una evidente cuestión de legalidad ordinaria que, en adelante, puede ser discutida y resuelta ante la jurisdicción contencioso-administrativa con la aplicación de los principios que nutren la jurisdicción constitucional, tales como los de la legitimación vicaria, la  posibilidad de la defensa material -esto es de comparecer sin patrocinio letrado- y de gratuidad para el recurrente.  Se rechaza por el fondo el recurso. El Magistrado Castillo Víquez pone nota únicamente en relación con lo dispuesto en el artículo 41 constitucional, conforme lo indica en el último considerando de esta sentencia.  RF
DERECHO PENAL
449-12 PRISIÓN PREVENTIVA. RECURSO DE CASACIÓN SIN PRONUNCIAMIENTO DEFINITIVO. La recurrente alega que mediante sentencia número 857-2011, el Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de San José, condenó al tutelado a 18 años de prisión, por lo que interpuso recurso de casación en contra de esa sentencia; sin embargo, a la fecha las autoridades recurridas se han declarado incompetentes para resolver sobre la casación y, por ende, no ha existido pronunciamiento definitivo. Además, aduce que tampoco existe resolución alguna por parte de las autoridades jurisdiccionales accionadas, en torno a la solicitud de prórroga de prisión preventiva interpuesta el 16 de marzo de 2011 por el Ministerio Público, lo cual deja en un estado de incertidumbre a su representado y vulnera su derecho a una justicia pronta y cumplida. Se declara parcialmente con lugar el recurso,  solo en cuanto al retraso verificado en la tramitación del recurso de casación, y sin ordenar la libertad del tutelado. CL Parcial

4312-12 CONDENA. EN PROCEDIMIENTO ABREVIADO CONDENA A IMPUTADO A 20 AÑOS DE PRISIÓN. El recurrente reclama violación a su libertad persona, pues el Tribunal recurrido le impuso una pena de 20 años de prisión como parte de un procedimiento abreviado en el que no participó ni él ni su abogado defensor. Además, alega que se encuentra en prisión preventiva sin que exista una sentencia que sustente esta situación. Conforme a las consideraciones presentes en la sentencia, esta Sala comprueba que el  recurrente  se  sometió voluntariamente a un procedimiento abreviado por el delito que se le endilgaba y hasta pactó la pena a imponer, motivo por el cual resultó condenado. Así, si el recurrente considera que se le puso una pena diferente a la pactada o que no se cumplió con lo estipulado en el procedimiento abreviado acordado, estos  son alegatos que no son propios de ser conocidos mediante este recurso, sino de los legales que la parte podrá plantear ante el órgano competente, pues la Sala no es una instancia más o un contralor de legalidad dentro del proceso penal ordinario ante la cual pueda cuestionarse su regularidad. Se declara sin lugar el recurso. SL

4106-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN. El recurrente alega que la resolución donde se denegó el cambio de medida cautelar para el amparado no está debidamente fundamentada. Estima la Sala que la resolución se encuentra debidamente fundamentada en los indicios obtenidos durante el proceso, que vinculan concretamente al amparado a los hechos de que se le acusa. Además, el amparado, junto con los demás imputados, formaba parte de una estructura criminal que, si se viera en libertad, podría obstaculizar el proceso. Por último, al haberse declarado el proceso por un asunto de crimen organizado, que son penados con penas privativas de libertad muy elevadas, es probable que, de encontrarse en libertad, el amparado se sustraiga al proceso. Se declara sin lugar el recurso. SL

4129-12. DETENCIÓN. SE LE DETIENE CON UNA ORDEN QUE NO ESTABA VIGENTE. Señala el recurrente que se privó al tutelado de su libertad de forma injustificada. En el caso concreto, el amparado fue detenido  por motivo que no se ordenó cancelar oportunamente una orden de detención que había girado el Tribunal en ese sentido el 20 de mayo de 2009, cuando se había impuesto al amparado la medida de prisión preventiva. Señala la Sala que con  independencia  de  la  responsabilidad  individual  de  los funcionarios  del  Despacho  por  la  detención  ilegítima  del  tutelado,  la administración de justicia es objetivamente responsable por la infracción de sus derechos fundamentales, motivo suficiente para estimar el habeas corpus. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jueza del Tribunal Penal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de San José, disponer lo necesario para que, de inmediato, se verifique la fecha exacta de la ejecución de la orden de libertad del tutelado, así como que no se encuentre ya vigente orden alguna en contra suya que pueda incidir sobre su libertad personal y de tránsito. Notifíquese a la recurrida la presente resolución en forma personal. CL
4146-12. EXTRADICIÓN. SALA NO LE CORRESPONDE ANALIZAR PARTICULARIDADES DEL PROCESO DE EXTRADICIÓN. El amparado pretende con el recurso que la Sala Constitucional se manifieste respecto de la orden de extradición que existe en su contra y de la naturaleza de las medidas impuestas por la jurisdicción penal para asegurar la continuidad del proceso.  En criterio del recurrente, el delito está prescrito, no existe peligro de fuga y puede realizar una reparación integral del daño, para evitar un mal mayor a su familia en Argentina. Señala la Sala que el hábeas corpus se tramita mediante un procedimiento sumario, sencillo e informal, por el cual se protege el derecho a la libertad de tránsito y la integridad física de los ciudadanos de cara a la autoridad pública. Por consiguiente, a la Sala no le corresponde analizar si dentro del proceso penal se han producido errores materiales, si se han respetado los plazos de prescripción penal de la acción, como tampoco le corresponde entrar a valorar si existen elementos probatorios necesarios para declarar el peligro de fuga.  Mucho menos entrar a conocer sobre la eventual reparación integral del daño que señala el amparado o constatar que se ha dado una correcta aplicación de la ley penal. Se rechaza de plano el recurso. RP
4113-12. DETENCIÓN. SE ACUSA DE ILEGAL Y ARBITRARIA. La recurrente alega que el menor amparado fue detenido por los agentes recurridos sin que le explicaran el motivo de su actuación. Alega que, posteriormente, lo golpearon, lo metieron dentro de la patrulla y lo retuvieron durante tres horas en la Delegación de Policía. Estima la Sala que no se dio la violación alegada a los derechos fundamentales del amparado, pues se tiene por acreditado que el amparado y las personas que lo acompañaban gritaron improperios a los oficiales, por lo que estos trataron de identificarlos. El amparado intentó ingresar en una casa, pero fue interceptado por uno de los oficiales. Como se mostraba agresivo, fue aprehendido para ser trasladado a la Delegación y poder confeccionar el informe respectivo. Se declara sin lugar el recurso. SL

4049-12. REBELDÍA. INCAPACIDAD EMITIDA POR CCSS. El recurrente considera lesionados  los derechos fundamentales del amparado,  en virtud de que en su contra se tramita una causa penal, en la cual fue convocado a debate para el 24, 25 y 26 de enero de 2011, donde el imputado no se hizo presente, pero pese a que justificó su inasistencia aportando incapacidad expedida por la Caja Costarricense de Seguro Social, el Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José no resolvió en relación con su justificación y, por el contrario, mediante resolución de las 10:00 del 24 de enero de 2011, decretó su rebeldía y ordenó su captura, misma que se hizo efectiva el 06 de marzo de 2012, en detrimento de su derecho a la libertad personal. En este caso, la Sala aprecia que el Tribunal recurrido, no procedió a conocer sobre el fondo dicha gestión y por el contrario, pese a acreditarse que el amparado tenía un impedimento grave y legítimo para no haber comparecido a la audiencia, procedió a ordenar  una valoración por parte de la Medicatura Forense. No fue sino hasta la detención del tutelado, por parte de la Fuerza Pública de Río Claro de Golfito y su posterior  traslado a celdas de la Delegación del OIJ de Corredores, que convocó a una vista, en donde rechazó la solicitud de prisión preventiva solicitada por el representante del Ministerio Público y que ordenó la inmediata libertad del amparado. Considera este Tribunal que la actuación desplegada por el Tribunal Penal del Segundo  Circuito Judicial de San José, constituye  un  retraso  injustificado  en  resolver  una  gestión  estrechamente relacionada con la libertad del amparado y por ende, una violación al derecho fundamental del amparado a su libertad personal. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del amparado porque en la actualidad ya goza de este derecho. Con base en lo dispuesto por el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se advierte al Juez Tramitador del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, no incurrir en las acciones u omisiones que dieron mérito a esta declaratoria, bajo la advertencia de incurrir en el delito previsto en el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, sin perjuicio de las responsabilidades en que ya hubiera incurrido. CL

4006-12. APREMIO. POR FALTA DE PAGO DEL SALARIO ESCOLAR. El amparado manifiesta que es parte en un proceso de pensión alimentaria que se tramita en el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Escazú. Explica que el Juzgado recurrido resolvió el 9 de febrero de 2011 que se establecía como cuota provisional la suma de ochocientos mil colones, a razón de cuatrocientos mil colones para cada beneficiario. Agrega que el Juzgado  de Pensiones le entregó orden de apremio corporal al amparado  por una supuesta  obligación morosa  de "salario escolar" correspondientes al 2012, sin que esto se haya determinado anteriormente en el expediente y sin  que se haya realizado la comunicación correspondiente  al amparado dentro del proceso para poder referirse al asunto, con lo cual le causa indefensión. En este caso, consta que el amparado tenía conocimiento de lo que se adeudaba. Se declara sin lugar el recurso. SL

4057-12. PRISIÓN PREVENTIVA. ASISTENCIA CONSULAR. La recurrente alega que contra los amparados, el Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José impuso la medida cautelar de prisión preventiva, la cual no se encuentra debidamente fundamentada. Agrega que a los amparados no se les previno sobre su derecho a asistencia consular establecido en la Convención de Viena. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad de los amparados. Se anula la audiencia realizada. Se ordena al Fiscal Auxiliar de la Unidad Especializada en Fraudes del Ministerio de Público y a la Jueza Penal del Primer Circuito Judicial de San José, comunicar en forma inmediata al Consulado de Holanda en Costa Rica la situación de los amparados y realizar nuevamente la audiencia de imposición de medidas cautelares, con asistencia consular, en el improrrogable plazo de 48 horas, contado a partir de la comunicación de esta sentencia. CL

3638-12. PRISIÓN PREVENTIVA. CUANDO SE HA DICTADO REBELDÍA NO ES NECESARIA AUDIENCIA ORAL. El recurrente pretende con la interposición del presente recurso, que este Tribunal Constitucional, revise la prisión preventiva impuesta al amparado por encontrarse en rebeldía desde el 20 de julio de 2011, ya que para dictar la misma no se le comunicó a sus defensores ni se realizó la audiencia oral de rigor en estos casos. Al respecto, debe destacarse que este Tribunal Constitucional ha sido del criterio que para la imposición de dicha medida cautelar, concretamente, cuando se ha decretado, de previo, la rebeldía del imputado -tal y como aconteció en el caso concreto- no se requiere el otorgamiento de audiencia previa. Sobre el tema se cita el voto 3399-11. Se rechaza por el fondo el recurso. RF 

3553-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FUE PRORROGADA CINCO DÍAS DESPUÉS. El recurrente reclama la violación de la libertad personal de las tuteladas, por la omisión del Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de Guanacaste,  sede Liberia, de prorrogar, oportunamente,  la medida cautelar de prisión preventiva que pesa sobre las tuteladas, pese a que venció desde el 29 de febrero  de 2012. En este caso, se tiene por acreditado  que las amparadas  han permanecido detenidas por espacio de 5 días sin una resolución jurisdiccional que sustenta la restricción de su libertad personal (habida cuenta que no fue sino hasta el 5 de marzo de 2012 en que el Juez recurrido prorrogó la medida cautelar de prisión preventiva a las tuteladas por otros 3 meses, hasta el 29 de mayo de 2012, pese a que había vencido desde el 29 de febrero de 2012) todo lo cual es ilegítimo y lesiona, a todas luces, los derechos fundamentales  de las tuteladas. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad de las tuteladas. CL
3612-12. DETENCIÓN. REVISIÓN DE VEHÍCULO POR PARTE DE FUNCIONARIOS DE LA FUERZA PÚBLICA. El recurrente acusa que fue detenido por oficiales de la Fuerza Pública, sin ninguna explicación, sin indicarle las razones y mucho menos informarle de sus derechos constitucionales, además se le ordenó entregar la cédula de identidad, documentos del vehículo y abrir la cajuela del vehículo. Todo en la flagrante violación de su 
derecho constitucional al libre tránsito y la falta de fundamento de la actuación policial descrita.  En este caso concreto, se concluye, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, que las actuaciones impugnadas (detención y revisión del vehículo del recurrente ante operativo de prevención de asaltos y tacha de viviendas en la zona de San Pedro) caben dentro de las competencias, potestades y atribuciones de la Fuerza Pública, por lo que procede declarar sin lugar el recurso. SL
DEFENSOR. 3651-12. SE NOMBRA DEFENSOR ÚNICAMENTE CUANDO EL IMPUTADO NO DESIGNE UN DEFENSOR DE CONFIANZA O EN CASOS DE ABANDONO. Afirma el recurrente que la falta de nombramiento de un defensor público, conforme a su solicitud, lesiona sus derechos fundamentales. Estima la Sala que, como parte del derecho a la defensa técnica, se encuentra el derecho del imputado a elegir un defensor de su confianza. Sin embargo, se nombrará a un defensor público para que asista al imputado durante el juicio únicamente en aquellos casos en que el imputado no designe un defensor de su confianza o bien, en los supuestos de abandono de la defensa. En el caso concreto consta, que el amparado hasta ahora, no ha solicitado el nombramiento de un defensor público. SL
3222-12. PRISIÓN PREVENTIVA. VENCIMIENTO DEL PLAZO. El recurrente alega que se encuentra cumpliendo prisión preventiva, pese a que venció el plazo establecido, por lo que solicita su inmediata libertad. Este tribunal no comprueba que en este caso exista violación alguna del derecho a la libertad personal del recurrente, puesto que, el mismo día en que vencía la prórroga de la prisión preventiva decretada fue puesto  en libertad. Se comprueba que, encontrándose todavía dentro del plazo, el Juzgado recurrido ordenó la libertad del recurrente -al no recibir solicitud de prórroga de la prisión preventiva por parte del Ministerio Público-, y que el amparado  fue puesto en libertad cerca de las 23 horas que venció el plazo. Por estas razones no se encuentra mérito para acoger este recurso. SL

3240-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN DE LA RESOLUCIÓN QUE ORDENA LA PRISIÓN PREVENTIVA CONTRA EL AMPARADO. El recurrente reclama violación a su libertad personal, ya que el Juzgado Penal de Hatillo decretó mantenerlo en prisión preventiva sin fundamento alguno y sin valorar prueba que demuestra su libertad. Este tribunal comprueba que la resolución en donde el Juzgado Penal de Hatillo decretó la apertura a juicio contra el recurrente por delito de abuso sexual contra menor de edad y ordenó mantener la prisión preventiva, se encuentra debidamente fundamentada. En consecuencia,  este Tribunal no determina la existencia de violación alguna a los derechos  fundamentales del recurrente, por lo que lo procedente es declarar sin lugar el recurso, como en efecto se ordena. SL

3241-12. PRISIÓN PREVENTIVA. SE ORDENA PRISIÓN PREVENTIVA SIN SEGUIR EL DEBIDO PROCESO. El recurrente cuestiona la prisión preventiva decretada en contra de la amparada. Añade que se encuentra en muy mal estado de salud, debido a que tiene problemas derivados de su obesidad. Explica que el Centro Penitenciario El Buen Pastor no reúne las condiciones necesarias para su reclusión, ni para atender adecuadamente  sus padecimientos, motivo por el cual, la tutelada ha empeorado su estado de salud, al no  ser  atendida  de  manera  adecuada. En este caso concreto, la amparada ha sido valorada en 2 oportunidades desde que ingresó a ese centro penitenciario, y no se registra dentro de su expediente clínico descompensación alguna a su estado de salud. Por lo que no se acredita una infracción al derecho fundamental a la salud. Se declara sin lugar el recurso. SL
3245-12. ABUSO POLICIAL. SE ACUSAN QUE FUNCIONARIOS PENITENCIARIOS MALTRATAN A  PRIVADO DE LIBERTAD. El recurrente acusa que fue agredido por custodios de cárceles con golpes, chuzo eléctrico y vara policial, lo cual le ocasionó hematomas, sangrado digestivo y múltiples heridas, y se negaron a llevarlo a recibir atención médica. Esta Sala ha señalado que es atendible que en el cumplimiento de sus funciones, las autoridades de la policía penitenciaria se vean compelidas a utilizar, en excepcionales ocasiones, la  fuerza  física  sobre las  personas privadas de libertad,  particularmente,  en situaciones de urgencia. Sin embargo, también ha establecido que debe tratarse del uso de la fuerza racional y, solamente, en casos excepcionales, cuya valoración depende de las circunstancias del caso concreto, pues un mismo acto puede tener distinta calificación según el contexto que se trate. Si bien es cierto, la defensora del privado de libertad le comunicó al Tribunal que su representado afirmaba haber sufrido agresiones por parte de los custodios de cárceles, es cierto también que se le ofreció atención médica de acuerdo a los protocolos establecidos a lo que el recurrente se negó.  En refuerzo de la tesis de las autoridades recurridas, se encuentra el hecho que informa el Presidente del Tribunal al indicar que la misma defensora del imputado manifestó en varias oportunidades que su representado presentaba una actitud violenta el día de los hechos. En mérito de lo expuesto, lo procedente es declarar sin lugar el presente recurso. SL
3093-12.  DETENCIÓN. SE ACUSA QUE DETIENEN CONDUCTOR DE FURGÓN SIN OBSERVAR LAS GARANTÍAS PROCESALES PENALES.   La recurrente alega que desde el momento de la detención del amparado por oficiales de la Policía de Control Fiscal, cuando circulaba por la vía pública en Sixaola, porque supuestamente el furgón que conducía había omitido el control aduanero. Asegura que durante el decomiso del vehículo, no contó con las garantías procesales respectivas, al no estar presentes, en esa ocasión, el Fiscal encargado de la causa, un defensor público y el juez de garantías.  En este caso, señala la  Sala que el operativo realizado el 22 de junio del año anterior, por la autoridad recurrida,  en atención a la denuncia que recibieron de que un vehículo había evadido el control fiscal de Sixaola, , no puede ser considerado violatorio de ningún derecho fundamental de éste. Bajo juramento se ha informado que el amparado no estuvo detenido mientras se hacia la revisión de la mercadería que transportaba y una vez que se tuvo certeza de un presunto ilícito, se comunicó a la Fiscal de turno, quien sí dispuso su detención. De ahí que no fuera de obligado acatamiento lo señalado por la recurrente respecto a las garantías procesales que echa de menos. Sin embargo, aún cuando el tutelado hubiera sido detenido, la Sala considera que dadas las condiciones particulares que rodean su caso concreto, la eventual detención que hubiera sufrido, resulta legítima pues se hubiera tratado de una privación de libertad de carácter administrativo, que es posible de efectuar dentro de las potestades de la Policía de Control Fiscal que fue creada para proteger los intereses tributarios del Estado y con base en lo establecido en el artículo 12 de la Constitución Política, de que para la vigilancia y conservación del orden público, habrán las fuerzas de policía necesarias (Véase el artículo 27 de la Ley General de Policía en relación con el numeral 6 de ese cuerpo legal). Lo cual además, tiene asidero en lo establecido en el artículo 37 Constitucional, de que ninguna persona puede ser detenida si no existe un indicio comprobado de haber cometido un delito, y, en cualquier caso, desde el momento de la detención, no pueden transcurrir más de 24 horas hasta que sea puesto a la orden de un juez o, si fuera el caso, en libertad. Plazo que, en este asunto concreto, y a pesar de las diligencias administrativas que se tuvieron que realizar, también se observó. Con fundamento en lo expuesto, estima este Tribunal Constitucional que la actuación policial fue la idónea, necesaria y adecuada para el logro de los fines públicos propuestos, por lo que no se encuentra mérito alguno para acoger este recurso por lesión a los derechos fundamentales del amparado. Se declara sin lugar el recurso.  SL
3065-12. DEFENSA. DENEGADA GESTIÓN PARA NOMBRAR DEFENSOR PRIVADO A IMPUTADO LE CAUSA INDEFENSIÓN. El recurrente manifiesta que su representado no quiere ser defendido en la causa penal que se le sigue, por ningún Defensor Público, por lo que se solicitó al Tribunal Penal de Santa Cruz, que suspendiera la Audiencia Oral y Pública programada para realizarse el día miércoles 15 de febrero del 2012, a lo que el Tribunal se negó, aduciendo que no estaba apersonado en dicho proceso, y por ello no tiene poder en la causa. Solicita se acoja el recurso y se ordene suspender el juicio programado. Esta Sala resolvió, con vista del informe rendido por la autoridad recurrida,  bajo la fe del juramento,  que efectivamente la solicitud que menciona el recurrente fue denegada, porque para el momento en que la hizo, en los autos no existía manifestación del tutelado manifestando prescindir de los servicios del defensor público y nombrando al recurrente. Sin embargo, considera que no se lesionó el derecho de defensa del imputado porque al iniciar la audiencia se apersonó tanto el defensor público, como el privado y allí oralmente se confirmó la voluntad del tutelado de seguir con defensa privada. Además durante la audiencia el recurrente no presentó ninguna gestión para que se suspendiera el juicio y únicamente se recibió un testigo del Ministerio Público, por lo que se reprogramó la continuación a celebrarse el día veinte de febrero del dos mil doce, fecha en la que además recabará prueba testimonial que para mejor resolver ofreció el recurrente en su condición de defensor. Así las cosas, este Tribunal descarta que la actuación de la autoridad recurrida hubiera sido arbitraria o lesiva del derecho de defensa del tutelado. Se declara sin lugar el recurso. SL
3113-12. PRUEBA. NO FUE RECIBIDA POR EL RECURRENTE NO SE AJUSTÓ AL PRINCIPIO DE BUENA FE O LEALTAD PROCESAL. El recurrente acusa que en contra de los derechos fundamentales a la defensa y al debido proceso, las autoridades del Juzgado Penal de Puntarenas, sin fundamento alguno, rechazaron la prueba testimonial que se ofreció con el fin que se dispusiera el cambio de la medida cautelar de prisión preventiva. En este caso, este Tribunal  Constitucional, de conformidad con la prueba allegada a los autos, así de lo  señalado bajo juramento por la autoridad recurrida, no considera que exista mérito alguno para acoger el presente proceso de hábeas corpus. Nótese, que no es cierto, tal y como se pretende hacer ver a la Sala, que la Jueza Penal recurrida haya denegado, sin fundamento alguno, recibir la prueba testimonial en cuestión durante la celebración de la audiencia que conoció de la solicitud de cambio de medida cautelar formulada a favor del tutelado. Se tiene por acreditado que el recurrente -quien en criterio de este Tribunal no actuó ajustado al principio de buena fe o lealtad procesal -, se esperó hasta el final de la audiencia, concretamente, cuando la Jueza recurrida ya había dictado pronunciamiento sobre la solicitud de cambio de medida cautelar, para invocar dicha prueba. Tal y como puede apreciarse, el Juzgado Penal de Puntarenas -durante la celebración de la audiencia en cuestión-, no actuó de forma arbitraria, ni resolvió lo atinente a la prueba testimonial carente de motivación alguna. Se debe, más bien, a la propia incuria y desidia del recurrente y defensor del interesado, que la prueba testimonial en cuestión no fue conocida y evacuada durante la citada audiencia. Bajo tal orden de consideraciones, este órgano especializado de la Corte Suprema de Justicia no observa quebrantados, de modo alguno, los derechos fundamentales del tutelado.  Se declara sin lugar el recurso. SL
3048-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN. El recurrente reclama que por medio de la resolución de las 13:30 horas del 24 de noviembre de 2011 la autoridad recurrida rechazó la solicitud de la defensa de cambio de medida cautelar de prisión preventiva por una menos gravosa y por el contrario acogió la prórroga de la prisión por un plazo de tres meses,  pese a   las múltiples ofertas   laborales,  cauciones    reales y pruebas   que mostraban el arraigo del imputado,  ofrecidas por la defensa y que desvirtuaban la imposición  de  la medida la medida cautelar privativa de libertad dispuesta. Acusa además que las resoluciones cuestionadas carecen de la fundamentación necesaria, pues según su dicho no se han allegado al expediente medios probatorios  que demuestren la necesidad procesal de mantenerlo privado de su libertad. Con base en las consideraciones expuestas en la sentencia, la Sala estima que los fundamentos ofrecidos por la autoridad recurrida en la audiencia realizada por parte del Juzgado Penal de Puntarenas (revisión de los primeros  tres meses y cambio  de  medida  de  prisión  preventiva)  no  se  encuentra  debidamente fundamentada en el tanto el juez al analizar de modo grupal la prueba ofrecida por los encartados en la audiencia en que se pide cambio de medida cautelar, omite referirse a la prueba ofrecida por la defensa del amparado que respalda la gestión, por lo que el recurso debe ser estimado en cuanto a este extremo. Procede desestimar el amparo en cuanto cuestiona  la participación del imputado en la comisión de los delitos que se le imputan con base en lo indicado en los Considerandos IV y V de esta resolución. Se declara parcialmente con lugar  el recurso sin ordenar la libertad del imputado. Se anula la resolución de las trece horas treinta minutos del veinticuatro de noviembre del dos mil once, del  Juzgado Penal de Puntarenas recurrido así como el voto 648-P-2011, de las dieciséis horas treinta minutos del diecinueve de diciembre del dos mil once del Tribunal Superior Penal de Puntarenas que la confirma. Se ordena al  Juez Penal de Puntarenas que en el caso de que se mantenga privado de libertad al amparado, deberá programar de inmediato nuevamente  la audiencia para atender y resolver  la gestión del cambio de medida cautelar planteado por la defensa en los términos explicados en esta sentencia. CL Parcial
2941-12. AGRESIÓN. USO DE FUERZA EXCESIVA POR OFICIALES DE POLICÍA MUNICIPAL AL DETENER MUJER ENFERMA.  La recurrente considera vulnerada su libertad e integridad personales por la detención de que fue objeto, por parte de la Policía Municipal de San José. En este caso, señala la Sala que aunque en la causa y condiciones de la detención de la recurrente no se encuentra vulneración alguna de la libertad e integridad personales de la recurrente, si se constató que hubo un ejercicio excesivo  de la fuerza pues,  en principio, para reducir a una mujer a la impotencia,  por parte de dos  policías profesionales, no se requiere producir traumas que la incapaciten por dos días. Se desconoce  la  contextura  física  de  la  recurrente  pero,  efectivamente,  está documentado en sus antecedentes médicos el padecimiento de cáncer gástrico, lo que suele disminuir sensiblemente la condición física de quienes lo padecen o han padecido. Por lo anterior, procede declarar con lugar el recurso, únicamente en cuanto a este extremo. Se declara con lugar el recurso,  únicamente, por el uso excesivo de la fuerza en perjuicio de la amparada. CL
ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

3720-12. NATURALIZACIÓN. POSIBILIDAD DE EXIMIRSE DE PRUEBA REQUERIDA PARA OPTAR POR NATURALIZACIÓN POR IMPEDIMENTOS FÍSICOS O MENTALES. El recurrente solicita la intervención de este Tribunal, con la finalidad de que se le exonere de un requisito impuesto para obtener su nacionalidad costarricense por naturalización. Señala la Sala la prueba que menciona el recurrente debe realizarla toda persona  que haya solicitado se le conceda la nacionalidad costarricense,  o bien gestionar ante el Ministerio de Educación Pública la convalidación o reconocimiento del certificado de estudios, a efecto de dar cumplimiento al mandato legal. Sin embargo, existen casos en que por enfermedad o disminución física existe imposibilidad de llenar esos requisitos, por lo que se ha permitido eximir de tales requisitos a aquellas personas  que demuestren mediante certificado médico que tiene obstáculo para su realización. Además se extrae que cuando el impedimento no es tan grave se ha optado por realizar una adecuación especial. Pero en el caso concreto,  el recurrente fue sometido a conocimiento del médico institucional para determinar su imposibilidad física o mental y resultó que el recurrente está en capacidad de realizar las pruebas del Ministerio de Educación Pública, por esa razón, se declara sin lugar el recurso. SL

INTIMIDAD

4180-12 ANTECEDENTES PENALES. BUSQUEDA EN GOOGLE PERJUDICA SU DERECHO A LA INTIMIDAD. El recurrente acusa que al consultar su nombre en las páginas de Internet como “Google”, le aparece su nombre completo más una ficha de sentencia. Manifiesta que esta publicación le perjudica mucho a nivel laboral, social, moral, psicológico y sobre todo, su estabilidad económica, pues como ciudadano que inició una nueva oportunidad en la sociedad costarricense, su imagen se ve nuevamente afectada con este tipo de publicaciones que le cierran nuevas oportunidades de surgir como persona. Se declarar con lugar el recurso por la violación del derecho tutelado en el artículo 24 de la Constitución Política.  CL.

3998-12. DATOS PERSONALES. SE ORDENA A EMPRESA ELIMINAR CIERTOS DATOS DE SU BASE.  El recurrente acude en resguardo de su derecho a la autodeterminación  informativa  e  intimidad,  ya  que  alega  que  las  empresas recurridas difunden información confidencial suya sin su debido consentimiento, la cual  incluso  se encuentra  desactualizada   o  es  falsa. Además, acusa   que  se debe condenar a todas las instituciones públicas que brindaron sus datos. Sobre el tratamiento de los datos personales en la Ley número 8968, denominada "Ley  de Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales". Luego de la aprobación de esta Ley 8968, nuestro país delimitó claramente cuáles son  los datos personales que pueden  ser susceptibles  de publicación y/o divulgación por terceras personas o empresas que se dediquen a esta actividad, y cuales no. Para efectos de la resolución de este recurso de amparo en concreto, resulta particularmente interesante lo señalado en el apartado 3 de este artículo, en donde se indica de manera expresa  que la dirección exacta de la residencia de una persona, su fotografía, así como los números de teléfono privados y otros de igual naturaleza, no pueden ser considerados como datos personales de acceso irrestricto; es decir, que su divulgación por terceros no es permitida sin el consentimiento expreso y libre del titular de esa información, lo cual no se dio en la especie. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de la empresa Protectora de Crédito Comercial Sociedad Anónima, y al Presidente de la empresa Cero Riesgo Información Crediticia Digitalizada Sociedad Anónima, que de inmediato eliminen de sus bases de datos la información existente que esté referida a las direcciones físicas, teléfonos celulares, y fotografías a nombre del recurrente. CL
3302-12. IMAGEN. VIDEO EN INTERNET SUBIDO POR DIRECTOR DE ESCUELA PERJUDICA  LA IMAGEN DE MAESTRO. El recurrente considera conculcados sus derechos a la imagen e intimidad por cuanto el Director de la Escuela Manuel María Gutiérrez, ejecuta políticas institucionales que considera contrarias a sus derechos, al colocar en Internet un video en el que aparece el cual ha sido motivo de burlas.  En el presente caso no observa esta Sala la violación alegada por el amparado con fundamento en lo que a continuación se expone. El video objeto  de discusión, proviene  de una grabación que el mismo recurrente autorizó. Es decir, que este en todo momento supo que su imagen estaba siendo grabada por medio de un teléfono celular de un estudiante. Del escrito de interposición se desprende que todo se basa en meras especulaciones que realiza el amparado, sin mayor sustento probatorio y sin que se sepa con la veracidad que amerita la situación que el supuesto video, que manifiesta el recurrente fue gravado con su autorización, haya sido colocado en Internet por la persona del Director ni mucho menos que este lo haya obtenido de manera irregular.  En consecuencia, de la información recabada  no se aprecia una lesión a la intimidad ni imagen del amparado, puesto  que el video fue grabado  con su autorización en el centro educativo donde trabaja y en horas laborales. En estas condiciones no parece que exista una lesión o amenaza individualizada o individualizable respecto  de la imagen e  intimidad del recurrente, razón por la que se declara sin lugar el recurso, tal como en efecto se ordena. Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
3362-12. AUTODETERMINACIÓN INFORMATIVA.  EMPRESA PRIVADA MANTIENE DATOS SENSIBLES EN SU BASE DE DATOS SI AUTORIZACIÓN DE USUARIO.  La recurrente acusa la violación de sus derechos fundamentales, así como de su derecho a la autodeterminación informativa, pues se considera afectada  a causa  de la información que mantiene la empresa recurrida, en la que se encuentra su fotografía, estado  financiero y crediticio, números telefónicos, domicilio. Indica que ella no ha autorizado dicha información y que la recurrida comercie con ella, puesto que cada consulta a la base de datos dicha, tiene un costo  económico. Este Tribunal descarta  la lesión que acusa la recurrente, pues de la consulta se extrajo que la información contenida a nombre de la recurrente se encuentra debidamente identificada con su número de cédula y además no contiene ninguna información de naturaleza sensible, según el artículo 9.1  de la Ley 
8968, sino más bien datos de acceso irrestricto conforme  lo establecido por el artículo 3 b y c en relación con el artículo 5 b, ambos de la Ley 8968. Además, no aparece ninguna referencia comercial, ni ha consignado ninguna deuda, con lo cual no estima esta Sala que en el caso bajo estudio se haya producido la violación alegada a los derechos fundamentales de la recurrente, pues por un lado la Sala ha avalado la existencia de protectoras de crédito como la empresa recurrida, siempre que la información sea veraz, actualizada y no sea privada, y por otro, porque del estudio realizado no se constata violación a su derecho a la intimidad y autodeterminación  informativa.  En todo caso,  debe recordar la recurrente la posibilidad que tiene de acudir ante la empresa recurrida a consultar y corregir cualquier información que se encuentre a su nombre, para lo cual no se le puede cargar ningún costo.  Se declara sin lugar el recurso.   SL
3712-12. INFORMACIÓN EN INTERNET. OBLIGACIÓN DE PROTEGER DATOS EN SENTENCIAS. La recurrente reclama que al escribir su nombre en el buscador electrónico Google, aparece el enlace directo a la página de internet del Sistema Costarricense  de Información  Jurídica, en el que se encuentra una sentencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, relacionada con una demanda de   impugnación   de paternidad interpuesta por su padre, en la que se ventilan cuestiones muy íntimas de su familia. El tema que se plantea en el presente asunto, ha sido tratado por este Tribunal Constitucional en anteriores oportunidades, en las que se ha ido perfilando un criterio jurisprudencial que se ha decantado por la reserva de los datos personales en las sentencias en materia penal, precisamente, atendiendo a la naturaleza sensible de esa rama del derecho, excluyendo otras disciplinas jurídicas. No  obstante,  bajo  una  mejor  ponderación,  atendiendo  a  las particularidades del caso concreto, esta Sala reconsidera esa tesis expuesta y estima que lleva razón la recurrente en su alegato, toda vez que, la materia de familia pertenece a la esfera íntima de cada individuo, siendo que los conflictos que se susciten en su seno no tienen por qué ser del conocimiento inmediato de terceros ajenos a éste. En ese orden, si bien, las sentencias como tales son documentos públicos y, por ende, su acceso es irrestricto, lo cierto es que, atendiendo a lo dicho, resulta razonable la protección de los datos contenidos en ellas que permitan identificar a las partes involucradas y vincularlas con el conflicto específico. Es claro que la difusión de las sentencias, en este caso, vía Internet, constituye un instrumento necesario  para garantizar la transparencia  de la Administración de Justicia amén de que es un medio idóneo para que la población tenga conocimiento de los criterios jurídicos que resultan aplicables en las distintas ramas del derecho. No obstante, para lograr esos propósitos, en materia de familia podría resultar innecesaria  la publicación de todos aquellos datos que permitan identificar a las partes involucradas  en el conflicto, sobre todo, considerando que en muchos de los asuntos que se ventilan en esa jurisdicción, hay menores de edad de por medio. Según lo informado por el Director de Tecnología de Información del Poder Judicial, a partir del 2006, el Digesto de Jurisprudencia inició el proceso de eliminación de datos personales en sentencias que se publican en el Sistema Costarricense de Información Jurídica, en relación con los menores de edad en asuntos penales, protección que se ha ido, extendiendo a asuntos de familia y respondiendo  a solicitudes de las partes interesadas (ibidem). En el caso concreto de la tutelada, con posterioridad a la notificación del auto de curso de este amparo, se dispuso la eliminación de sus datos personales en la sentencia señalada (informe rendido bajo juramento por el Director de Tecnología de Información del Poder Judicial en el SCGDJ). Bajo este orden de consideraciones, este Tribunal concluye que, en el sub lite, se produjo la violación del derecho a la intimidad de la tutelada y, en esa medida, se impone estimar el presente recurso sin orden particular pues como se dijo, ya se dispuso la eliminación de los datos personales de la tutelada en la sentencia indicada. Se declara con lugar el recurso por la violación del derecho a la intimidad, tutelado en el artículo 24 de la Constitución Política. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los cuales se liquidarán en el proceso ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
LIBERTAD DE PRENSA
3333-12. PERIODISTA. NO SE LE PERMITE INGRESAR A LA GRAMILLA DEL ESTADIO NACIONAL. El recurrente reclama que al amparado no le permitieron el ingreso a la gramilla del Estadio Nacional cuando se presentó a cubrir un evento deportivo, lo cual considera lesiona sus derechos pues no pudo llevar a cabo su trabajo. Esta Sala no estima que la lesión que acusa el recurrente sea flagrante, evidente y arbitraria, toda vez que las autoridades recurridas informan bajo fe de juramento que en ningún momento se le negó la posibilidad de cubrir el evento deportivo, por lo que pudo  llevar a cabo  sus labores como periodista, la única restricción impuesta fue el no entrar a la gramilla natural del estadio en aras de proteger la misma. SL
LIBERTAD DE TRANSITO

3352-12. AGUJAS. UBICADAS EN URBANIZACIÓN. La recurrente acusa que la Asociación de Vecinos del Residencial Esteban colocó una caseta de seguridad y un portón que restringe el paso por la calle pública que lleva hasta su casa de habitación, ubicada dentro de dicha urbanización. Señala que, para poder ingresar o salir de la urbanización, requiere que uno de los guardas de seguridad ubicados en la casete proceda a desbloquear el portón y, luego, ella debe bajarse de su vehículo para presionar un botón que abre el portón. Acusa que ella y su familia son los únicos afectados por tal situación, pues, en el caso del resto de los habitantes de la urbanización, los guardas de seguridad proceden a abrir el portón. En el caso en estudio ha quedado plenamente acreditada la existencia de portones, controlados desde una caseta de seguridad. Tales obras no cuentan con permisos de construcción y funcionamiento emitidos por la Municipalidad de Alajuela y los portones y la caseta se encuentran invadiendo el derecho de vía.  Además, en el caso particular de la amparada, como está morosa en el pago de la seguridad privada, se dispuso que los guardas ubicados en la caseta de seguridad no le abrieran el portón, por lo que la amparada la debía bajarse de su vehículo para accionar el mecanismo que abre el portón. Con sustento en lo anterior, se acredita que sí se ha configurado una infracción al derecho fundamental de la amparada al libre tránsito. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena  al Presidente de la Asociación de Vecinos del Residencial Esteban, que no se impida u obstruya en forma alguna el ingreso de la amparada y de las personas  que habitan con ella, al Residencial Esteban,  y se ordena  al Alcalde Municipal, y al Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Alajuela, que adopten de forma inmediata las acciones pertinentes, a fin de ajustar la caseta de seguridad y portones ubicados a la entrada del Residencial Esteban a lo dispuesto en la Ley de regulación de mecanismos  de vigilancia del acceso a barrios residenciales con el fin de garantizar el derecho  fundamental a la libertad de tránsito, Ley No. 8892 de 10 de noviembre de 2010, de forma tal que no se obstruya o impida, de manera indebida, el libre tránsito vehicular y peatonal al residencial, ni se invada el derecho de vía. CL
MINORIAS
4524-12. DISCRIMINACIÓN. PRIVADO DE LIBERTAD ACUSA QUE NO SE LE PERMITE VESTIR COMO MUJER. El recurrente manifiesta que  las autoridades  penitenciarias  le prohibieron   la salida  a  la escuela, iglesia  y a otras actividades por  sus  preferencias sexuales  y modo de vestir. Se declara CON LUGAR el recurso, en consecuencia se le ordena al Director del Centro de Atención Institucional Reforma: 1) Girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que los funcionarios del centro penal recurrida se abstengan de volver a incurrir en los actos que dieron mérito para acoger este recurso. 2) Girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que al amparado se le permita vestir como mujer o de la forma en que él considere, siempre y cuando tal vestimenta no sea evidentemente escandalosa o que se demuestre mediante acto motivado que con ello alteró el orden o la seguridad del centro penal. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto. CL
3296-12. DISCAPACIDAD. HOSPITAL DE GOLFITO NO CUMPLE CON LAS  DISPOSICIONES DE LA LEY 7600. El recurrente manifiesta,  que el Hospital de Golfito es frecuentado por personas con discapacidad, pero no cuenta con las mejores condiciones de infraestructura para brindar un servicio óptimo para las personas con discapacidad, dado que de tres entradas, dos están frente a la calle principal de Golfito, y solo una de ellas tiene una rampa para personas con discapacidad y no cumple las medidas de seguridad, ni de comodidad para que se pueda utilizar con facilidad. Los estacionamientos para discapacitados son una trampa, porque no son de concreto, sino más bien de césped, están cerrados con cadenas y algunos son utilizados por personas que tienen discapacidad para estacionar automóviles, ya que no tienen ningún tipo de señalización. Dicha situación violenta la Ley 7600. Se declara CON LUGAR  el recurso.  Se ordena  al Director Médico del Hospital de Golfito, a la Gerente de Infraestructura y Tecnología de la Caja Costarricense de Seguro Social, y a la Presidenta Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social,  inicien las gestiones  que  están  dentro  del  marco  de  sus competencias para que coordinen la elaboración inmediata de un plan de acción de mejoramiento de las condiciones  de infraestructura  del Hospital de Golfito,  de forma tal que se cumpla a cabalidad con las obligaciones establecidas en la Ley N° 7600. Plan que deberá tomar en cuenta las recomendaciones que se deducen de la inspección   realizada por el Ministerio de Salud según oficio BRU-ARS-G-ERS-FG-023-2012 del 28 de febrero del 2012, y que deberá estar ejecutado y plenamente finalizado dentro del plazo máximo de SEIS meses calendario contados a partir de la comunicación de esta resolución. CL
3360-12. DISCAPACIDAD. LÍNEA DE BUS LA 400 DE HEREDIA NO CUMPLE CON DISPOSICIONES DE LA LEY 7600.  La recurrente, considera violado su derecho a la igualdad en tanto persona discapacitada, el pasado 5 de febrero del 2012 intentó abordar un bus hacia Heredia de la Línea de Bus La 400, pero tuvo que esperar varias horas (tanto de ida como  de regreso) pues ninguno contaba  con rampa. Acusa inercia del MOPT en su labor de fiscalización de cumplimiento de la Ley 7600, y violación directa por parte de la empresa recurrida.  Se declara PARCIALMENTE  CON lugar el recurso,  en consecuencia se ordena al Ministro de Obras Públicas y Transportes tomar de inmediato todas las acciones que estén dentro  del ámbito de su competencia  para: 1) Fiscalizar de manera  oportuna  a  las  empresas concesionarias  de  transporte  público  para asegurarse que estas cumplan a cabalidad con las obligaciones establecidas en la Ley 7600. 2) Abrir una investigación sobre el caso que plantea la recurrente en contra de la empresa TRANSPORTES UNIDOS LA CUATROCIENTOS S.A., el cual deberá ser resuelta en el plazo máximo de UN mes calendario, al cabo de cual se deberán tomar las acciones sancionatorias y correctivas correspondientes, en caso de constatarse alguna falta. CL Parcial
3677-12. ACCESO A LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. DEBER DE LAS MUNICIPALIDADES DE GARANTIZAR EL ACCESO DE LOS BIENES PÚBLICOS BAJO SU CUIDADO A LAS PERSONAS CON CAPACIDADES ESPECIALES. La recurrente reclama violación a sus derechos fundamentales, pues el Edificio de la Municipalidad de la Unión de Cartago carece de una rampa que facilite el acceso a personas con discapacidad, lo que impide participar en las sesiones municipales. Estima la Sala que los entes municipales tienen el deber de garantizar que sus bienes sean utilizables por las personas que tengan alguna discapacidad, por lo que es la propia municipalidad la que debe de llevar a cabo de manera rápida los ajustes necesarios para eliminar cualquier obstáculo que impida a esta población desplazarse y tener así una vida independiente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde, y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de La Unión, que en el término improrrogable de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta resolución, tomen las medidas que sean necesarias para garantizar el acceso de todas las personas con discapacidad a aquellas áreas que sean de acceso al público en el edificio que ocupa la Municipalidad de La Unión. El Magistrado Castillo Víquez pone nota. CL
2918-12. MENOR DE EDAD. ASOCIACIÓN QUE RECIBE FONDOS PÚBLICOS NO LE ENTREGA SILLA DE RUEDAS. La recurrente alega que realizó una solicitud de la silla especial que requiere su hijo, debido a que sufre una discapacidad mitocondrial, a la Asociación Josefina Ugalde Céspedes, quien se lo compró a la empresa Chupis y se le fue debidamente entregada. No obstante, tuvo que devolverla en tres oportunidades por no cumplir con los requisitos de la ficha técnica. Señala que todavía no se le ha entregado la silla, pues la Asociación citada se encuentra esperando que se le gire el dinero de la Junta de Protección Social, ya que tienen que pagarle a la empresa mencionada una diferencia del cuarto coche, mientras tanto la salud de su hijo se sigue deteriorando. Se analiza el deber de brindar atención prioritaria a las personas menores de edad. En el caso concreto se tiene que si bien, la Asociación Josefina Ugalde Céspedes es una organización de constitución privada, firmó un convenio de ayudas técnicas con la Junta de Protección Social, a fin de colaborar con grupos de población en condición de vulnerabilidad, razón por la cual recibe fondos públicos para cumplir con tal fin. Es bajo ese contexto que atendió la solicitud de la recurrente de la silla especial que requiere su hijo, debido a que sufre una discapacidad mitocondrial,  y la cual formuló desde  inicios del año 2010. Al respecto,  considera  esta  Sala  que existe responsabilidad en los hechos acusados  por parte de los tres recurridos. Es evidente que no se dio una fiscalización adecuada en la contratación realizada a la empresa  Chupis, quien además, no contestó la audiencia conferida acerca del presente amparo. Aparte, la espera de prácticamente dos años en que se ha tenido al menor amparado, que sufre una discapacidad mitocondrial no hay duda que influye en forma negativa en su estado de salud. También se considera a la Junta de Protección Social como responsable en ese menoscabo al derecho a la salud de la tutelada, en virtud de más de cuatro meses después que fue aprobado el nuevo convenio para el 2011 que firmó con la Asociación recurrida, procedió a depositar  el dinero y se alega que éste era necesario para contratar el cuarto coche. Sin que sea aceptable el argumento de que la recurrente se retardó en escoger la ficha técnica con las instrucciones para la silla, pues se desprende de los autos que esa elección la realizó desde un inicio y sí se requería una nueva selección, se le debió comunicar, lo cual no consta que se haya hecho. De ahí que se estime procedente el amparo, aunque, únicamente, contra la citada Junta y la asociación recurrida, no así respecto  al Hospital Monseñor Sanabria, ya que no ha tenido responsabilidad alguna en los hechos acusados como violatorios al derecho a la salud del amparado. Se declara con lugar el recurso, únicamente, contra el Presidente de la Junta de Protección Social y la Asociación Josefina Ugalde Céspedes. Se ordena  a la Apoderada Generalísima de la Asociación Josefina Ugalde Céspedes, que en el plazo de un mes, contado a partir de la notificación de esta resolución, le entregue a la recurrente, la silla especial que requiere el amparado. Respecto a las autoridades médicas del Hospital Monseñor Sanabria Martínez de Puntarenas, se declara sin lugar el recurso. CL
2916-12. DISCAPACIDAD. TERMINAL DE MICROBUSES DE HEREDIA INCUMPLE LEY 7600. Acusa el recurrente que con la tolerancia de las autoridades del Ministerio de Salud y del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, la empresa Microbuses Rápidos Heredianos, incumple con lo preceptuado en Ley de Tránsito por vías públicas y Ley 7600 y su Reglamento, en perjuicio de las personas discapacitadas y adultas mayores, pues en San José no tiene una Terminal de Buses y en Heredia, aun cuando la tiene, no cumple con los requisitos técnicos y legales. Además agrega que tal situación la denunció ante las autoridades sanitarias, pero a pesar de que la Ministra de Salud ordenó al Director Regional de la Rectoría Central sur, darle seguimiento al caso, no se le informado al respecto.  Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso. En consecuencia se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud Carmen, Merced, Uruca y Director Regional de Rectoría de la Salud Central Sur del Ministerio de Salud, o a quienes ocupen esos puestos, que INMEDIATAMENTE informen al recurrente sobre el resultado de la denuncia por él interpuesta, según se instruyó así en oficio N° DM-2653-2010 .  En lo demás y respecto a las demás autoridades recurridas, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
MUNICIPALIDAD
4187-12. AGUAS PLUVIALES. MOVIMIENTOS DE TIERRA PROVOCAN QUE AGUAS PLUVIALES SE FILTREN EN VIVIENDAS Los recurrentes, vecinos del Residencial San Gerardo, Bloque K, ubicado  en San Rafael de Alajuela, acusan que en el 2007, en un inmueble colindante a sus propiedades se realizaron movimientos de tierra (relleno), lo que ha provocado que las aguas pluviales que caen en ese terreno se filtren  a las viviendas de los actores, causándoles problemas  de contaminación. Amén que el nivel de la tierra llegó a la altura de sus tapias, por lo que esas estructuras no resistieron la presión y se derrumbaron. Acusan que pese a que las autoridades recurridas han sido puestas en conocimiento de esta situación que les afecta, a la fecha de interposición de este amparo, no han adoptado las medidas necesarias para solventarla y salvaguardar así su integridad y salud ante el peligro de deslizamiento sobre sus viviendas y contaminación. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por lo que se les ordena al Alcalde Municipal y al Coordinador del Proceso de Control Fiscal y Urbano, ambos de la Municipalidad de Alajuela, o a quien ocupe en su lugar esos cargos, adoptar las medidas que correspondan conforme la legislación municipal vigente, a efecto de solucionar el problema que afecta a los recurrentes, vecinos del bloque K del Residencial  San Gerardo, San Rafael de Alajuela dentro de un plazo no mayor a los dos meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL Parcial 

4166-12. CALLE PÚBLICA. OMISIÓN DE LA MUNICIPALIDAD DE UPALA DE SOLUCIONAR SITUACIÓN EN CALLE PÚBLICA. El recurrente reclama que la Municipalidad de Upala no le da mantenimiento a la calle en El Gavilán de Dos Ríos de Upala, misma que se declaró calle pública desde hace 18 años. La Municipalidad informó que se iba a realizar el bacheo emergente de la calle, no obstante, a la fecha no se ha realizado ninguno de los trabajos indicados. Agrega que debido a la gran temporada lluviosa que afecta la zona, el camino se inunda y se hace imposible el paso. Se  declara  con  lugar  el  recurso.  Se  ordena  al Alcalde de la Municipalidad de Upala, que en el improrrogable plazo de TRES MESES, inicie las acciones necesarias para solucionar el problema del camino público cantonal situado a 700 metros al norte de la construcción de la Iglesia Católica en El Gavilán de Dos Ríos de Upala. Todo con la debida planificación y las previsiones presupuestarias necesarias de recursos  para  que, conforme  a  la  disponibilidad  de  éstos,  se  dé  una  solución efectiva al recurrente y los vecinos del lugar. Se le ordena a la Contraloría General de la República, no aprobar presupuestos o modificaciones a éstos durante el próximo ejercicio presupuestario provenientes de la Municipalidad de Upala, si no incluyen las partidas respectivas para dar cumplimiento a este fallo. CL
4523-12. DESALOJO. EDIFICIO DEL PODER JUDICIAL. El recurrente manifiesta que  el  Poder  Judicial arrienda un  local ubicado en Rohrmoser, Pavas. Indica que se le notificó a esta institución una orden de desalojo del inmueble en un plazo de 30 días, por considerar que es contrario al  uso de suelo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se dejan sin efecto las órdenes de desalojo dictadas por la Municipalidad de San José, en contra del Poder Judicial, así como su confirmación por el despacho del Alcalde. CL

4178-12 TARIFAS. CONSEJO MUNICIPAL APRUEBA ALZA DE TARIFAS, IGNORANDO EL PRINCIPIO DE PARTICIPACION.  El recurrente  indica que el Concejo Municipal de San Carlos, en el artículo 26, acta 65, de la sesión ordinaria del 3 de octubre de 2011, acordó aprobar el alza de las tarifas de los servicios de acueducto y de recolección de desechos sólidos que presta la Municipalidad, según se publicó en La Gaceta No. 199 del 18 de octubre de 2011. Señala que en tal caso se ignoró el principio de participación ciudadana, pues no existió previa audiencia pública o consulta popular. Además, considera que el aumento aprobado es desproporcionado y abusivo. Según las consideraciones presentes en la sentencia esta Sala declara parcialmente con lugar el recurso, por la lesión del principio de participación ciudadana, consagrado en el artículo 9 de la Constitución Política. Se anula el acuerdo del Concejo Municipal de San Carlos, contenido en el artículo 26, acta 65, de la sesión ordinaria del 3 de octubre de 2011, sin que ello suponga la obligación de la Municipalidad  de San Carlos de repetir lo ya pagado, y se ordena al Alcalde Municipal de San Carlos, programar la audiencia pública que aquí interesa, permitiendo la participación de los interesados. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial 

4001-12. REGIDOR. SE RECUSA A REGIDOR POR PARTICIPAR EN SESIÓN ESTANDO INCAPACITADO. El recurrente, quien asegura ser Regidor del Concejo Municipal de Puntarenas, reclama que se le recusó y se le impidió participar en la condición dicha, en las sesiones de ese órgano colegiado Nos. 160, 161 y 163 de fechas 30 de enero, 6 y 13 de febrero, todas de 2012. Lo anterior, con fundamento en un informe de la Auditoría Municipal que detalló que el tutelado había sesionado como Regidor pese a que se encontraba incapacitado por la Caja Costarricense de Seguro Social en fechas 4 y 8 de junio, 1, 6, 8 y 13 de setiembre, el 25 de octubre, el 1, 3, 8, 10 y 15 de noviembre, todas de 2010. Considera que el Concejo Municipal está ejerciendo su “potestad disciplinaria” sin seguir el debido proceso. En este caso, considera la Sala que se descarta que se esté ante una lesión de los derechos fundamentales del recurrente. En efecto,  la actuación no resulta arbitraria o ilegítima. Al recurrente se le solicitó excusarse y, después, se le recusó de conocer un recurso en el que, precisamente,  se cuestionaba su participación como Regidor estando gozando de una incapacidad extendida por la Caja Costarricense de Seguro Social, decisiones para las que, como parece entender el recurrente, no debía seguirse un procedimiento administrativo. De hecho, no se trata, pues, de una sanción disciplinaria como se desprende de los argumentos ofrecidos por el actor, sino de la aplicación del régimen de impedimentos. En todo caso, conviene aclarar que no toda infracción al orden legal o reglamentario en materia de impedimentos, recusaciones, excusas debe ser conocida en esta Sede así como tampoco constituye mérito  suficiente  para  tener  por  acreditado  un  roce con  el Derecho de la Constitución.  Finalmente, estima este Tribunal que la situación sub examine debió haberse planteado a través de los mecanismos legales previstos en la legislación. Se declara sin lugar el recurso. SL

3556-12. DESALOJO. DESALOJO DE OFICINA MUNICIPAL SIN ORDEN JUDICIAL NI ADMINISTRATIVA. El recurrente manifiesta que sin mediar ninguna orden judicial ni administrativa, el Comandante  de la Fuerza Pública de Goicoechea, por orden verbal directa de la Alcaldesa Municipal de dicha comunidad, se apersona a desalojar de su oficina de Obras Sociales a la aquí ofendida, que dicho acto administrativo se ejecutó pese a que el mismo nunca ha sido revocado por el Concejo Municipal, en razón que fue dicho Concejo quien creó la Oficina de Obras Sociales; la acción policial fue  ejecutada  en  conjunto  con  el  Jefe  de  Parquimetristas  de  la  citada Municipalidad, abusando de su autoridad y con matonismo le ordenaron a la aquí ofendida desalojar de inmediato el local.  Considera la Sala que en el presente caso no se han vulnerado la libertad ni integridad personal de la recurrente, en las actuaciones consistentes en la atención normal de un episodio que comprometía la seguridad dentro de un edificio municipal, ante la irrupción en esas dependencias de la amparada y un grupo de acompañantes, a fin de permanecer en un despacho. Desde el punto de vista de la libertad e integridad tuteladas mediante el hábeas corpus, el recurso carece de fundamento fáctico pues no hubo ningún asomo de restricción de esos derechos. SL
3307-12.  DERRUMBE.  RETARDO EN REPARAR CARRETERA A TAMBOR DE ALAJUELA POR DERRUMBE PONE EN RIESGO LA VIDA DE CONDUCTORES.  El recurrente manifiesta que se dio un derrumbe en  la comunidad  de  Calle  Vargas, perteneciente al Distrito de Tambor, del Cantón Central de Alajuela, específicamente en la carretera que une al distrito de Tambor con el distrito de Sabanilla de Alajuela, el cual desestabilizó la carretera. La Comisión Nacional de Prevención de Riesgos de Atención de Emergencias (CNE) por medio de un informe de Geología, ordenó el cierre inmediato del paso por esta carretera, lo cual se ejecutó de forma parcial por parte de la Municipalidad de Alajuela, ya que los vehículos continúan circulando por este sitio, sin la señalización respectiva, lo que pone en peligro la vida de las personas  que transitan por ahí. Se declara parcialmente con lugar el recurso.  Se ordena al Alcalde de Alajuela, que: 1) adopte  las medidas  necesarias para que en el plazo de seis meses, contado  a partir de la notificación de esta sentencia, la carretera que une al distrito de Tambor con el distrito de Sabanilla de Alajuela, sea reparada, para cuyo efecto coordinará lo pertinente con los demás órganos o entes estatales involucrados; 2) proceda con el cierre de la carretera antedicha hasta tanto no sea reparada; 3) defina rutas alternas que sean habilitadas en caso  de que paso  actual quede inutilizado. En cuanto a la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
3319-12.  PARQUE INFANTIL.  DEBIDO A PROXIMIDAD CON VIVIENDA LOS GOLPES EN LA PARED PROVOCA RUIDO EXCESIVO Y DAÑOS. El recurrente alega que contiguo a la vivienda de los amparados existe un parque infantil   que pone en peligro la estructura de dichas viviendas, debido  a que no existe una valla divisoria que impida que las bolas choquen contra las pareces, lo cual perturba su tranquilidad, además que dicha área de juegos no cuenta con alcantarillado de aguas pluviales. Se declara con lugar el recurso únicamente en relación con la Municipalidad de Heredia. Se ordena al Alcalde y al Presidente del Concejo  Municipal, ambos  de la Municipalidad de Heredia, que deben de proceder de inmediato a dictar y ejecutar las órdenes necesarias para solucionar en forma definitiva el problema aquí denunciado, así como comunicar a los amparados en el plazo de 8 días contado a partir de la notificación de esta sentencia, las medidas adoptadas para tal fin. CL
3644-12. ALCANTARILLADO SANITARIO. DEBER DE LAS MUNICIPALIDADES DE ADMINISTRAR LOS ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS LOCALES. Los recurrentes señalan que la inacción de las autoridades recurridas en instalar un alcantarillado público sanitario y su respectiva planta de tratamiento les genera un grave problema de salud y de contaminación ambiental. Estima la Sala que corresponde a la Municipalidad atender la denuncia planteada por los recurrentes, no únicamente por el hecho de que el problema en cuestión calza dentro del denominado "interés local" de su cantón, sino también cuando tienen a su haber la administración de los acueductos y alcantarillados del cantón o bien, cuando el problema a  solucionar  tenga  de  por  medio  la  tutela  de  derechos fundamentales  cuyo  remedio  no  requiera conocimientos  especial  o técnicos que solo pueda brindar un ente determinado. Se declara con lugar el recurso por violación al derecho a la salud y a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, únicamente en cuanto se dirige contra la Municipalidad de Aserrí y el Ministerio de Salud. Se ordena al Alcalde Municipal de Aserri, y a la Presidenta del Concejo Municipal de Aserri: a) resolver y comunicar en el plazo de diez días contado a partir de la comunicación de esta sentencia, la denuncia por contaminación presentada el 23 de agosto de 2010 por las recurrentes y b) tomar DE INMEDIATO las medidas que sean necesarias y que estén dentro del ámbito de su competencia -en coordinación con las autoridades pertinentes- dirigidas a hacer cesar e impedir que de los inmuebles  de la comunidad de Aserri se dispongan las aguas servidas a la red de alcantarillado pluvial. Se ordena  a la Ministra de Salud: a) tomar las medidas pertinentes para que DE INMEDIATO se giren las órdenes sanitarias respectivas en atención a la denuncia planteada por las recurrentes y b) asumir dentro del ámbito de su competencia los actos necesarios que impidan y hagan cesar la contaminación de las aguas en el Cantón de Aserrí como causa de la inadecuada disposición de las aguas servidas. En cuanto a las demás recurridas se declara sin lugar el recurso. CL
3702-12. ALCANTARILLADO SANITARIO. DEBER DE LAS AUTORIDADES SANITARIAS DE TOMAR LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA VELAR POR LA SALUD DE LOS HABITANTES. El recurrente considera vulnerados sus derechos fundamentales, por el hecho de que las acciones de la propietaria del inmueble que colinda con su casa de habitación, obstruyó la zanja que descarga  las aguas pluviales de varios vecinos. Indica la Sala que la atribución de crear y mantener las redes del alcantarillado sanitario, le corresponde a las municipalidades por cuanto éstas, según el artículo 3 del Código Municipal vigente, son las principales obligadas  de velar por los intereses y servicios cantonales  dentro de la jurisdicción que tengan a su cargo y porque expresamente así se deriva del artículo 169 de la Constitución Política que establece la competencia genérica   de las Municipalidades  en esta materia. Sin embargo,  en atención a lo dispuesto  por el artículo 2  de la  Ley Constitutiva  del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, tal obligación debe ser compartida con el  Instituto Nacional de Acueductos y Alcantarillados, ya que éste, como órgano rector de la materia, es el encargado a nivel nacional de dirigir, coordinar y vigilar todo lo concerniente  a la evacuación de aguas negras, alcantarillados y contaminación de los recursos de agua. No obstante, el Ministerio de Salud, dentro del ámbito de sus competencias, también se encuentra directamente obligado a actuar en esta materia. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director del Área Rectora de Salud de Osa del Ministerio de Salud, que gire las órdenes pertinentes y lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que de inmediato emita las órdenes necesarias para asegurar el libre curso de las aguas pluviales que aquejan al recurrente. En cuanto a la Municipalidad de Osa, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

PENSIONES ALIMENTARIAS

4185-12. DEFENSOR. AUSENCIA DE ASISTENCIA LETRADA EN EL PROCESO ALIMENTARIO A FAVOR DEL AMPARADO.. La recurrente demandó la tutela de sus derechos de acceso a la justicia y a la defensa, pues, en su criterio, se encuentra en estado de indefensión, toda vez que, en el proceso alimentario que se promovió a su favor, no cuenta con asistencia letrada. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se le ordena a la Jueza de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de San Joaquín de Flores, coordinar  lo necesario con   la Defensa Pública de esa localidad, para que, de inmediato,   en el proceso alimentario Nº 08-001146-0925-PA,  se le asigne un defensor público a la amparada y su hermano.CL Parcialmente. 

3559-12. APREMIO CORPORAL. ORDEN DE APREMIO CONTRA LA AMPARADA A PESAR DE LA ANULACIÓN DE LA CUOTA ALIMENTARIA. Alega el recurrente que a la amparada se le impuso una pensión provisional a favor de sus padres, el Juzgado Segundo de Familia dispuso reservar la fijación de la cuota alimentaria para el momento  en que se dicte sentencia. Asimismo, acota que se han presentado solicitudes de apremio corporal en su contra, las cuales se encuentran en trámite, a pesar de la anulación de la cuota alimentaria provisional, por lo que su derecho a la libertad se encuentra en peligro inminente. Se constata que los actores del proceso solicitaron órdenes de apremio corporal en contra de la amparada, las cuales fueron recibidas y agregadas al expediente de acuerdo al debido proceso y el principio de transparencia. Sin embargo, no quiere decir que el juez haya ordenado el apremio corporal, ya que de acuerdo con su obligación debe recibirlas, y posteriormente valorar la solicitud y resolverla de manera escrita. Constatándose que no existe orden de apremio en contra de la amparada, procede declarar sin lugar el recurso. SL
3080-12. PENSIÓN PROVISIONAL. RESOLUCIÓN QUE FIJA MONTO DE DEUDA ALIMENTARIA CARECE DE FUNDAMENTACIÓN. El recurrente considera lesionados sus derechos fundamentales, en particular los contenidos en el artículo 39 constitucional, en virtud de que la resolución mediante la cual el Juzgado Segundo de Familia del Primer Circuito Judicial de San José, en alzada, revocó el monto de la cuota alimentaria provisional que le había sido impuesta y fijó un monto mayor, carece de la debida fundamentación.   Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la resolución del Juzgado Segundo de Familia del Primer Circuito Judicial de San José de las 09:13 horas del 08 de febrero de 2012, por falta de fundamentación, ello sin perjuicio de que la autoridad judicial recurrida resuelva fundadamente, la fijación del monto de pensión provisional anulada. CL
PODER EJECUTIVO
3956-12. ACERAS. EN CARRETERA A CALDERA. La recurrente solicita a esta Sala que se ordene la construcción de un puente peatonal a la altura de Ferretería EPA y el Walmart (antiguo  Hipermás)  en  Escazú.  Lo  anterior,  por  cuanto,  con  la construcción de la carretera San José-Caldera se ha incrementado la inseguridad vial en la zona, siendo que los transeúntes deben cruzar las calles y carreteras con mucho tránsito, lo que representa un peligro para su integridad física. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Directora Ejecutiva del Consejo de Seguridad Vial, al Presidente y Secretario Técnico del Consejo Nacional de Concesiones y a quien ejerza el puesto de Gerente del Proyecto San José Caldera, de ese mismo Consejo,  para que dentro del ámbito de sus competencias, construyan las aceras que hacen falta para garantizar la seguridad del tránsito de los peatones  en el sector  de la ruta No.27 a la altura de la Ferretería EPA y Walmart. Lo anterior, deberá ejecutarse dentro de un plazo de 18 meses contado a partir de la notificación de la presente sentencia, bajo la advertencia que, de conformidad con el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se le impondrá prisión de tres meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. CL

3978-12. CALLE PÚBLICA. PARTICULAR CIERRA ACCESO A CALLE PÚBLICA. El  recurrente  reclama  violación  de  los derechos fundamentales, pues en  la  ruta número 170 que conecta el cantón de La Cruz con Upala,  no  existe acceso   por  el  tramo comprendido   entre  la  Virgen  y  Hacienda Buena  Vista,  ya  que  el  dueño  de  una  finca  lo  cercó  alegando  que  es  de  su propiedad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de La Cruz, al Director Ejecutivo a.i. del Consejo Nacional de Vialidad (CONAVI), al Director de la División de Obras Públicas Macro Región Guanacaste, Sede de Liberia, al Director de la Dirección de Planificación Sectorial, y al Jefe del Departamento de Previsión Vial de la Dirección de Ingeniería de la División, los últimos cuatro del Ministerio de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas, que adopten inmediatamente y en forma coordinada las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes según el ámbito de sus competencias, a fin de que dentro del plazo improrrogable de 6 meses, a partir de la notificación de esta sentencia, se permite el libre tránsito en el tramo comprendido entre La Virgen- San Vicente- Sardina (Armenia)- Hacienda Buenavista de la ruta número 170. CL
PODER JUDICIAL
3270-12, 3418.12. MORA JUDICIAL. RETARDO EN RESOLVER RECURSO POR FALTA DE NOMBRAMIENTOS DE SUPLENTES  POR INHIBITORIA DE LOS TITULARES. El recurrente manifiesta, que a mediados del año 2010 interpuso un recurso de revisión contra la sentencia dictada por el Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de San José, en la que se condenó a los amparados a descontar una pena de 12 años de prisión por el delito de Homicidio Simple. Sin embargo, al día de hoy la Sala Tercera ni siquiera ha podido pronunciarse sobre la admisibilidad del proceso de revisión, pues, la mayoría de los Magistrados Titulares que integran esa cámara se excusaron de intervenir, puesto que habían emitido criterio sobre el asunto al dictar la resolución que declaró sin lugar un recurso de casación interpuesto contra la sentencia y dictaminó su firmeza, actualmente no existen Magistrados Suplentes que puedan sustituirlos, pues la Asamblea Legislativa no les ha nombrado, con lo que existe un impedimento absoluto para convocar a una audiencia oral. Con base a las consideraciones expuestas por esta Sala, se declara sin lugar el recurso. SL
3670-12. ACCESO A LA JUSTICIA. ACCESO REGULADO A LOS EDIFICIOS JUDICIALES NO IMPLICA UNA VIOLACIÓN AL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. Alega el recurrente que se presentó a realizar una denuncia ante el Juzgado de Violencia Doméstica del Segundo Circuito Judicial de San José y los oficiales de seguridad  del edificio, excediendo sus potestades, calificaron y valoraron de manera pública, la posibilidad de ingreso al Juzgado. Señala la Sala que el acceso a los edificios judiciales en periodo de vacaciones no es irrestricto, lo cual no lesiona el acceso a las instancias judiciales o a la justicia propiamente, por el contrario, lo que busca es   regular y facilitar el ingreso de las personas que requieren interponer alguna denuncia. En este caso, consta que al recurrente no se le impidió realizar la denuncia, sólo está en desacuerdo con las reglas establecidas, lo cual no es amparable. SL 

PRIVADOS DE LIBERTAD
4253-12. FAMILIA. NIEGAN A PRIVADA DE LIBERTAD CONTACTO CON SUS HIJAS. La recurrente manifiesta  que actualmente se encuentra privada de libertad en el Centro de Atención Institucional El  Buen Pastor y el PANI no le permite tener contacto con sus hijas. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a  la Directora Regional de Alajuela del Patronato Nacional de la Infancia, que le permita a la recurrente  mantener   una  comunicación constante  con  sus hijas. CL
3294-12. CONDICIONES. HACINAMIENTO EN EL ÁMBITO D DE LA REFORMA. El recurrente acusa que ha solicitado ayuda a la Dirección y Seguridad del Ámbito D ya que el citado ámbito es liderado por cuatro privados de libertad que venden la comida que proporciona el mismo centro, así como las llamadas y las camas, aprovechándose de la sobrepoblación. Acusa el recurrente las condiciones de hacinamiento en los dormitorios. En este caso, el fondo del asunto se concentra en determinar si el recurrente está siendo  sometido a  un  trato  cruel  y  degradante, por estar ubicado en un centro con hacinamiento poblacional. El problema del hacinamiento en el Centro de Atención Institucional La Reforma ha sido conocido por este Tribunal Constitucional en  múltiples oportunidades. La decisión ha sido amparar a los privados de libertad que se encuentran recluidos en tales condiciones, ya que, esta situación no sólo violenta su dignidad humana sino que trae aparejado el quebranto a otros derechos fundamentales, en especial, el derecho a la salud y a la integridad física, entre otros.  Esta Sala reconoce la labor realizada por las autoridades recurridas para mitigar los efectos de dicha sobrepoblación, pero al constatar el hacinamiento del centro recurrido se convierte la pena de prisión en una sanción cruel e inhumana. Corresponde la estimatoria de este recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, que procedan a girar las órdenes para que conforme al plan definido por el Ministerio de Justicia, se reduzca el hacinamiento crítico en el Centro de Atención Institucional La Reforma. Se ordena al Ministro de Justicia y Gracia que informe a esta Sala sobre lo siguiente: 1) El cumplimiento periódico en el plan de mitigación que ha establecido para eliminar el hacinamiento carcelario. 2) En ese sentido deberá el Ministro presentar un informe la primera semana de mayo del dos mil doce sobre la entrega de los cuatro módulos que indicó se construyen en Pérez Zeledón y Limón. 3) Deberá informar el Ministro en el plazo de un mes, la fecha exacta en que se pondrán los recursos a disposición del Ministerio que representa y la fecha exacta en que se iniciará el proceso licitatorio, su tiempo de duración, incluido el acto de adjudicación, la fecha para inicio de obras y su recepción. CL
3614-12. TRASLADOS. CONDICIONES EN QUE PRIVADOS DE LIBERTAD SON TRASLADADOS EN LAS DENOMINADAS “PERRERAS”. Alega el recurrente que fue trasladado desde las celdas del Organismo de Investigación Judicial de Jacó hasta la Fiscalía de Garabito y, posteriormente, a la cárcel de Puntarenas en un vehículo pick-up adaptado para el transporte de personas privadas de libertad, conocido como "perreras´. Considera que las condiciones en que son traslados los detenidos en esos vehículos atentan contra la integridad física y dignidad humana pues no cuentan con una adecuada ventilación por lo que, en su caso, sufrió un desmayo. Además, esos vehículos no cuentan con cinturones de seguridad para los detenidos, quienes, además, son esposados durante el traslado. En este caso consta que el recurrente recibió alimentación y no se le esposó durante su traslado. De hecho,  en el informe se afirmó que el traslado se efectuó respetando los protocolos que al efecto ha establecido el Poder Judicial, en este caso, la Circular No. 151-2005 emitida por el Consejo Superior en sesión N° 73-05 celebrada el 13 de septiembre de 2005, artículo LV, mediante la cual dispuso modificar el "Manual de procedimientos para la Contención, Conducción e Intervenciones Corporales  de Detenidos", publicado en el Boletín Judicial N° 43 del 2 de marzo de 2005. En esta disposición, se indica que las personas privadas de libertad no pueden ser esposadas al ser transportadas en vehículos cerrados, determinando los casos excepcionales que, en criterio de este Tribunal resultan razonables. Así las cosas,  partiendo de lo informado por la autoridad recurrida y al no existir en autos, evidencia alguna que desvirtúe esa manifestación y respalde, a su vez, el dicho del recurrente, se descarta que éste hubiere sufrido algún menoscabo  a su integridad física producto  del traslado cuestionado. Asimismo, el actor reclamó que los vehículos destinados al traslado de privados de libertad no estén provistos  de cinturones de seguridad para los detenidos. Sobre este punto, se informó que por razones de conveniencia, dichos vehículos no cuentan con esos dispositivos para evitar su indebida utilización por parte de los privados de libertad, sea, para hacerse daño a ellos mismos o a otros detenidos. Por esta razón, esos  vehículos cuentan con barras al frente de los asientos para que los detenidos tengan donde sujetarse durante el traslado (informe de la autoridad recurrida en el SCGDJ). Para esta Sala, resultan atendibles las razones  de  seguridad  expuestas  por  la  autoridad  recurrida,  más,  porque precisamente, lo que se pretende es evitar que éstos puedan hacerse o hacerles daño a otros detenidos. La Magistrada Calzada pone nota en el sentido de que hace una advertencia que el uso de esposas metálicas, en ciertas circunstancias, resulta no solo conveniente sino hasta necesario. De igual forma, que para el traslado de personas privadas de libertad por parte de personal  del Organismo  de Investigación Judicial, se deben tomar las cautelas que el caso amerite, con el fin de custodiar debidamente a la persona detenida y evitar así que se de a la fuga, pero obviamente sin violentar con ello la integridad física, ni la dignidad de aquélla. En mi criterio, el uso generalizado de esposas podría eventualmente constituirse en una violación a la dignidad humana, así como también el traslado de los privados en condiciones físicas inadecuadas por el tipo de vehículos que se utilizan. Se  declara  sin  lugar  el  recurso. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada pone nota. SL 

3196-12. UBICACIÓN. IMPUTADA UBICADA EN CENTRO PENAL BUEN PASTOR CON RECLUSAS SENTENCIADAS AUNQUE SENTENCIA NO ESTA FIRME. El recurrente manifiesta que su representada fue condenada como autora responsable del delito de Falsedad Ideológica, por medio de una resolución que a la fecha de interposición de este recurso, no ha adquirido firmeza. Señala que la amparada descuenta prisión preventiva en el Centro de Atención Institucional El Buen Pastor, junto con otras reclusas que, a diferencia de ella, si han sido condenadas por sentencia firme, situación que es lesiva de los derechos fundamentales de la amparada. Afirma que actualmente, en dicho centro hay sobrepoblación penal, la cual supera –en su criterio- la capacidad, condiciones sanitarias y exigencias determinadas en las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos. Por otra parte, considera el recurrente que en el proceso penal seguido en contra de la tutelada se irrespetó el debido proceso, el derecho de defensa y el principio de objetividad, toda vez que, se valoró la prueba mínima para condenarla, con el agravante que con respecto a las demás personas que fueron indagadas en el proceso, el Ministerio Público  solicitó sobreseimiento definitivo, situación que –en su criterio- supone una posición parcializada por parte del Ministerio Público en perjuicio de su patrocinada, por cuanto, actualmente, se encuentra privada de libertad a pesar de que existe la posibilidad de un resultado positivo en el recurso de apelación que se planteó en su favor. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en contra del Ministerio de Justicia y Paz y la Dirección General de Adaptación Social, a los que se ordena, en la persona del Ministro y Director General, respectivamente, que en forma inmediata ubiquen a la amparada con personas indiciadas, salvo que sus condiciones personales de convivencia o seguridad exigieran otra ubicación. El Magistrado Piza Rocafort salva el voto y declara con lugar el recurso, únicamente con relación a la prisión decretada. CL Parcial
2921-12. HACINAMIENTO. MALAS CONDICIONES DEL CENTRO PENAL SAN RAFAEL.  El accionante acusa que en el Centro de Atención Institucional San Rafael existen problemas de hacinamiento y los privados de libertad deben dormir en el piso. Que el gimnasio no está habilitado para recibir todos los domingos a 2000 personas. Agrega que la plaza de fútbol es regada con agua que contiene materia fecal. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto al hacinamiento en el Centro de Atención Institucional San Rafael se refiere. Se ordena al Director de la Dirección General de Adaptación Social, Viceministro de Justicia y Director del Centro de Atención Institucional San Rafael, que dentro del plazo de 7 MESES contado a partir de la notificación de esta sentencia, adopten las medidas necesarias dentro del ámbito de sus competencias para eliminar el hacinamiento crítico que aqueja a los privados de libertad que se encuentran en dicho centro penal. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
SERVICIOS PUBLICOS
3295-12. AGUA POTABLE. RETARDO EN SOLUCIONAR PROBLEMA DE SUMINISTRO DE AGUA A LA COMUNIDAD DE CAJÓN EN PEREZ ZELEDÓN. El  recurrente  manifiesta, que son vecinos de San  Isidro de El General de Pérez Zeledón, distrito de Cajón. Indica que a pesar de convivir en el citado lugar desde hace más de quince años y después de múltiples solicitudes de los vecinos para la conexión a la red de agua potable ante el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y la Asociación Administrativa del  Acueducto Rural Santa Teresa de Cajón de Pérez Zeledón, aún no cuentan con el  servicio de agua potable en sus viviendas. Manifiesta que dirigieron una gestión a la Unidad de Asesorías de ASADAS del Instituto Costarricense  de Acueductos y Alcantarillados de la Dirección Brunca y la Defensoría de los Habitantes, y aún así no se solucionó nada. Acusa que, a pesar de haber realizado diversas gestiones ante las autoridades competentes la comunidad de Pilar de Cajón de Pérez Zeledón carece de abastecimiento de agua potable. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Presidenta Ejecutiva y Subgerente del Área de Gestión de Sistemas Comunales del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados; a la Jefa de  la  Unidad  de  Gestión  de  ASADAS  de  la  Región  Brunca  del  Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados; a la Presidenta Municipal de Pérez Zeledón, adoptar las medidas pertinentes para que, a la mayor brevedad,   realicen las acciones legales y administrativas que sean necesarias con el fin de dotar de recurso hídrico a las comunidades de Pilar de Cajón de Pérez Zeledón. Mientras se soluciona integralmente el problema, deberá el Instituto Costarricense de Acueductos  y Alcantarillados garantizar el abastecimiento constante de agua potable a los amparados, a través de camiones cisterna u otra forma técnicamente adecuada. De las medidas adoptadas debe informar a esta Sala en el plazo de un mes contado a partir de la notificación de esta sentencia sobre el avance de la obra. CL
3326-12. AGUA POTABLE. RETARDO EN CONSTRUIR ACUEDUCTO SUMINISTRAR AGUA POTABLE LA COMUNIDAD DE MANZANILLO DE ARIO, COBANO, PUNTARENAS.  El recurrente considera que las autoridades recurridas del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados no han cumplido las obligaciones legales que les conciernen, pues no han construido el acueducto de agua  potable  que  requiere  la  comunidad  de  Manzanillo  de  Ario,  Cóbano Puntarenas. Indica que a la fecha de interposición del presente recurso no tiene respuesta de cuando iniciarán las obras, ya que aún no consiguen el financiamiento necesario y   mientras tanto su comunidad  no dispone  de agua de ningún tipo, debido a que los pozos artesanales están secos debido al verano y, por ende, los vecinos tienen que recurrir a los piratas que les venden agua por comisiones. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso, únicamente, en cuanto al alegado desabastecimiento de agua potable de los pobladores afectados en la comunidad de Manzanillo de Ario, Cubano Puntarenas. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva, al Subgerente General y a la Subgerente del Área de Gestión de Sistemas Comunales, todos del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que  mientras  se  desarrolla  una  solución  integral  al  problema  de desabastecimiento de agua potable que sufren los pobladores de la comunidad de Manzanillo de Ario, Cubano Puntarenas, garantice el abastecimiento  de agua potable a los pobladores afectados a través de camiones cisterna u otras formas técnicamente adecuadas. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
	SENTENCIAS DE ACCIONES Y CONSULTAS DEL MES 



ASAMBLEA LEGISLATIVA. 3269-12. AUMENTO DE SALARIO DE LOS DIPUTADOS. Acción de inconstitucionalidad por omisión contra el párrafo final del artículo 2 de la Ley número 7352, Ley de Remuneración de los Diputados de la Asamblea Legislativa. La norma se impugna por cuanto se estima que la misma violenta el principio de igualdad, toda vez que dispone un régimen que genera una distinción entre los funcionarios públicos. Se aduce que violenta igualmente los principios de razonabilidad y proporcionalidad, porque el aumento fijado no es proporcional con el que se aprueba para los demás servidores del sector público; y, finalmente, alegando violación al principio de legalidad, porque considera que no existe una fijación salarial con base en parámetros objetivos, como lo sería el índice de inflación, sino la sola voluntad del legislador. Sobre el tema se cita el voto 3488-03, en donde se analizó que es claro que constitucionalmente se reconoce la potestad legislativa para la determinación de los salarios de los Diputados; que el régimen salarial de los representantes populares difiere del régimen salarial de los miembros de otros Poderes y del sector público; y que la previsión y determinación legal responde a un tema de sana política administrativa; por lo que resulta impropio aducir la vulneración de los principios constitucionales, razones por las cuales la Sala no encuentra motivos para variar el criterio. Se rechaza por el fondo la acción. RF
ASAMBLEA LEGISLATIVA. 3243-12. CONVENIO DE COORDINACIÓN EDUCATIVA Y CULTURAL CON CENTROAMÉRICA. Consulta legislativa preceptiva  de constitucionalidad  formulada  por  el Directorio de la Asamblea Legislativa, sobre el proyecto de "Aprobación del Convenio Constitutivo de la Coordinación Educativa y Cultural Centroamericana (CECC)", expediente legislativo número 17.221. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en el trámite legislativo del proyecto de ley de "Aprobación del Convenio Constitutivo de la Coordinación Educativa y Cultural Centroamericana (CECC)", tramitado bajo el expediente legislativo número 17.221, y en cuanto al fondo no infringe el Derecho de la Constitución. Comuníquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa. Evacuada
ASAMBLEA LEGISLATIVA. 3268-12. INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN TRIBUTARIA CON MÉXICO. Consulta Legislativa referente al Acuerdo entre La República de Costa Rica y los Estados Unidos Mexicanos sobre el Intercambio de Información en Materia Tributaria. Expediente 18.174. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que en el proyecto "Acuerdo entre la República de Costa Rica y los Estados Unidos Mexicanos sobre el Intercambio de Información en Materia Tributaria", que se tramita en el expediente legislativo número 18.174, no se observan lesiones de fondo ni de procedimiento a las normas y principios constitucionales. Evacuada
ASAMBLEA LEGISLATIVA. 3607-12.  ACUERDO DE TRANSPORTE AÉREO CON CANADÁ. Consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad  sobre el proyecto de ley de «Aprobación del Acuerdo sobre Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de Canadá», que se tramita en el expediente legislativo Nº 18.290. En términos generales, a partir de lo expuesto y del análisis del procedimiento  legislativo, es posible  inferir que el proceso de aprobación del proyecto ha respetado las disposiciones procedimentales que la Constitución Política. El instrumento internacional fue debidamente rubricado por el Ministro a.i. de Relaciones Exteriores y Culto, fue presentado a la Asamblea Legislativa por parte del Poder Ejecutivo. Se publicó en el Alcance 98 del Diario Oficial La Gaceta Nº 233, de 05 de diciembre de 2011, lo cual fue constatado por esta Sala en la dirección electrónica www.gaceta.go.cr. En cuanto al fondo, el Acuerdo fundamentalmente regula el otorgamiento de derechos para la explotación de servicios aeronáuticos internacionales. En tales aspectos no encuentra la Sala ninguna infracción al Derecho de la Constitución. En general, se puede indicar que este Acuerdo es un instrumento jurídico que pretende asegurar un máximo grado de seguridad para el transporte aéreo internacional, en particular en tanto facilita la regulación de frecuencias de vuelos entre los dos países. Debe tenerse claro, además, que deberá interpretarse el Acuerdo en concordancia con la normativa interna sobre la materia, y que todos aquellos supuestos no contemplados en el Convenio serán suplidos por el ordenamiento jurídico en general. Se evacua la consulta preceptiva en  el sentido que el proyecto  de ley de Aprobación del Acuerdo sobre Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de Canadá, que se tramita en el expediente legislativo Nº 18.290, en el sentido que no se encuentra en el trámite legislativo ni en las normas contenidas en el Acuerdo, disposiciones  que contraríen los preceptos constitucionales vigentes, ni la doctrina y principios que los informan. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa. Evacuada
ASAMBLEA LEGISLATIVA. 3918-12. LEY GENERAL DE CONTROL DEL TABACO Y SUS EFECTOS NOCIVOS EN LA SALUD. Consulta Legislativa referente al proyecto de ley denominado "Ley General de Control del Tabaco y sus Efectos Nocivos en la Salud". Se evacua la consulta en el sentido de que no existen vicios de constitucionalidad de procedimiento ni de fondo en los aspectos consultados del proyecto de ley denominado "Ley General de Control del Tabaco y sus Efectos Nocivos en la Salud", tramitado en el expediente legislativo número 17.371. La Magistrada Calzada y el Magistrado Jinesta salvan el voto, estiman que no ha lugar a evacuar la consulta por inadmisible y dan razones separadas.
ASAMBLEA LEGISLATIVA. 4152-12. ACTO LEGISLATIVO REFERENTE AL PLAN FISCAL 2011. Acción de inconstitucionalidad contra el Acuerdo tomado en la Sesión Plenaria No. 76 del 27 de setiembre del 2011, en la cual se aprobó el procedimiento especial para la tramitación del Proyecto de Ley de Solidaridad Tributaria. Expediente Legislativo 18261, en aplicación al artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa. El acuerdo se estima contrario al principio democrático, el derecho de enmienda y de participación de los diputados, así como del principio de inderogabilidad singular de los Reglamentos dispuestos en la Constitución Política. Se confiere audiencia por quince días a la Procuraduría General de la República y al Presidente de la Asamblea Legislativa. Se impugna, en cuanto se aprobó el procedimiento especial dispuesto en el artículo 208 bis del Reglamento Legislativo para tramitar el proyecto de Ley de Solidaridad Tributaria, en aplicación del artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa, el cual por la forma en que fue dispuesto lesiona los principios señalados. Indica que según el apartado l.1.b de la moción de orden aprobada, la Comisión Especial tiene solo un mes para rendir el dictamen y dicho plazo solo puede ser prorrogado una semana más (ver puntos  l.3 y l.2.f, lo cual es irrazonable y no permite la discusión adecuada de un proyecto tan complicado como éste en el que ya se han presentado 1884 mociones a la fecha. Los términos de finalización del debate van a suponer claramente que muchas mociones se rechacen sin discusión en clara violación del derecho de enmienda (ver apartados l. 1. b); l. 2. f); l. 3; ll. 2. a) y ll. 2. d) 2. Manifiesta que también resulta violatorio el apartado 1.2.c que dispone que solo los miembros de la Comisión Dictaminadora presentes pueden presentar revisiones, lo que provoca que el proponente al cual se le rechazara una moción podría quedarse eventualmente sin la facultad de recurrir. Asimismo, señala que el apartado 1.2.d dispone que solo los diputados miembros de la Comisión Dictaminadora pueden presentar mociones de orden en un máximo de dos mociones por sesión, lo que en su criterio viola el principio democrático, el derecho de enmienda y de participación, ya que con ello se afecta la posibilidad de solicitar revisión, al tramitarse como moción de orden. Finalmente impugna los apartados 11.5 y 1.4, ya que en dicho procedimiento se regularon aspectos orgánicos que violentan el  principio de inderogabilidad singular del Reglamento, ya que se permite presentar una única moción de forma para todo el proyecto, lo cual es irrazonable y en el apartado l.4 se impone que las sesiones convocadas para este proyecto tienen prioridad sobre cualquier otra comisión, y hasta establece la posibilidad de fijar horarios y convocar ilimitadamente a sesiones extraordinarias. Indica que el artículo 208 bis no puede ser utilizado en forma abusiva, sino que debe ser un instrumento que permita la más sana discusión. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano el recurso. Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Calzada y Piza ponen nota y dan razones diferentes. RP
ASAMBLEA LEGISLATIVA. 4151-12. REGLAMENTO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa. La norma procesal se impugna, en cuanto indica que si bien es cierto es válido establecer procedimientos especiales para el trámite de los distintos asuntos diligenciados por el Parlamento, deben siempre respetarse las exigencias constitucionales, el principio democrático, el de publicidad y todos los de los diputados, así como adoptarse por 38 votos. Indica que la norma impugnada resulta inconstitucional, por cuanto una moción de orden no es suficiente para salvaguardar los principios citados. Para fundamentar sus alegatos cita lo dispuesto en el voto salvado expuesto en la sentencia número 2008-7687. Señala que el principio democrático supone la mayor participación en la toma de decisiones públicas, en especial las legislativas, por lo que el Parlamento como representante popular, debe actuar respetando las minorías y la participación ciudadana, asegurando los espacios para un debate sereno y profundo que exponga los diversos puntos de vista existentes en la sociedad y bajo la decisión final de la mayoría, lo cual no se logra por la forma en que se establecen estos procedimientos autorizados por la norma impugnada. Asimismo, refiere que a través de este artículo se desaplican los procedimientos regulados para casos concretos, lo que lesiona el principio de inderogabilidad singular de los reglamentos.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. Se declara sin lugar la acción. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran con lugar la acción. El Magistrado Piza concurre con la mayoría, pero da razones diferentes. SL
COLEGIOS PROFESIONALES. 4105-12. SANCIONES PARA ABOGADOS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 75 al 87 bis del Código de Deberes Jurídicos, Morales, y Éticos del Profesional en Derecho. El accionante sostiene que dicha normativa es contraria al principio de reserva de ley, así como al derecho al trabajo, debido a que la materia sancionatoria debe estar contenida en un cuerpo normativo emitido mediante Ley formal por la Asamblea Legislativa, y no por la Junta Directiva del Colegio de Abogados. En el caso particular, el accionante no indica los motivos de su legitimación, es decir, si existe asunto previo, o si acude en defensa de intereses difusos, colectivos o por inexistencia de lesión individual y directa. Si bien hace referencia a un procedimiento  disciplinario ante la Junta Directiva del Colegio de Abogados, no indica en que estado o etapa procesal se encuentra, ni tampoco si alegó la inconstitucionalidad de las normas impugnadas dentro de dicho procedimiento, como lo exige la ley. En  virtud de lo anterior, al tratarse de una norma de aplicación individual, es indispensable el requisito del asunto previo pendiente de resolver a que hace referencia el párrafo primero, del artículo 75, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Bajo tales circunstancias, al no contar el actor con un asunto pendiente de resolver en fase de agotamiento de la vía administrativa o en vía judicial que sirva de base a esta acción, carece de legitimación para accionar, por lo que la acción resulta inadmisible. Sobre el tema de la potestad disciplinaria de los Colegios Profesionales, se cita el voto 5546-95. Se rechaza por el fondo la acción. RF
COMERCIO. 3640-12. SANCIONES ADUANERAS. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 242 de la Ley General de Aduanas. La norma impugnada, considera la parte accionante que establece una infracción tributaria aduanera, al estipular una pena que equivale al valor aduanero de las mercancías, en virtud de toda acción u omisión que signifique un menoscabo al régimen jurídico aduanero que provoque un perjuicio fiscal superior a cien pesos centroamericanos y que no constituya delito ni infracción administrativa sancionable con suspensión del auxiliar de la función pública aduanera, por tal razón consideran la infracción de los principios constitucionales de razonabilidad, proporcionalidad, confiscatoriedad, igualdad y del derecho fundamental al trabajo, al no precisar la disposición normativa impugnada  el daño fiscal efectivo ni la capacidad económica del agente. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Mora, Castillo y Rueda salvan el voto. Además, los Magistrados Mora y Castillo consignan nota. SL
CONTRATOS. 3225-12. SANCIONES EN CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA CON LA CCSS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 48 del Reglamento  a la Ley de Contratación Administrativa, Decreto 33411-H del veintisiete de septiembre de dos mil seis, y el artículo 4 del Modelo de distribución  de competencias  en  contratación  administrativa  y  facultades  de adjudicación de la Caja Costarricense de Seguro Social. La accionante solicita que se declaren la inconstitucionalidad de las normas impugnadas debido a que la Caja Costarricense de Seguro Social notificó a su representada -sin audiencia previa, intimación alguna ni derecho de audiencia o defensa- una multa que, lo que a su juicio, es improcedente. Asimismo, aduce que la multa cuestionada resulta lesiva para el patrimonio de la empresa que representa y fuera de  proporción  alguna,  porque,  en  el  caso concreto,  no  ha  existido  ningún menoscabo para la Administración. Por otra parte, estima violentado el principio constitucional de reserva de ley, ya que se impuso la sanción con base en hechos que no resultan del todo ciertos y, adicionalmente, la Caja Costarricense de Seguro Social no puede solicitar extemporáneamente un requisito que otra dependencia de la misma Administración Pública se negó a emitir. Alega, también, una lesión al principio constitucional de intangibilidad del patrimonio, en la medida que una norma no puede permitir arbitrariamente la imposición de una multa que menoscabe la propiedad de su representada al punto de hacer ruinosa la contratación derivada del contrato en cuestión. Y, por último, la actora hace mención a una serie de principios que considera que se lesionan en el caso concreto, pero sin realizar una fundamentación jurídica concreta  y determinada  en relación a la norma que se pretende cuestionar. En este caso, señala la Sala que la acción debe ser declarada inadmisible en razón de su objeto, pues en un proceso de inconstitucionalidad no se atiende una lesión individual que se alegue,  sino, por el contrario, este instrumento tiene como fin un interés general de que los actos sujetos al derecho público y las normas que integran el ordenamiento jurídico sean conformes con el Derecho de la Constitución. No obstante, en el presente asunto, lo impugnado por la actora constituye un acto concreto y determinado -y no una disposición normativa-. Se rechaza de plano la acción. RP

CONTRATOS. 3925-12. CONTRATACIONES EN EL ICE. Acción  de  inconstitucionalidad contra  el  Decreto  Ejecutivo  número 35148-MINAET y sus reformas denominado "Reglamento al Título II de la Ley de Fortalecimiento  y  Modernización  de  las  Entidades  Públicas  del  Sector  de Telecomunicaciones", artículos 13, 37 párrafo tercero y el párrafo segundo  del Transitorio III del artículo 208; el Decreto Ejecutivo número 33411-H   y sus reformas, denominado "Reglamento  a la Ley de Contratación Administrativa", artículo 41 párrafo tercero; y el Decreto Ejecutivo número 25083-H y sus reformas, denominado "Reglamento General de Contratación Administrativa", articulo 36.5. Alega el recurrente que su empresa fue adjudicataria de un contrato administrativo con el Instituto Costarricense de Electricidad, el cual -según indica-, fue redactado por ambas partes y debidamente refrendado. Menciona que entre ambos acordaron multas y cláusulas penales para sancionar posibles incumplimientos en el contrato, las cuales no estaban reguladas en el cartel de licitación, sino que se determinaron como consecuencia de una manifestación de voluntad libre y espontánea de ambas partes. Al suscribir este tipo de cláusulas, las partes desactivaron convencionalmente el principio general de derecho de reparación integral del daño, para imponer sus propias reglas a aplicarse en caso de un incumplimiento, entre las cuales se encontraba la imposición de un límite máximo de la indemnización. No obstante, alega que el ICE en el proceso que sirve como base para la interposición de esta acción y, en aplicación de las normas aquí objetadas, pretende ejecutar parcialmente la garantía de cumplimiento rendida por la empresa, por supuestos incumplimientos por parte de ésta, para procurarse el pago de daños y perjuicios en montos muy superiores y adicionales a los que ya fueron liquidados conforme con las normas del cartel de la licitación y la literalidad del contrato firmado por las partes; sin embargo -según manifiesta-, los supuestos  incumplimientos en que incurrió la firma contratista, quedaron sufragados con la aplicación tanto de una cláusula penal como  de una multa pactada por ambas partes en relación con dichos incumplimientos. Refiere que estas disposiciones dejan sin efecto acuerdos celebrados entre las partes con sustento y aplicación de las leyes emanadas del Congreso, lo cual considera violatorio del derecho de libre contratación, derivado  del derecho  a la libertad, a la propiedad  privada y a la libertad  de  empresa.  Especifica  que  las  normas  impugnadas  tienen  efectos confiscatorios, puesto que la aplicación retroactiva que realiza el ICE de las mismas, produce  graves lesiones patrimoniales en contra de su representada. Considera además que se da una violación al principio non bis in ídem, en tanto el proceso  abierto  por  el  ICE  a  su  representada  pretende  juzgarlo  por  un incumplimiento contractual que ya había sido sancionado por la aplicación de la cláusula penal del mismo. En este caso, señala la Sala que la inconstitucionalidad del asunto base, se invocó en la fase de apertura  del procedimiento  administrativo  en  mención,  pero  no  existe  un pronunciamiento en esa instancia sobre los alegatos presentados por el personero de la empresa accionante, lo cual demuestra que el procedimiento no se encuentra en la fase   agotamiento de la vía administrativa, que es el momento procesal oportuno de conformidad  con  el  artículo 75  de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, para amparar los derechos o intereses que se consideran lesionados. En este orden de ideas, como no se observa que la Proveeduría hubiese emitido una resolución con el fin de concluir en esa instancia el procedimiento sancionatorio, ni que el caso se encuentre en conocimiento del superior jerárquico, la acción resulta inadmisible. Se rechaza de plano la acción. RP
FAMILIA. 4131-12. REQUISITOS PARA ADOPTAR. Acción  de  inconstitucionalidad contra el artículo 106 inciso b) del Código de Familia. Alega la accionante que dicha disposición lesiona el principio de igualdad establecido en el artículo 33 de la Constitución Política y en el artículo 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Tal discriminación se refiere específicamente al estado civil de la persona (soltera) y por la edad, de manera que se convierte en un obstáculo para ser madre o padre. La disposición impugnada excluye a un grupo de ciudadanos entre las edades de 18 a 24 años de la posibilidad de adoptar, dándoles un trato desigual por el hecho de no estar casados, aunque hayan demostrado que si tienen la capacidad para asumir las responsabilidades que supone una adopción y que hayan sido declarados sicológica y socialmente idóneos para ello, como sucede en su caso. Paradójicamente, otras disposiciones  del artículo 106, permiten que personas de 15 años, por el mero hecho de estar casadas,  puedan adoptar,  sin siquiera reparar en el grado  de madurez de la persona, exigiendo solamente el vínculo matrimonial o tener pareja para hacerlo, una diferencia de quince años con el adoptado  y que el consorte tenga más de dieciocho  años. Sobre  el fondo. La Sala analizó ampliamente esta disposición y los alegatos de violación al principio de igualdad en la sentencia 2001-12994, criterio que fue reiterado en sentencia 2002-000478. La accionante no aporta nuevos elementos que motiven un replanteamiento del criterio vertido en la sentencia parcialmente transcrita, ni existen razones de interés público que justifiquen reconsiderar la cuestión, razones por las cuales procede rechazar la acción por el fondo. RF
MUNICIPALIDAD. 3201-12. PLAN REGULADOR DE LA MUNICIPALIDAD DE VASQUEZ DE CORONADO. Acción de inconstitucionalidad contra EL INCISO 3) DEL ARTÍCULO 14 DEL PLAN REGULADOR DEL CANTÓN DE VÁSQUEZ DE CORONADO. La norma se impugna en cuanto dicho artículo dispone que la propiedad de la empresa accionante se encuentre ubicada en una “zona de parcelas agrícolas”, cuando en la realidad está rodeada de viviendas y forma parte desde hace muchos años de una zona de uso completamente habitacional. Agrega que no existe en el lugar ninguna actividad de carácter agrícola y la eventual instalación de actividades agrícolas, más bien causaría graves problemas a la población, ya que provocaría un enorme impacto ambiental. Alega también un tratamiento discriminatorio en relación con los propietarios que obtuvieron las propiedades antes  de la promulgación del Plan Regulador impugnado. Señala que la norma impugnada viene a restringir ilegítimamente su derecho de propiedad por cuanto la amparada no puede ejercer uno de los principales atributos del dominio sobre su propiedad como es el "ius edificandi". Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción. RP
PENAL. 3594-12. PLAZO DE CINCO DÍAS PARA DEFENSA EN CASOS DE QUERELLA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 380 del Código Procesal Penal. La norma se impugna en cuanto establece que cuando se da traslado de la querella, se conceden al querellado cinco días para que manifieste lo que considere conveniente  en  su  defensa,  ofrezca  la  prueba  y oponga  las excepciones  y recusaciones. Señala el accionante que el plazo es insuficiente por lo que le impide probar su inocencia, por una mera formalidad. Estima que si el objetivo del proceso penal es llegar a la verdad real de lo sucedido, no debería existir ningún obstáculo procesal y formal que le impida al imputado demostrar su inocencia a lo largo del proceso. Por ello, debería permitirse la presentación de prueba durante y no sólo dentro de los primeros cinco días.  En este caso, considera la Sala que el artículo 380 del Código Procesal Penal, al señalar que se dará audiencia al querellado para que en el plazo de cinco días manifieste lo que considere conveniente en su defensa, ofrezca la prueba y oponga las excepciones y recusaciones que estime convenientes, no resulta inconstitucional en la medida en que el mismo se interprete en forma amplia y favorable a las garantías del querellado, siendo el plazo de cinco días de carácter ordenatorio y no perentorio. Ello por cuanto, como  bien señala el accionante, existen causas  penales que requieren de más tiempo para preparar la defensa, localizar, escoger y ofrecer todos los elementos de prueba necesarios. No podría de ningún modo rechazarse el ofrecimiento de una prueba esencial para la defensa del querellado, con el argumento de que se sobrepasó el plazo de cinco días previsto en la norma, pues hacerlo sería conculcar las garantías y derechos previstos tanto en la ley procesal como en el Derecho de la Constitución. En consecuencia, será la jurisdicción ordinaria en el análisis de cada caso quien deberá determinar si es procedente o no admitir la prueba ofrecida fuera del plazo previsto en la norma. Se rechaza por el fondo  la acción en el sentido de que la norma no es inconstitucional siempre y cuando se interprete en forma amplia y favorable a las garantías y derechos del querellado. RF
PENAL. 3220-12. SANCIONES A SERVIDORES PÚBLICOS POR LA IMPUNIDAD  O EVASIÓN DE LAS PERSONAS SUJETAS A INVESTIGACIÓN. Acción de  Inconstitucionalidad contra el artículo 62 de la Ley sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de Drogas de uso no autorizado y Actividades Conexas N.8204. La normas señala que se impondrá prisión de tres a diez años e inhabilitación para el ejercicio de las funciones públicas durante el mismo período, al servidor  o funcionario  público que procure, por cualquier medio, la impunidad o evasión de las personas sujetas  a investigación, indiciadas o condenadas por la comisión de alguno de los delitos tipificados en esta Ley. Si los hechos ocurren por culpa del funcionario o empleado, se le impondrá una pena mayor. Se alega que la norma es contraria al principio de legalidad, ya que el tipo penal refiere a una conducta activa que no se describe, en tanto no se delimita bajo qué presupuestos se puede materializar el verbo típico “procurar”. Además, se acusa que la norma es inconstitucional en cuanto prevé la posibilidad de que la conducta típica se cometa de manera culposa, pese a que resulta imposible que una conducta se adecue a este tipo penal sin que medie voluntad del agente. Considera la Sala que la norma consultada no infringe los principios de legalidad y tipicidad penal, dado que la conducta  típica se encuentra adecuadamente descrita  en el texto de la norma, y la misma contiene los elementos esenciales del tipo, a saber,   el sujeto activo, la acción típica y la sanción. No es cierto lo afirmado por la jueza en el sentido de que los tipos penales culposos contienen una descripción específica de la conducta  que se castiga. Más bien, los delitos imprudentes  tienen como característica principal  ser tipos abiertos que precisan de una integración e interpretación por parte del Juez, que deberá determinar en cada caso, cuál era el cuidado debido que debió haberse observado para evitar el resultado. Al señalar la norma consultada “por cualquier  medio” para  referirse a la forma en que el servidor o funcionario público procure la impunidad o evasión de las personas sujetas a investigación, indiciadas o condenadas por la comisión de alguno de los delitos tipificados en la Ley 7786; el juez deberá establecer en cada caso concreto que el medio sea idóneo para alcanzar el fin y en el supuesto de que la conducta sea culposa, deberá determinar que no se tomaron todas las medidas adecuadas para evitar la impunidad  o evasión. No es posible que el legislador pueda establecer a priori, todas las posibilidades existentes a través de las cuales un funcionario o servidor público podría permitir o facilitar la impunidad o evasión. Eso deberá determinarse,  de conformidad  con  las circunstancias  del  caso concreto. Concluye el accionante que a su juicio la norma resulta inconstitucional por ser de imposible aplicación. Sin embargo, tal y como lo ha señalado la Sala, la norma objeto de esta acción no vulnera el principio de tipicidad, ni el de legalidad penal, pues la conducta típica se encuentra adecuadamente descrita en el texto de la norma, y la misma contiene los elementos esenciales del tipo, a saber, el sujeto activo, la acción típica y la sanción. En el delito culposo resulta relevante la existencia de un resultado, que en este caso es “la impunidad o evasión de las personas sujetas a investigación, indiciadas  o condenadas  por la comisión de alguno de los delitos tipificados en esta ley”. La determinación de si ese resultado resulta atribuible a una falta al deber de cuidado del funcionario, debe ser acreditado por el aplicador de las normas en el caso concreto. Se rechaza por el fondo la acción. RF
PENAL. 4118-12.  ACUERDO CON ESTADOS UNIDOS PARA LA COOPERACIÓN PARA SUPRIMIR EL TRÁFICO ILÍCITO. Acción  de  inconstitucionalidad  contra la Ley 7929 denominada "Acuerdo con los Estados Unidos de América para suprimir el Tráfico Ilícito". Explica el accionante que el protocolo de dicho Acuerdo fue consultado ante esta Sala y por sentencia número 1999-004156 dispuso que el artículo VIII.2 del mismo era  inconstitucional,  y  que  los  artículos  IV.3,  IV.10  y  VII.11  debían  ser interpretados de conformidad con lo establecido en la parte considerativa de la sentencia. Manifiesta que el protocolo  del Acuerdo  en cuestión, así como  la aclaración ordenada por esta Sala en la sentencia citada, no se publicaron en el momento procesal oportuno, sino que se mandaron a publicar once años después, por medio de Fe de Erratas, el nueve de setiembre de dos mil diez, en La Gaceta número 176. Asegura además que el Acuerdo en mención no fue debidamente prorrogado por la Asamblea Legislativa, ya que debió  haberse acordado  la extensión del mismo con un mes de antelación al vencimiento del primer plazo de autorización. Situación ante la cual cuestiona el status de la Ley número 7929 hasta la fecha, y su status antes de la publicación de su protocolo y aclaración de la Sala Constitucional, once años después y si la publicación era oportuna. Indica el accionante que en el procedimiento  de revisión de sentencia tramitado en el Tribunal de Casación de Cartago, se dispuso una condena de diecisiete años en contra de su defendido producto de la aplicación de la ley impugnada, la cual -en su criterio-, estaba caduca, y en consecuencia  el decomiso de droga -según indica- fue ilegal, por cuanto la fragata norteamericana que realizó dicho decomiso no estaba autorizada para estar en el mar territorial costarricense, ni para realizar decomiso alguno. Estima que en virtud de lo alegado, al imputado en el proceso penal mencionado se le  violentaron  sus  derechos  fundamentales.  En este caso, los asuntos base que el accionante plantea no pueden no pueden ser considerados como idóneos para fundamentar la presente acción, por lo que el accionante carece de la legitimación para impugnar la ley que considera inconstitucional,  ya que no demuestra la existencia de un asunto previo, pendiente de resolver, ante los Tribunales, ni ante esta Sala, según lo establecido en el artículo 75 párrafo primero de la Ley de la Jurisdicción. Se rechaza de plano la acción. RP
PENAL. 4132-12. APELACIÓN PRESENTADA EN AUDIENCIA ORAL. Acción  de  inconstitucionalidad  contra  el artículo 454 del Código Procesal Penal. Alega la recurrente que el Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, rechazó la querella y la acción civil, en un proceso en el que su representada perdió su casa, a través de un ardid previamente establecido por los querellados. Señala que solicitó la audiencia respectiva, a fin de que se subsanaran los defectos apuntados y dos días después de haberse realizado  la audiencia,  y dictada  en forma oral la resolución que se ataca, el Tribunal declaró inadmisible el recurso de apelación, por extemporáneo. Asegura que se encontraban  dentro del plazo de tres días. En este caso, se rechaza la acción por porque faltan los requisitos mínimos esenciales. Se rechaza de plano la acción. RP
PENITENCIARIO. 4209-12. BENEFICIOS A PRIVADOS DE LIBERTAD CON CAUSAS PENDIENTES. Acción de inconstitucionalidad contra las Directrices emitidas por el Instituto Nacional de Criminología No. 6-2006 emitida el 27 de junio de 2006, No. 3-2011 del 6 de abril de 2011, No. 4-2011 del 27 de abril de 2011 y No. 7-2010 del 3 de noviembre de 2010. Se acusa que a pesar de que toda pena privativa de libertad debe tener como finalidad esencial la reforma y la readaptación social de los condenados, las circulares impugnadas impiden el levantamiento de medidas limitantes de la libertad, sustentándose en la existencia de expedientes o investigaciones  en trámite, por lo cual consideran quebrantado  el  principio  de presunción  de inocencia, así como el debido proceso. Indican que la normativa cuestionada, al autorizar a una instancia administrativa a que se considere  la apertura de un proceso o expediente  judicial como un elemento negatorio de la presunción de inocencia, desplaza la potestad exclusiva de juzgar de la instancia judicial hacia una instancia administrativa, lo cual, asegura, genera efectos negativos tangibles en el disfrute de los derechos de las personas,  y causa que su inocencia sea cuestionada en dos instancias diferentes, violentando el principio Non Bis in Ídem. Afirman que las directrices objeto de esta acción hacen surgir efectos contrarios a la libertad de las personas, en tanto impide la resocialización de los presos, en virtud de la existencia de un expediente judicial en su contra, aún cuando en éste no exista una condenatoria firme. Señala la Sala que debido al carácter incidental de la acción de inconstitucionalidad respecto del proceso que le sirve de base, la jurisprudencia de la Sala ha sido reiterada en el sentido de que entre éste y aquélla debe existir una concordancia estricta respecto de las disposiciones que son objeto de cuestionamiento, puesto que de lo contrario no podría servir la acción como el medio razonable para la tutela de los derechos e intereses señalados a que se refiere el artículo 75 de la Ley de esta jurisdicción. En el caso concreto, uno de los accionantes impugna en esta acción las directrices emitidas por el Instituto Nacional de Criminología: No. 6-2006 emitida el 27 de junio de 2006, No. 3-2011 del 6 de abril de 2011, No. 4-2011 del 27 de abril de 2011 y No. 7-2010 del 3 de noviembre de 2010, sin embargo, en el asunto base señalado no se cita en modo alguno la directriz No. 7-2010 del 3 de noviembre de 2010, por lo que no fue invocada su inconstitucionalidad. Visto lo anterior y con el propósito de preservar la ya explicada incidentalidad de la acción respecto del asunto base, es necesario desestimarla ad portas en lo relativo a esta disposición, sin perjuicio de la facultad que otorga a la Sala el ordinal 89 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, conforme al cual la sentencia que declare la inconstitucionalidad de una norma o ley o disposición general, podría declarar también la de los demás preceptos de ella, o de cualquier otra ley o disposición cuya anulación resulte evidentemente necesaria por conexión o consecuencia, así como la de los actos de aplicación cuestionados, aspecto que será evaluado en el momento procesal correspondiente. Se rechaza de plano la acción interpuesta en cuanto se impugna lo dispuesto en la directriz No. 7-2010 del 3 de noviembre de 2010 del Instituto Nacional de Criminología. Continúese la tramitación de la acción presentada  por otro de los accionantes, únicamente en cuanto a lo dispuesto en las directrices No. 6-2006 del 27 de junio de 2006, No. 3-2011 del 6 de abril de 2011, No. 4-2011 del 27 de abril de 2011 emitidas por el Instituto Nacional de Criminología. RP Parcial 

PENSIÓN. 3615-12. REQUISITOS PARA MANTENER PENSIÓN POR INVALIDEZ. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 21 del reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social. Alega que la Caja Costarricense de Seguro Social le otorgó una pensión por invalidez en 1989, la cual disfruta a la fecha. Sin embargo, la Caja inició un procedimiento en su contra, a fin de suspender su pensión, por haber realizado labores administrativas con la institución privada, en la cual laboraba una hora diaria.  Estima que el artículo 21 cuestionado, denota una imposición de condiciones vedadas por la ley 7600, ya que la persona con discapacidad tiene la oportunidad de laborar en la actividad de su elección y de acuerdo con sus necesidades. En cuanto al párrafo segundo de la norma, considera  que la pensión por invalidez es un derecho subjetivo que no soporta coacciones, ni amenazas  provenientes de un reglamento. Sobre el resto del texto cuestionado,  existe no solo una violación al derecho  de la salud, porque obliga a la persona a realizarse exámenes periódicos, lo cual a su juicio es contrario a la libertad y al derecho  a la elección con respecto a los asuntos de todo ser humano, sino que también obliga al pensionado por invalidez que decida trabajar con el Estado o en empresa privada, a renunciar a su pensión, lo que es violatorio del derecho al trabajo y los derechos subjetivos. En este caso, se rechaza el recurso, porque no  se  constata  que la  accionante  haya  planteado  los  recursos correspondientes a efecto de contar con un asunto pendiente de resolver en fase de agotamiento de la vía. Bajo tales circunstancias, resulta claro que el procedimiento administrativo que se cita como base se encuentra finalizado incluso antes de la interposición de la acción, por lo que en ese sentido, la accionante carece de la debida  legitimación para plantear la acción. Se rechaza de plano la acción. RP
PODER JUDICIAL. 3597-12. PLAZO DE INSCRIPCIÓN DE ANTECEDENTES PENALES. . Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 11 de la Ley 6723 de Registros y Archivos Judiciales. Señala el recurrente que el artículo impugnado establece que los asientos de convictos serán cancelados del Registro cuando transcurran diez años desde el cumplimiento de la condena sin efectuarse nueva infracción. Considera que el plazo de 10 años es excesivo y desproporcionado en tanto el sacrificio de los derechos de imagen, dignidad y decoro  de las personas  no guarda equivalencia funcional con los fundamentos de ley, toda vez que se afectan directamente derechos inherentes a su condición de ser humano. Asegura que la posibilidad de que los empleadores requieran este tipo de información de parte de sus empleados permite que se den todo tipo de circunstancias discriminatorias dentro del escenario laboral, lo cual es injusta  para  las  personas  que  quieren  reformarse  después  de  haber  tenido antecedentes penales en el pasado. En este caso, la acción es inadmisible por no existir asunto previo. En el caso en estudio, la parte accionante  presentó un escrito mediante el cual indica que el asunto previo que sirve de base a la acción, es una solicitud de cancelación de los registros de inscripción de las sentencias que aparecen inscritas a su nombre en la oficina de Registro y Archivo Judicial. Sin embargo, esa solicitud no constituye un asunto previo en los términos que exige la Ley de la Jurisdicción Constitucional. En este caso, lo que el accionante presentó fue una solicitud de cancelación de los registros de inscripción de las sentencias, la cual fue resuelta en forma negativa a las pretensiones del interesado. Bajo estas circunstancias, al no haber un asunto previo pendiente de resolver sobre el cual apoyar esta incidencia, lo que procede es desestimarla, como en efecto se hace. Se rechaza de plano la acción. RP
PODER JUDICIAL. 3242-12. RESOLUCIÓN JUDICIAL. Acción de inconstitucionalidad contra lo resuelto por el Tribunal de Casación Penal en la sentencia No. 2011-0730 dentro del expediente No. 10-000139-1094-PE. El accionante interpone acción de inconstitucionalidad contra lo resuelto por el Tribunal de Casación Penal. Señala que fue sentenciado por el Tribunal de Flagrancia de Heredia en noviembre del 2010 a 3 años y 4 meses, por el delito de robo agravado en aplicación de un procedimiento abreviado.  Sin embargo,  aunque la sentencia fue emitida por el Tribunal de Juicio de Flagrancias de Heredia no existe. Indica que ante lo anterior presentó ante el Tribunal de Casación   Penal un recurso de revisión, el cual fue declarado con lugar. No obstante, por mayoría del Tribunal se ordenó el reenvío para realizar un nuevo juicio, lo que estima lesivo de sus derechos, al estimar que se está produciendo un doble juzgamiento en su caso por los mismos hechos. En este caso, la inconformidad del accionante y la inconstitucionalidad que acusa se refiere a una actuación judicial específica, Así las cosas, está claro que nos encontramos ante uno de los supuestos de  inadmisibilidad  a  que  se  refieren  las  señaladas  normas  de la Constitución  Política  y  de  la  Ley  de  esta  Jurisdicción,  por  discutirse  la interpretación dada por los jueces del Tribunal en aplicación del ordenamiento jurídico en un caso en particular, lo cual impone que la acción deba ser rechazada ad portas. Se rechaza de plano la acción. RP
PROPIEDAD. 3924-12. INCORPORACIÓN DE MANGLARES AL PATRIMONIO NATURAL DEL ESTADO. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo IX y su inciso c) del Decreto Ejecutivo N° 36786-MINAET del 12 de Agosto de 2011. Alega el accionante que la normativa impugnada, señala que si en la cartografía oficial se determina la existencia de un manglar, aún cuando éste haya desaparecido, se procederá a incorporarlo a la clasificación dentro de la unidad correspondiente,  es decir considerarlo  oficialmente un humedal, situación que -a su juicio- violenta los principios constitucionales de razonabilidad e irretroactividad de los actos públicos, así como el artículo 45 de la Constitución Política. Estima que es público y notorio que la cartografía oficial es obsoleta y no refleja la realidad de nuestro territorio, sobre todo en las zonas marítimo-terrestre, de manera que resulta contrario a los principios elementales de la técnica, de la lógica y de la conveniencia, utilizar una cartografía oficial desfasada y que refleja una supuesta realidad territorial hoy día inexistente, es decir, no se puede partir de una  ficción  jurídica para delimitar la zona marítimo-terrestre, sino que esa delimitación tiene que hacerse necesariamente por medio de la medición de los terrenos in situ para determinar si existe o no un humedal. En el presente caso la acción de inconstitucionalidad planteada debe ser rechazada de plano, en virtud de no constituir medio razonable de amparar el derecho o interés que se considera lesionado. El artículo 75 párrafo primero de la Ley de Jurisdicción Constitucional es claro al señalar que para interponer un proceso de esta naturaleza, es requisito indispensable contar con un asunto base pendiente de resolver en la fase de agotamiento de la vía administrativa o en sede  judicial, donde hubiere  invocado  la  inconstitucionalidad  como medio razonable de amparar el derecho o interés que se considera lesionado. En el caso que se analiza, al accionante hace alusión a un recurso; sin embargo a pesar de habérsele prevenido que aportada copia certificado de dicho documento, aportó una copia de éste pero no se acredita en ello la fecha del recibido, por parte de la Administración. Aunado a lo anterior, sobre la fecha de presentación de este documento, la Directora Ejecutiva del Sistema Nacional de Áreas de Conservación (SINAC),el mismo había sido presentado en las oficinas centrales del SINAC, hasta el día 13 de enero de 2012, es decir, casi un  mes  y  medio  después  de  haberse  interpuesto  la  presente  acción  de inconstitucionalidad. Así las cosas,  lo que eventualmente se resuelva en esta acción, no tendría necesariamente  repercusión alguna en su caso particular, ni cumple con los requerimientos de ley, razón por la cual, lo procedente es rechazar de plano la acción. Se rechaza de plano. RP
TRABAJO. 3267-12. LICENCIA CON GOCE DE SALARIO EN EL MINISTERIO DE HACIENDA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 63 Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Hacienda. La norma señala que los servidores que cuenten con treinta y cinco años de servicios o más para el Estado, podrán disfrutar anualmente, de una licencia con goce de salario de un mes calendario; si cuentan con treinta años, la licencia será de veintidós días naturales; cumplidos los veinticinco años, la licencia será de quince días naturales y después de los veinte, disfrutará de una semana de licencia con goce de salario. En la acción de inconstitucionalidad se acusa que la norma viola el principio de igualdad, el principio de legalidad y los principios de razonabilidad y proporcionalidad. El argumento fundamental de la Contralora General de la República, radica en que la Ley de Salarios de la Administración Pública cuenta con un beneficio otorgado al funcionario por antigüedad, lo que hace improcedente el beneficio de la licencia con goce de salario. En este caso, señala la Sala que si bien se reconoce que cada Administración  Pública puede acordar beneficios y condiciones particulares de los trabajadores en forma unilateral, se debe profundizar en las razones en que dichos beneficios deben estar al menos autorizados en el bloque de legalidad y de constitucionalidad, es decir, deben tener un fundamento legítimo (ajustado a la ley) o acordado en forma proporcionada a los fines que se persigue con el servicio público que se presta.  Ahora bien, una vez determinado que las relación de servicio entre la Administración Pública y sus servidores públicos es estatutaria, no puede prescindirse del impacto que conlleva los beneficios acordados unilateralmente sobre los recursos públicos, muchas veces acordados por sectores y aisladamente, si no es aprobado por medio de una norma legal. Es claro para la Sala que muchas medidas administrativas tienen efectos sobre las finanzas públicas, especialmente cuando éstas conceden beneficios, lo que se constituyen en un medio para eludir un principio fundamental del derecho público: el principio de reserva de ley.  En este sentido, ciertas obligaciones sobre el Erario Público no solo deben ser valoradas desde un ángulo administrativo, sino de política económica de Estado, en el tanto que existe una carga sobre los recursos públicos, y en donde el legislador tiene una función toral.  En consecuencia, se deberá conformar sustancialmente con el ordenamiento jurídico, de manera que no existe una discrecionalidad total de la Administración Pública para crear fuentes de gastos, sino, por el contrario, debe mediar una autorización legal. En el caso que nos ocupa, la norma no discrimina en cuanto a la mayor o mejor prestación del servicio, hecho que tiene graves consecuencias, porque el Ministerio de Hacienda como parte del Poder Ejecutivo tiene aún mayores restricciones a las apuntadas supra. Al examinar la norma impugnada, no es posible determinar el origen de la licencia dentro del régimen de empleo público, salvo el ser funcionarios del Ministerio de Hacienda con determinados años de servicio. Es decir, la norma a través de la institución jurídica conocida como “licencia” con goce de salario concede un beneficio o incentivo, basada únicamente en los años de servicio.  Ciertamente, la idoneidad, estabilidad y experiencia de los funcionarios públicos son principios constitucionales y valores protegidos en los artículos 191 y 192 de la Constitución Política,  al establecer una relación estatutaria, que el constituyente originario quiso amalgamar constitucionalmente para toda la Administración Pública, pero es lo cierto que compensar al funcionario mediante un reglamento autónomo con estas licencias sin estar basadas en una exigencia especial o adicional inherente al puesto regulado por ley, sino únicamente en razón de la antigüedad reconocida por el reglamento, no otorga ningún motivo legítimo para que el Estado compense esa relación entre el servidor y el Estado destinando recursos públicos a su pago. Es claro que un privilegio, una autorización de recibir salario sin que medie una norma que brinde soporte y una justificación razonable y proporcionada es insuficiente para sostener la constitucionalidad de la norma. Por último, dado lo complejo de todo el conglomerado estatal, el análisis de una disposición que otorgue beneficios deberá ser resuelto caso por caso, tomando en consideración la independencia constitucional con las atribuciones legales y constitucionales.  Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional el artículo 63 del Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Hacienda, Decreto Ejecutivo No. 25271 de 14 de junio de 1996. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. CL
(*) Por voto 3521-12 del 09-03-12 se corrige el error material en la parte dispositiva, quedando tal y como se indica en este resumen. 

TRABAJO. 3216-12. DERECHOS DEL TRABAJADOR EN CASOS DE UN ACCIDENTE DE TRABAJO. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 218 inciso e) del Código de Trabajo. La norma impugnada establece el derecho  que tiene el trabajador de "Readaptación, reubicación y rehabilitación laboral  que sea factible otorgar,  por medio de las instituciones públicas nacionales especializadas en esta materia, o extranjeras, cuando así lo determine el ente asegurador  o, en su caso, lo ordene una sentencia  de los tribunales. Estima que los dos últimos párrafos del artículo en mención conculcan los derechos fundamentales del trabajador accidentado, por cuanto el Instituto en mención, -en su criterio-, en cualquier proceso en materia laboral, donde exista de por medio un reclamo del pago del seguro de riesgos del trabajo, podría acogerse a los dos últimos párrafos del artículo 218 del Código de Trabajo, lo cual atentaría contra la salud del trabajador accidentado, ya que éste se encuentra a merced de lo que disponga  el INS, -lo que estima-, la típica situación de poder frente al administrado. Aduce que la norma impugnada, riñe además con el artículo 40 de la Constitución Política, en cuanto que el trabajador debe esperar una sentencia judicial para poder ser atendido por el INS, lo cual considera cruel y tortuoso en una situación de necesidad  de atención médico quirúrgica o de medicamentos,  los cuales le sean denegados  por éste. El accionante solicita además que en razón de su condición económica, se le exima del requisito de la autenticación, y que se le aplique el artículo 115 del Código Civil para autenticar su firma. La acción se rechaza porque el recurso carece  de los requisitos mínimos necesarios, no tiene asunto previo y el accionante solicita que se le exima del requisito de autenticación por parte de un profesional en derecho,  sentido en el cual resulta oportuno aclarar que tal solicitud no es procedente, por cuanto la Ley de la Jurisdicción Constitucional  no prevé el supuesto  de eximir a un accionante  de la autenticación de la acción de inconstitucionalidad, pues no solo se requiere de la certeza de   que una firma ha sido plasmada directamente  de puño y letra del interesado, sino también porque se trata de un proceso constitucional resguardado por los conocimientos técnicos y jurídicos de un profesional en Derecho. Aunado a lo  anterior,  cabe  señalar  que  la  emisión  de una  ley  como  la  que  se impugna debió cumplir trámites formales y materiales que implican un alto costo para el Estado, de manera que no se le puede eximir de dicho requisito, según lo solicita. Se rechaza de plano la acción. RP
TRABAJO. 3228-12. APELACIÓN EN PROCESOS DE MENOR CUANTÍA. Acción de inconstitucionalidad contra  el artículo 10 de la Ley número 3664 que regula el proceso laboral en negocios de menor cuantía. La norma señala que no cabrá recurso alguno contra las resoluciones dictadas en esta clase de juicios, salvo el de apelación en el caso de la sentencia a que se refiere el artículo 6º. Dicho recurso se admitirá ante el respectivo Juez de Trabajo. Las sentencias dictadas conforme a la presente ley no serán consultables. A juicio del accionante, dicho artículo debe ser declarado inconstitucional por violentar los derechos fundamentales al debido proceso, derecho  de defensa y derecho  de igualdad. Sobre el tema la Sala ya se ha pronunciado, en las sentencias 13779-04 y 14388-09, entre otras. Según lo indicado, es necesario establecer que, en el caso concreto, por tratarse de  procesos  laborales  de menor cuantía, el legislador,  en uso de su discrecionalidad, optó por diseñar el procedimiento recursivo aplicable a este tipo de resoluciones, lo cual deviene razonable, en aras de   garantizar el principio de justicia pronta y cumplida. Así las cosas y, al no existir motivos para variar el criterio vertido en esa oportunidad, resulta procedente rechazar la presente acción. Se rechaza por el fondo la acción. RF
TRABAJO.  3581-12. PERDIDA DE SEGURO MUTUAL POR FALTA DE PAGO DE TRES CUOTAS. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 7, 10 y 11 del Reglamento de Reincorporaciones de la Sociedad de Seguros de Vida del Magisterio Nacional, aprobado por la Junta Directiva de dicha entidad en las sesiones número 4050 y 4053 del 8 y 22 de febrero del año 2000. El accionante alega que la Sociedad de Seguros de Vida del Magisterio Nacional es un organismo social con todas las ventajas que las leyes establecen para esta clase de asociaciones; se trata de un modelo de aseguramiento obligatorio, que debe asimilarse a los principios y normas que rigen los seguros sociales. Además, las facultades de la Junta Directiva de la Sociedad de Seguros de Vida del Magisterio Nacional, son regladas y no pueden ser utilizadas en forma distinta ni contraria a lo dispuesto por el marco de derecho público que la regula. Por ello, cualquier pérdida de derechos para un afiliado al régimen, debe estar prevista en la ley, o tener al menos una regulación mínima legal, a efecto de que pueda ser desarrollada reglamentariamente. En el caso de las normas impugnadas, que tienen como efecto la pérdida de derechos de los afiliados al régimen, no están previstas ni en la Ley de Creación de la Sociedad, ni en su Reglamento General, y aparecen en un reglamento derivado, que no fue publicado en el Diario Oficial La Gaceta. El Reglamento, en las normas impugnadas, introduce una diferenciación que ni la ley ni el Reglamento General establecieron, como la que se crea entre quienes tienen más de tres meses de atraso y quienes tienen más de seis meses. Finalmente, el reglamento introduce normas jurídicas sin ningún parámetro de razonabilidad, pues da igual tratamiento confiscatorio de derechos para quienes han cotizado diez, veinte, treinta, cuarenta o más años, que para aquellos que acaban de entrar al régimen o llevan pocos años de pertenecer al mismo, por el plazo de disputabilidad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción. RP
TRABAJO. 3592-12. CONVENCIÓN COLECTIVA DE LA MUNICIPALIDAD DE DESAMPARADOS.  Consulta judicial facultativa referente a la Convención  Colectiva celebrada  por  el  Sindicato  de Trabajadores  y Trabajadoras  Municipales  de Desamparados y la Municipalidad de ese cantón. El Juez dice tener dudas sobre la constitucionalidad de la Convención Colectiva celebrada por el Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras Municipales de Desamparados y la Municipalidad de ese cantón, a la luz de lo indicado por la Sala Constitucional en la sentencia 2000-004453 y lo señalado por la Sala Segunda en la sentencia 781 del 12 de setiembre del 2008.  Señala la Sala que precisamente en sentencia de este Tribunal, se analizó la constitucionalidad de las convenciones colectivas. Incluso estableció los parámetros que deben tomarse en consideración para determinar su aplicación en un caso concreto. En el caso en estudio, la consulta es inadmisible en razón de su objeto, en tanto el punto ya fue resuelto por este Tribunal. En virtud de lo expuesto, la consulta es inevacuable. No ha lugar a evacuar la consulta. 
TRABAJO. 3600-12. CONVENCIÓN COLECTIVA DE PALMA TICA Y OTRAS CON EL SINDICATO. Consulta judicial facultativa referente a la IV Convención Colectiva de Trabajo entre la Compañía Palma Tica S.A, Compañía Agrícola Coto del Norte S.A. Multiservicios del Sur S.A., y el Sindicato Democrático de Trabajadores  de Golfito 2010-2012. Los actores exponen en los hechos de la demanda que han laborado  para las entidades accionadas con funciones de recolectores de coyol en varios períodos, que durante toda la relación laboral no se les han pagado días feriados, vacaciones, reajuste de salarios etc. Las accionadas  contestan la demanda indicando que los actores recolectan coyol en forma libre, sin sujeción a dirección, subordinación o sujeción a órdenes patronales  de ninguna clase y que los actores  nunca fueron peones agrícolas de las accionadas,  por lo que no pueden ser susceptibles  de ningún derecho de los reclamados.  A juicio del Consultante ello es contrario al artículo 58 inciso f) del Código de Trabajo, en tanto establece que no será válida la cláusula que ponga en condiciones de manifiesta inferioridad a los trabajadores no sindicalizados. En este caso, la Sala observa que el caso está pendiente de resolución y es criterio de este Tribunal que el acápite de la Convención Colectiva de cuya constitucionalidad duda el Juez no es una norma que éste deba aplicar en el proceso sometido  a su conocimiento.  Lo anterior, porque el objeto del proceso es  determinar si los actores tienen o no una relación laboral con las demandadas y, si les corresponden o no los derechos que reclaman como suyos,  que se derivan de la ley laboral, no de la Convención Colectiva consultada. Por lo anterior, no se cumple uno de los presupuestos de admisibilidad de la consulta judicial, establecido en el artículo 102 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, ya que las dudas de constitucionalidad del Juez no versan respecto a una “norma o acto que deba aplicar o de un acto, conducta u omisión que deba juzgar en un caso sometido a su conocimiento. Es evidente sus dudas son más bien acerca de la posible ilegalidad del acápite señalado de la Convención Colectiva, y la procedencia  o improcedencia  su aplicación  en  el caso concreto sometido a su conocimiento.  Dilucidar esos extremos en una consulta judicial de constitucionalidad es improcedente, por lo que la consulta resulta inevacuable también por ese motivo. No ha lugar a evacuar la consulta. 

TRABAJO. 4108-12. ALCALDES NO PUEDEN RECIBIR SALARIO Y PENSIÓN. Acción  de  inconstitucionalidad contra EL PÁRRAFO PENÚLTIMO DEL ARTÍCULO 20 DEL CÓDIGO MUNICIPAL. Explica el accionante que esta Sala por sentencia número 2010-015058 declaró inconstitucionales los artículos 14 y 15 de la Ley General de Pensiones. Considera que este Tribunal, de conformidad con el numeral 89  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción  Constitucional,  pudo  haber  declarado  la inconstitucionalidad del penúltimo párrafo del artículo 20 del Código Municipal por conexidad. A este efecto,  asegura, solicitó a la Sala que se adicionaran y dimensionaran los efectos de la sentencia supra citada con el fin de que, dadas las argumentaciones y consideraciones ahí señaladas, se declarara la inconstitucionalidad de la norma aquí objetada. Afirma que dicha solicitud fue rechazada por sentencia número 2012-011232, en  la que se señaló que la constitucionalidad del artículo 20 del Código Municipal debía ser cuestionada a través de una acción nueva. Relata el accionante que ha sido objeto de cuestionamientos por recibir el pago por desempeñar su función de Alcalde y la pensión que legalmente le otorgó el Estado, en virtud de que el artículo impugnado establece una prohibición de recibir simultáneamente pensión y salario. Considera que esta norma no es aplicable en tanto exhibe los mismos vicios de inconstitucionalidad que llevaron a este Tribunal a anular los artículos 14 y 15 de la Ley General de Pensiones. Alega que, de no ser así, la prohibición establecida en la norma cuestionada lo obligaría a renunciar a la totalidad de su salario durante el tiempo en el que se desempeñe como Alcalde, y considera que esta supresión temporal del salario es contraria al derecho al trabajo consagrado en el artículo 56 de la Carta Magna. En el presente asunto, se observa, que el accionante incumple varios de los requisitos necesarios a efecto de plantear una acción, pues   en primer término, el actor  adujo que su legitimación para accionar proviene de la defensa de un interés general que atañe a toda la colectividad, sin embargo, la norma cuestionada es de aplicación concreta, por lo  que  podría  causar  una lesión  individual y concreta a los derechos fundamentales de las personas, lo que daría lugar a plantear las impugnaciones correspondientes en vía judicial,  o bien, dentro del procedimiento que agote la vía administrativa, a fin de contar con un asunto base que otorgue la legitimación para acudir a esta Sala por la vía de control de constitucionalidad.  Por otra parte, aún cuando en el escrito de interposición el actor hizo referencia a un asunto en vía administrativa, en el que supuestamente,  invocó la inconstitucionalidad  de la norma, lo cierto es, para esos efectos, no identificó claramente cuál es el asunto, en que etapa procesal  se encuentra, la autoridad administrativa que la conoce,  ni aportó la certificación literal del escrito en que invocó la inconstitucionalidad de la norma en el asunto base.  Sobre el goce simultáneo de pensión y salario, se indica que la Sala varió el criterio en la sentencia 2011-10513. Finalmente se indica que la acción resulta inadmisible, toda vez, que la norma impugnada es acorde con el Derecho de la Constitución. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Calzada Miranda y Jinesta Lobo salvan el voto y declaran con lugar la acción con sus consecuencias. Los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro y Castillo Víquez ponen nota.  RF
TRAMITE. 3197-12. INCIDENTE DE NULIDAD DE SENTENCIA DE CONSULTA LEGISLATIVA. Consulta Legislativa  Preceptiva de constitucionalidad sobre el Proyecto de "Aprobación del Convenio  Internacional  para  la  Protección de las Obtenciones Vegetales", expediente legislativo 16.590. Los consultantes interponen  incidente de nulidad absoluta contra la opinión consultiva número 2008-004570, mediante la cual esta Sala  evacuó la presente consulta preceptiva. Indican que en sesión de fecha 10 de marzo de 2008, la Corte Plena del Poder Judicial dispuso conceder permiso con goce de salario a todos los magistrados propietarios de la Sala Constitucional y a un Magistrado suplente, a efecto de que del 24 al 28 de marzo del 2008, ”se separen del cargo y se dediquen al estudio de las consultas  facultativas relacionadas con la agenda de implementación”. Que en esa misma sesión, la Corte Plena dispuso, acto seguido, autorizar a su presidente,  “a efecto de que asista a la sesión de Corte Plena que eventualmente se convoque, así como a las votaciones de la Sala Constitucional”. Asimismo, en fecha 26 de marzo del 2008, y no obstante estar separados del cargo por licencia de estudios especiales dichos  magistrados propietarios, además de un magistrado suplente, dictaron la sentencia número 4570-08. Señalan que del 24 al 28 de marzo del 2008, funcionaron dos salas constitucionales paralelas en el Poder Judicial del Estado costarricense; una regular integrada en su totalidad por magistrados  suplentes, y otra irregular integrada  por  todos  los  miembros  propietarios y un suplente (la  mayoría  temporalmente suspendidos de su función jurisdiccional). Alegan, que con base en lo expuesto líneas atrás, que hubo irregularidad en la investidura del funcionario jurisdiccional, irregularidad en la legitimación del funcionario judicial e incompetencia absoluta. Sobre lo alegado por los accionantes, resulta desde toda perspectiva improcedente, por cuanto no es posible admitir por principio la existencia de ningún remedio o recurso contra las sentencias de la propia Sala Constitucional, ya que ésta no es solo un tribunal con jurisdicción suprema y de única instancia, conforme  a lo establecido  por la Constitución Política,  en  el  ejercicio  de  la  Jurisdicción  Constitucional,  sino  que  toda impugnabilidad resulta de su propia naturaleza como tribunal. En todo caso, si los gestionantes consideraron la existencia de algún motivo de inhibición, la respectiva invocación  debió  realizarse  en  el  momento  procesal  oportuno,  y  no  con posterioridad al dictado de la sentencia. Por estas razones, no ha lugar a la gestión formulada. No ha lugar a la gestión formulada. 
TRAMITE. 2980-12. CURSO DE CONSULTA LEGISLATIVA APROBADA EN SEGUNDO DEBATE. Consulta legislativa facultativa de constitucionalidad respecto del proyecto de ley “El Control del Tabaco y sus Efectos Nocivos en la Salud”, expediente legislativo número 17371. En este caso, la consulta se recibió en la Secretaría de la Sala a las 13:52 horas del 27 de febrero del 2012. El proyecto fue aprobado en primer debate el 20 de febrero del 2012 y aprobado en segundo  debate el 27 de febrero del 2012, en la sesión ordinaria número 147. De conformidad con lo que dispone el artículo 96 inciso b) de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, es posible formular consulta legislativa facultativa, cuando ésta se presenta por no menos de diez Diputados. Asimismo, disponen los artículos 98 a 100 de la misma ley, que la consulta facultativa debe ser presentada después de su aprobación en primer debate y antes de serlo en debate definitivo,  en memorial razonado, con expresión de los aspectos cuestionados del proyecto, así como de los motivos por los cuales se tuvieren dudas u objeciones sobre su constitucionalidad.  De otra parte, el artículo 100 de la ley del rito constitucional dispone “Recibida la consulta, la Sala lo comunicará a la Asamblea Legislativa y solicitará la remisión del respectivo expediente y sus antecedentes (…) La consulta no interrumpirá ningún trámite, salvo el de votación del proyecto en tercer debate o, en su caso, la sanción y publicación del decreto respectivo (…)”. En este caso concreto, la consulta es admisible por cuanto fue planteada por diez diputados, después de aprobado el proyecto en primer debate y en memorial razonado. Ahora bien, como en este caso, estando en trámite la consulta, el proyecto consultado fue aprobado en segundo debate en la sesión ordinaria legislativa número 147 del 27 de febrero de 2012, lo procedente es admitir la consulta para conocerla por el fondo y ordenar al Poder Ejecutivo no sancionar ni publicar el proyecto de ley,  según dispone el artículo 100 de la Ley que rige a esta jurisdicción. Se admite para estudio la consulta legislativa facultativa. Se ordena al Poder Ejecutivo, no sancionar, ni publicar el proyecto de ley “Control del Tabaco y sus Efectos Nocivos en la Salud”, expediente legislativo número 17371, hasta tanto esta Sala no resuelva en sentencia o disponga otra cosa.

TRÁMITE. 3656-12. RECURSO DE REVOCATORIA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 199 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. La gestionante interpone recurso de revocatoria contra la resolución que deniega la solicitud de coadyuvancia presentada por no haber cumplido la prevención hecha mediante resolución de las nueve horas cuarenta y seis minutos del siete de febrero del dos mil doce. Alega al efecto, que al presentar la solicitud de  coadyuvancia  aportó  la  certificación  de  personería  correspondiente. Adicionalmente, señala que la resolución mediante la cual se le previno la presentación de la certificación, nunca le fue notificada al correo  electrónico señalado al efecto. En  relación  con  el primer aspecto,  revisado el Sistema Costarricense de Gestión de Despachos, la razón de recibido  que consta  en el Registro de Escritos, se plantea la coadyuvancia y no hay referencia alguna a ningún otro documento. Por otra parte, la gestionante no aporta prueba alguna que demuestre que la certificación en cuestión fue presentada. De hecho, la razón 
de recibido en el documento original no indica que se haya recibido la certificación en cuestión. En cuanto al tema de la notificación, consta que la notificación fue debidamente diligenciada el diecisiete de febrero del dos mil doce, a las diecisiete horas veinticuatro minutos. Esos hechos motivaron que el quince de febrero pasado, se emitiera una constancia  según la cual, la gestionante no cumplió la prevención  hecha, lo cual motivó  a su  vez, el rechazo de la solicitud  de coadyuvancia. En virtud de lo expuesto, la gestión no es de recibo. No ha lugar a la gestión formulada. 
TRAMITE. 3713-12. SE SUSPENDE TRAMITE DE ACCIÓN. Acción de inconstitucionalidad contra el inciso tercero del artículo cuarto de la Ley de creación de derecho de propina a trabajadores de restaurantes N° 4946 del 3 de febrero de 1972. Alega el accionante que la forma en que se calcula el salario de un salonero es desproporcionada e irrazonable. Indica que la doctrina distingue entre propina y salario y señala que la primera es voluntaria, en tanto el segundo, es obligatorio. Agrega que la forma en que se distribuye la mal llamada “propina” solo se les aplica a los patronos del sector gastronómico, por lo que estima que se está violando el principio de igualdad. Considera que es una imposición cobrar el 10% de propina, cuando el patrono tiene que proporcionar  las herramientas necesarias para que se haga de forma correcta. En este caso, señala la Sala que, según lo dispone el artículo 84 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, si después de interpuesta una acción de inconstitucionalidad  y antes de la publicación del aviso respectivo se presentaren otras acciones contra la misma ley, decreto, disposición, acuerdo o resolución, las segundas se acumularán a la primera y se tendrán como ampliación. También se acumularán las acciones que con ese carácter interpongan las partes de los juicios suspendidos, si fueren presentadas dentro de los quince días posteriores  a la primera publicación del edicto de ley. No obstante, las acciones que se planteen después de ese plazo se dejarán en suspenso,  mientras se resuelven las que hubieren sido presentadas anteriormente. Como se desprende de lo relatado en la parte de resultandos supra, la presente demanda  ingresó una vez transcurrido  el plazo de quince días hábiles luego de la publicación del primer aviso correspondiente a la interposición de la acción de inconstitucionalidad  número 11-007632-0007-CO. En consecuencia, resulta plenamente aplicable lo indicado en el citado artículo 84 in fine, debiéndose suspender el trámite hasta que se resuelva la primera gestión. Se reserva el dictado  de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 11-007632-0007-CO se tramita ante esta Sala. 

TRAMITE. 3545-12. SE CORRIGE ERROR MATERIAL SOBRE REGISTRO DE LA SENTENCIA EN EL SISTEMA DE GESTIÓN. Consulta  legislativa  preceptiva  de  constitucionalidad  sobre  el proyecto  de "Aprobación del Convenio Constitutivo de la Coordinación Educativa y Cultural Centroamericana (CECC)", expediente legislativo número 17.221. El artículo 12 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional establece que las sentencias que dicte la Sala podrán ser aclaradas o adicionadas, a petición de parte, si se solicitare dentro de tercero día, y de oficio en cualquier tiempo, incluso en los procedimientos de ejecución, en la medida en que sea necesario para dar cabal cumplimiento al contenido del fallo. De conformidad con lo que dispone el numeral citado, la Sala corrige el error material cometido al hacerse la trascripción de la sentencia en el Sistema Costarricense de Gestión Judicial y por el cual se registró parcialmente el texto de la sentencia 3243-12. Se corrige el error material para que conste en el Sistema Costarricense de Gestión Judicial la trascripción correcta de la resolución 2012003243 de las catorce horas treinta minutos del siete de marzo de dos mil doce, que corresponde a la consulta legislativa 12-002720-0007-CO en lugar de la que originalmente se registró. La Magistrada Calzada Miranda y Magistrado Jinesta Lobo ponen nota.-

TRÁMITE. 3920-12. ACUMULACIÓN. Consulta legislativa facultativa de constitucionalidad respecto del proyecto de Ley de Solidaridad Tributaria, tramitado en el expediente legislativo No. 18.261. En este expediente se consulta sobre el Proyecto  de Ley de Solidaridad Tributaria, tramitado en el expediente legislativo No. 18.261, respecto del cual se encuentra en trámite una consulta legislativa bajo el expediente 12-003518-0007-CO. Por referirse ambos expedientes al mismo proyecto y estar planteadas ambas consultas en términos similares, procede acumular esta consulta a la anterior y tenerla como ampliación de la misma, a fin de evitar resoluciones contradictorias que pudieren afectar los derechos e intereses de los gestionantes. Acumúlese esta consulta a la que bajo expediente número 12-003518-0007-CO se tramita ante esta Sala y téngase como una ampliación de la misma. 

TRÁMITE. 3921-12. ACUMULACIÓN. Acción de inconstitucionalidad contra determinadas frases contenidas en los artículos 1, 5, 16, , 17 y 25 de la Ley de Incentivos Médicos, N° 6838. La parte accionante señala que las prerrogativas y privilegios que contienen dichas disposiciones,  evidencian la irresponsabilidad, tanto del Poder Legislativo (amparado en su discrecionalidad legislativa) como del Ejecutivo, al ceder a la presión de distintos gremios y promulgar y resellar  una ley que distribuye en pocas manos el capital económico que han aportado con el pago de los impuestos, todos los costarricenses, lesionando así lo dispuesto en el artículo 50 Constitucional. Esas normas, por la misma razón, lesionan el derecho a la salud de los costarricenses, pues obligan   a la Caja Costarricense del Seguro Social (patrono del cual depende la gran mayoría de los profesionales en ciencias médicas que se benefician de ese incentivo) a transferir dineros públicos que deberían ser utilizados para mejorar la atención de los servicios en salud que actualmente se brindan de manera deficiente y precaria.   Ello por cuanto un 70% del presupuesto  de la institución se debe emplear en el pago de salarios. En este caso, señala la Sala que según lo dispone el artículo 84 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional si después de planteada la acción y antes de la publicación del aviso, se presentan otras, se acumularán a la primera y se tendrán como ampliación. También se acumularán las acciones que con ese carácter interpongan las partes de los juicios suspendidos, si fueren presentadas dentro de los quince días posteriores  a la primera publicación del aviso. Por lo expuesto y ante la evidente conexidad que existe entre los hechos planteados en este asunto y los discutidos en el expediente número 
12-002423-0007-CO que se tramita ante esta Sala, y a fin de evitar resoluciones contradictorias que  pudieren  afectar  los  derechos e intereses de las partes involucradas, se dispone en este acto acumular este expediente al citado. Acumúlese   esta   acción a  la  que  en  el  expediente  número 12-002423-0007-CO se tramita ante esta Sala. 

TRAMITE. 4071-12. SE SUSPENDE POR HABER OTRA ACCIÓN INTERPUESTA SOBRE EL TEMA.  Acción de inconstitucionalidad contra el procedimiento de aprobación de la Ley 8955 del 7 de julio de 2011,  por  violación  del  artículo 208  bis  del  Reglamento  de  la  Asamblea Legislativa.  Sostiene la accionante que su legitimación deriva del proceso que presentó su representado para impugnar una boleta de tránsito, que le fue impuesta por una supuesta violación al artículo 130, inciso c) de la Ley de Tránsito. Manifiesta que su representado se 
desempeña como chofer, y que la infracción supra citada le fue aplicada en el ejercicio de dicha actividad. Explica que dicha multa se sustenta en la aplicación de la Ley 8955, en virtud de que hace referencia al “servicio especial de taxi”, el cual es un nuevo modelo de transporte público creado por ese cuerpo normativo. Declara que su representante fue sancionado por no tener autorización del Consejo de Transporte Público, pero alega que este órgano no ha otorgado  aún ninguno de estos permisos, por lo cual asegura que no se le puede castigar la no tenencia de un permiso. En este caso, señala la Sala que en virtud de que lo impugnado en esta acción es la aplicación en la aprobación de la Ley No. 8955 de un procedimiento especial de conformidad 
con el artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa, y esta disposición se   encuentra cuestionada   actualmente en la acción de inconstitucionalidad  tramitada en  el  expediente 11-0012867-0007-CO, lo procedente es reservar la admisibilidad de esta acción, hasta tanto sea definida dicha situación por la Sala. Se reserva la admisibilidad de esta acción hasta tanto no sea resuelta la acción de inconstitucionalidad que bajo expediente número 11-0012867-0007-CO se tramita ante esta Sala. 

TRANSITO. 3233-12. DESPROPORCIONALIDAD DE LA MULTA. Acción de  Inconstitucionalidad  contra el artículo 131 inciso g) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331. Alega el accionante que el monto establecido en el artículo 131 g) por un monto de 270.450 colones más el 30% del PANI, es desproporcionada e irracional, ya que la infracción se aleja de la realidad socioeconómica del país y de su persona, por ser un monto sumamente alto, el cual atenta contra el sustento suyo y de su familia. En este caso, el accionante presenta un memorial que carece de los requisitos mínimos necesarios para tener por presentada la acción: No está autenticado, ni se canceló el timbre del Colegio de Abogados. El escrito carece de fundamentación jurídica en cuanto a las razones de la probable inconstitucionalidad del artículo cuestionado, de conformidad con lo que establece el artículo 78 párrafo segundo de la Ley de la Jurisdicción Constitucional,  ya que tampoco  se citan las normas constitucionales que estima lesionadas y no justifica su legitimación en la existencia de  algún  proceso  pendiente en  el  cual  también  haya  invocado  la 
inconstitucionalidad en los términos pertinentes del artículo 75 de la Ley en cuestión. Por lo anterior se procede a rechazar de plano la acción. RP 

TRANSITO. 3642-12. MULTAS EN MATERIA DE TRÁNSITO. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 130, 131 y 132 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del 13 de abril de 1993. Alegan los recurrentes, que éstas normas contienen multas que son desproporcionadas e irrazonables. Si bien es cierto el Estado tiene la potestad del ius puniendi, este no puede ser ejercido de manera irrestricta. En el caso de las multas contenidas en la Ley de Tránsito, el Estado no solo debe tomar en cuenta las condiciones relativas a levedad o gravedad, respetando los principios de razonabilidad y proporcionalidad, sino también la capacidad económica del infractor. En el caso en estudio, la parte accionante incumplió la prevención que se le formuló, en el sentido que debían indicar cuál era el proceso previo –en vía administrativa o judicial-, que servía de base a la acción, tal y como lo indica el artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, aportando además, el escrito en que se invocó la inconstitucionalidad de las normas impugnadas. Al no haber cumplido con lo solicitado, no queda más que proceder a denegar el trámite de la acción.  Se deniega el trámite a esta acción.
TRÁNSITO. 3598-12. MULTAS DE TRÁNSITO. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 131 Inciso B de la Ley de Tránsito Por Vías Públicas y Terrestres N°. 7331 de 1993 y sus Reformas.  Indica el recurrente que el artículo en mención establece que se impondrá una multa de un setenta y cinco por ciento (75%) de un salario base mensual correspondiente al "Auxiliar administrativo 1", que aparece en la  relación de puestos del Poder Judicial, a  quien  irrespete  las   señales  de   tránsito  fijas,  incluso  los  límites de velocidad o las indicaciones de la autoridad de tránsito, en contravención de los artículos 79, 83 y 116 de esta Ley, normas que establecen los deberes de acatar las indicaciones verbales o escritas de las autoridades de tránsito, el señalamiento  vertical  y  horizontal,  incluso el  que  comprende  los   límites  de velocidad; la prohibición   de pasar  sobre las islas canalizadoras o de adelantar por el carril izquierdo de la carretera demarcada con línea continua en el centro; sin embargo el monto  de la multa establecida  en dicho artículo es contraria a los principios de razonabilidad y proporcionalidad. En este caso, se rechaza el recurso porque el accionante no justifica la falta de cumplimiento del requisito de contar con un proceso pendiente de resolver, en el cual se hubiese invocado la inconstitucionalidad  alegada, como medio razonable de amparar el derecho o interés que se considera lesionado. Tampoco aportó el timbre del Colegio de Abogados correspondiente   a  la  autenticación  del escrito. De esta manera, se estima que la gestión presentada por el accionante carece de los requisitos esenciales de admisibilidad, por lo que no constituye una   acción   de inconstitucionalidad  propiamente  dicha.  Por otra parte, debe tomar en cuenta el accionante, que por resolución número 2012-000129 de las catorce horas y treinta minutos del once  de  enero  del  dos  mil  doce,  emitida  dentro  del  expediente número 11-005043-0007-CO, esta Sala declaró con lugar la acción y anuló el monto de la multa establecido en el artículo 131 de la Ley de Tránsito número 7331 del trece de  abril  de  mil  novecientos  noventa  y  cuatro  y  sus  reformas,  concreta  y específicamente en la parte que se dirige a sancionar la infracción a las señales de tránsito fijas que establecen límites de velocidad y que se encuentra descrita en el inciso b) del citado artículo. Se rechaza de plano la acción.  RP
TRÁNSITO. 3606-12. MULTAS DE TRÁNSITO. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 115 y 131, inciso e), de la Ley de Tránsito, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Aduce el recurrente que la multa prevista y sancionada por los citados artículos es desproporcionada y contraria al principio de razonabilidad, pues excede en más del 50 al 75% del salario mínimo legal, con lo cual, una persona sancionada en virtud de los artículos impugnados, se vería expuesta a perder la mitad de su ingreso por una multa. Por ende, concluye, que la multa es confiscatoria. Ante  esta  Sala  se  encuentra pendiente de resolver la acción de inconstitucionalidad tramitada con el número de expediente 12-002646-0007-CO, interpuesta por el mismo actor contra la misma norma, por iguales razones y con fundamento en el mismo proceso. En razón de lo anterior, lo procedente es ordenar el archivo de esta gestión, como en efecto se dispone. Se ordena el archivo del expediente. 

TRÁNSITO. 3605-12. MULTA DE TRÁNSITO. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 115 y 131, inciso e), de la Ley de Tránsito, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Aduce la parte recurrente que la multa prevista y sancionada por los citados artículos es desproporcionada y contraria al principio de razonabilidad, pues excede en más del 50 al 75% del salario mínimo legal, con lo cual, una persona sancionada en virtud de los artículos impugnados, se vería expuesta a perder la mitad de su ingreso por una multa. Por ende, concluye, que la multa es confiscatoria. Ante  esta  Sala  se  encuentra pendiente de resolver la acción de inconstitucionalidad tramitada con el número de expediente 12-002646-0007-CO, interpuesta por el mismo actor contra las mismas normas, por iguales razones y con fundamento en el mismo proceso. En razón de lo anterior, lo procedente es ordenar el archivo de esta gestión, como en efecto se dispone.  Archívese el expediente. 

TRÁNSITO. 3603-12. MULTA DE TRÁNSITO. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 115 y 131, inciso e), de la Ley de Tránsito, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Aduce que la multa prevista y sancionada por los citados artículos es desproporcionada y contraria al principio de razonabilidad, pues excede en más del 50 al 75% del salario mínimo legal, con lo cual, una persona sancionada en virtud de los artículos impugnados, se vería expuesta a perder la mitad de su ingreso por una multa. Por ende, concluye, que la multa es confiscatoria. En este caso, se rechaza la acción por falta de legitimación del accionante, con vista en el memorial de interposición de la citada impugnación, que el recurrente no invocó la inconstitucionalidad  de la norma cuestionada en ese asunto base, conforme lo prescribe el artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.  En virtud de lo anterior, el actor no se encuentra legitimado  para  acudir  a  esta  vía  a  través  de  un  proceso  de  acción  de inconstitucionalidad, pues, en esas circunstancias, dicho asunto no es un medio razonable para amparar el derecho que el interesado considera vulnerado. Se rechaza de plano la acción. RP
TRÁNSITO. 3939-12. PARTES POR EL USO DEL TELÉFONO CELULAR. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 115 y 131 inciso e) de la Ley de Tránsito y contra toda la Ley indicada. Indica la actora que tales disposiciones lesionan los artículos 35, 39 y 42 de la Constitución Política que tutelan los principios del debido proceso, de tipicidad, de juez natural, de razonabilidad y de proporcionalidad. Refiere la accionante que un oficial de tránsito le confeccionó en la provincia de San José un parte en virtud de portar un teléfono celular a la entrada de un parqueo y por tal razón se le impuso una multa fija de 237.150 colones, por aplicación de los numerales 115 y 131 e) de la citada ley de tránsito. Señala como asunto base la apelación interpuesta el día 17 de enero del presente año ante la Unidad de Impugnaciones del Consejo Nacional de Seguridad Vial (COSEVI) en el cual invocó la inconstitucionalidad de tales normas por considerar que las multas son desproporcionadas y contrarias a la razonabilidad, en primer término por exceder más del 50 % al 75%  del salario mínimo legal, además por los efectos de cosa juzgada material y por no existir el proceso legal de impugnación a favor de los perjudicados, aspecto que en su opinión sólo las leyes y la Constitución Política conceden a las sentencias judiciales firmes. Agrega que tales disposiciones normativas vulneran el principio de tipicidad penal, al calificarlas como tipos abiertos, porque los oficiales de tránsito se arrogan la facultad de juez y parte, sin existir un contralor judicial  que tutele las garantías de los administrados. Por último, señala que las normas impugnadas no cumplen con un fin disuasivo, sino confiscatorio del salario mínimo. Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Castillo salva el voto y declara con lugar la acción. El Magistrado Gilbert Armijo consigna nota. SL
TRÁNSITO. 3940-12. MULTA POR MAL ESTACIONAMIENTO. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 133 inciso h) de la Ley de Tránsito por vías terrestres No. 7331 del 13 de abril de 1994 y sus reformas. La norma se impugna en cuanto establece que se impondrá una multa de un cuarenta por ciento de un salario base mensual correspondiente al auxiliar administrativo 1, que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del Presupuesto Ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se conoce la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas. Estima el accionante que la sanción prevista vulnera los principios de proporcionalidad y razonabilidad, si se toma en cuenta que asciende a la suma de 117.360 colones más un treinta por cierto adicional que se cobra sobre el valor de las multas por infracciones a la Ley de Tránsito, a favor del Patronato Nacional de la Infancia, lo que da un total de 152.568 colones. Adicionalmente, la infracción se sanciona además con la disminución de diez puntos de un total de cincuenta que se asignan a cada  persona, lo que significa que con solo estacionar en una zona demarcada con raya amarilla se pierden el veinte por ciento de los puntos otorgados. Alega que la infracción está equiparada en cuanto a la sanción, multa y disminución de puntaje a otras conductas cuyo ejercicio está plenamente demostrado con múltiples estudios técnicos, que sí constituyen en todos los casos un grave peligro para la seguridad vial, en perjuicio de terceras personas, tales como no dar prioridad de paso al tren, al entrar a una rotonda no ceder el paso al vehículo que viaje por dentro, que un vehículo de carga viaje con carga suelta, dañar o alterar los semáforos o señales de tránsito, alterar el taxímetro o “maría” etc. Refiere que el salario mensual de un chofer es de aproximadamente 195.441.85 colones, lo que significa que esa multa representa más de tres cuarta partes de ese salario, lo que demuestra que la misma es irrazonable y desproporcionada. Estacionar en zona demarcada con raya amarilla, no constituye ninguna amenaza para la seguridad vial y cuando mucho, podría ocasionar durante un corto lapso, un leve congestionamiento de tránsito. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 133 inciso h) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso  p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en relación con lo dispuesto en el artículo 96 inciso d) de la misma Ley.  Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda Leal pone nota. CL
TRÁNSITO. 3941-12. SANCIÓN POR USO DE CHALECO RETRORREFLECTIVO. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 133 inciso b) en relación al artículo 104 inciso d) de la Ley de Tránsito N° 7331 del 13-04-1993 y sus reformas parcial Ley sobre el Uso del Chaleco Retrorreflectivo. La norma se impugna en tanto la sanción prevista en dichas normas, que consiste en la multa del cuarenta por ciento (40%) de un salario base mensual, correspondiente al “Auxiliar administrativo 1”, que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial -de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito- para el conductor de bicicleta, motobicicleta, bicimoto, triciclo, cuadraciclo o motocicleta que no utilice el chaleco retrorreflectivo, es desproporcionada e irrazonable. Refiere el accionante que existe una desorbitada relación entre la infracción y su sanción, dado que la multa corresponde a la suma de 126 480 colones más el 30% destinado al Patronato Nacional de la Infancia, para un total de 164 424 colones. Esa suma está divorciada de la realidad económica del país, así como de las condiciones asimétricas de la población costarricense. Además sostiene que el artículo 104 inciso d) adolece de indeterminación, lo cual genera una gran arbitrariedad, al establecer que el uso de dicho implemento debe darse “Desde media hora antes de la hora natural del anochecer y hasta media hora después de la hora natural del amanecer”, condiciones que son variables según la fecha del año. Esa imprecisión permite consideraciones meramente subjetivas de qué debe entenderse por "anochecer" o "amanecer", al ser estos lapsos de tiempo sumamente amplios. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Calzada y Castillo salvan el voto y declaran con lugar la acción. Los Magistrados Guerrero y Armijo ponen nota. SL
TRÁNSITO. 3942-12. SANCIONES DE TRANSITO IMPUESTAS POR EL SISTEMA DE CÁMARAS. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 131, inciso A de la Ley de Transito por vías Publicas Terrestres. La norma se impugna en cuanto considera que lesiona los principios de razonabilidad, proporcionalidad, justicia social, inocencia y debido proceso. Estima que la interpretación del COSEVI, en el sentido de que si se conduce en una zona de 60 kph no se debe permitir que el velocímetro marque más de 77 kph, porque si se le suman 3 kph del margen de error a la cámara, será acreedor de una multa de 308.295 colones, riñe con el principio de inocencia del conductor, el principio de defensa y el debido proceso. Agrega que el monto de dicha multa es desproporcionado porque no se pueden imponer multas que atenten contra el ingreso per cápita del costarricense, ya que considera que existen muchos ciudadanos pobres o medianamente pobres, y considera que esto es un golpe que desgarra y atenta contra las familias. Agrega que dicha multa es irrazonable, injusta, temeraria, y atenta contra su salario y de sus obligaciones, lo que asegura le impide cubrir, y tendría que recurrir a un préstamo para pagarlo. Por otra parte, alega que desconoce el criterio técnico utilizado para la ubicación de las cámaras utilizadas para generar las infracciones, que originalmente se pensaron para controlar y multar velocidades temerarias. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 131 inciso a) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso  p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en relación con lo dispuesto en el artículo 108 de la misma Ley. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiese pagado, cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda pone nota. CL
TRÁNSITO. 3943-12. MULTAS IMPERSONALES REALIZADAS POR MEDIO DE CÁMARAS. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso A de la Ley de Tránsito por las Vías Terrestres N° 7331 del 22 de abril de 1993. La norma se impugna en cuanto considera que la multa contenida en la normativa impugnada es desproporcionada e irrazonable, en relación a la condición económica promedio de los ciudadanos costarricenses y a los índices de los salarios, costo de vida y capacidad económica de las personas en general, frente a los índices de inflación y deflación -determinantes de la capacidad adquisitiva- siendo las multas referidas superiores al salario promedio mínimo, y por tanto, irrazonables, a tenor de los principios de proporcionalidad y razonabilidad de las normas. Además, considera que la fijación de multas impersonales por medio de cámaras crea un estado de indefensión para los infractores, y enerva los mecanismos de garantía del derecho defensa por falta de un medio idóneo de notificación y acceso a la comunidad de prueba de cargo por la infracción, mediante una publicación oficial en el Diario La Gaceta, sin describir e indicar el número de la boleta, el lugar del evento, y el contenido fundamentado de la infracción atribuible e imputable. Estése a lo resuelto en la acción de inconstitucionalidad número 12-012519-0007-CO resuelta por sentencia número 2012-03942 de las dieciséis horas con veintidós minutos del veintiuno de marzo del dos mil doce. Estése
TRÁNSITO. 3944-12. MULTA POR PRESTAR SERVICIO DE TRANSPORTE SIN AUTORIZACIÓN. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 130 inciso c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. La norma se impugna en cuanto establece que una multa de un salario base mensual correspondiente al “Auxiliar administrativo 1” que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, al conductor que se dedique a prestar el servicio de transporte público, en cualquiera de sus modalidades, sin contar con las respectivas autorizaciones, en violación de lo dispuesto en el inciso a), numeral 1, o en el inciso b), numeral 1, ambos del artículo 98, y en el artículo 113 de esta Ley, lo anterior únicamente en cuanto a no contar con la respectiva autorización. A juicio del accionante, la norma vulnera los principios de razonabilidad y proporcionalidad, pues establece una sanción económica exorbitante y alejada de la realidad y capacidad económica del sancionado. Además, la norma no guarda una relación con la gravedad del hecho, ni toma en cuenta una serie de condiciones especiales, que pueden justifican el hecho, como es el caso del  transporte de personas a través del contrato privado o porteo, por lo que la sanción resulta lesiva al derecho al trabajo.  Asimismo, la norma se considera contraria al principio de igualad, porque establece una multa exorbitante para todas las personas en general, sin tomar en cuenta la capacidad económica de los administrados, en especial, de aquellos cuyos ingresos  son menores al  monto total de la multa. Con lo anterior, también se lesiona el derecho de propiedad del infractor, ya que para poder hacer frente a la multa, debe desprenderse de todos sus ingresos, incluyendo los necesarios para subsistir. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. El Magistrado Rueda pone nota. SL
TRÁNSITO. 3945-12. MULTA QUE SE IMPONE AL CONDUCTOR DE TAXI POR IRRESPETAR LAS ZONAS DE PARADA ESTABLECIDAS POR EL CONSEJO DE TRANSPORTE PÚBLICO. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 132 inciso k) de la Ley de Transito por Vías Públicas Terrestres. La norma impone una multa al conductor de taxi que se le compruebe haber cometido abusos en el cobro de la tarifa reglamentaria. Al conductor que se dedique a prestar el servicio de transporte público, en cualquiera de sus modalidades, en violación de lo dispuesto en el inciso a), numeral 1, o en el inciso b), numeral 1, ambos del artículo 98 y en el artículo 113 de esta Ley, en cuanto al incumplimiento de paradas y horarios. A juicio del accionante la multa es muy alta. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 132 inciso k) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso  p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en relación con lo dispuesto en el artículo 98 inciso a), numeral 1) de la misma Ley, específicamente la multa que se impone al conductor de taxi por irrespetar las zonas de parada establecidas por el Consejo de Transporte Público. En cuanto a la alegada violación del derecho al trabajo y al principio de non bis in ídem, se declara sin lugar la acción.  Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. El Magistrado Rueda Leal concurre con el voto pero pone nota. Notifíquese. CL
TRÁNSITO. 3946-12. MULTA POR MAL ESTACIONAMIENTO. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 133 inciso h de la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres N° 7331 del 13 de abril de 1993 y sus reformas parciales a Ley N° 8696. La norma señala que se impondrá una multa de un cuarenta por ciento (40%) de un salario base mensual, correspondiente al “Auxiliar administrativo 1” que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: h) A quien se estacione en contra de lo dispuesto en los incisos b), c), ch), d), e), f), g), h) e i) del artículo 96 de esta Ley. La misma sanción se impondrá al propietario o, en ausencia de este, al gerente o administrador del establecimiento público o privado que infrinja lo dispuesto por el inciso i) del artículo 96 de la presente Ley. Se acusa que la norma no es razonable ni proporcionada. Estése a lo resuelto en la acción de inconstitucionalidad número 10-008059-0007-CO resuelta por sentencia número 2012-03940 de las dieciséis horas con veinte minutos del veintiuno de marzo del dos mil doce. Estése
TRÁNSITO. 3947-12. MULTA DE TRANSITO POR NO PORTAR CHALECO RETRORREFLECTIVO. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 134.c y 32.1.m de la Ley de Tránsito N° 7331. La norma prevé una multa para el “conductor de un automóvil que incumpla cualquiera de las disposiciones, generales y especiales, que le sean aplicables, establecidas en el artículo 32 de esta Ley, siempre que dicho incumplimiento no haya sido sancionado en otra norma de la presente Ley”. Fundamentalmente por no portar implementos para cambio de llantas, cable para batería, botiquín, entro otros. Se alega que la multa impuesta es desproporcionada. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 134 inciso c) en relación con el artículo 32 inciso 1) apartado m) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, reformado por el inciso  p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción para el conductor que no porte el chaleco retrorreflectivo. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda pone nota. CL
TRÁNSITO. 3948-12. MULTAS DE TRÁNSITO POR INTERCEPTAR EL PASO DE VEHÍCULOS CON DERECHO A VÍA. Acción de Inconstitucionalidad contra el inciso N) del artículo 132 de la Ley de Tránsito N° 7331. Se impondrá una multa al conductor de un vehículo que al iniciar su marcha intercepte el paso de otros vehículos con derecho a la vía, aun cuando haya hecho las señales preventivas y reglamentarias, pero sin dar tiempo a que los conductores de estos se adelanten o cedan el paso. La multa equivale a un monto de 205.000 colones, lo que a juicio del accionante es abusivo y desproporcionado. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 132 inciso n) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, reformado por el inciso  p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.  El Magistrado Rueda Pone Nota. CL
TRÁNSITO. 3949-12. MULTAS DE TRANSITO. Acción de Inconstitucionalidad contra el Artículo 132 de la Ley por Vías Publicas y Terrestres N° 7331 del 13 de abril de 1993. La norma se impugna en cuanto la multa prevista en el artículo e inciso impugnado por infracción de tránsito es abiertamente abusiva, exorbitante, injusta y desproporcionada, en comparación con la naturaleza y escasa gravedad de la falta que sanciona la norma.  Argumenta que la fuente de ingreso tanto suya como de la mayoría de los costarricenses, se limita a la existencia de un salario mínimo previsto por ley para un trabajador semi calificado que apenas permite atender las necesidades básicas de alimento, salud, educación, alimentación y techo, entre otros.  Manifiesta estar de acuerdo con sancionar las conductas irregulares de los conductores en carretera, pero el problema radica en el monto exorbitante y desproporcionado que se debe afrontar por una infracción de esa naturaleza y de escasa gravedad.  Considera que el que exista una disposición legal que ordena cancelar ciento cincuenta y ocho mil colones más el 30% destinado al Patronato Nacional de la Infancia porque un conductor, al iniciar su marcha, intercepte la marcha de otros vehículos con derecho a la vía (según lo establecido en el artículo 132 inciso n) de la Ley por Vías Públicas Terrestres Nº 7331), es a todas luces desproporcionado, abusivo e injusto, ya que con ello prácticamente se deja a los hogares sin el sustento requerido para tender sus necesidades básicas.  Aduce que la justicia social, el interés público y la proporcionalidad de las normas son valores supremos contenidos en los ideales constitucionales de nuestra Carta Fundamental, que deben ser observados por el legislador a la hora de crear normas jurídicas, valores que, evidentemente, no están reflejados en la sanción prevista en la norma en cuestión.  De conformidad con la Carta Magna, el ejercicio del poder del Estado está sometido a los límites formales y sustanciales impuestos por la Constitución y las leyes, y debe estar orientado principalmente a garantizar la vigencia de los derechos humanos, la protección de la población de la población contra las amenazas a su seguridad, así como la promoción del bienestar general sustentado en el valor justicia. Estése a lo resuelto en la acción de inconstitucionalidad número 12-000907-0007-CO resuelta por sentencia número 2012-03948 de las dieciséis horas con veintiocho minutos del veintiuno de marzo del dos mil doce. Estése
TRÁNSITO. 3950-12. MULTAS DE TRÁNSITO POR NO PORTAR EXTINTOR DE INCENDIOS. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 134 inciso c) en relación con el 32 inciso 1), apartado 1) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, N° 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas. La norma prevé una multa para el “conductor de un automóvil que incumpla cualquiera de las disposiciones, generales y especiales, que le sean aplicables, establecidas en el artículo 32 de esta Ley, siempre que dicho incumplimiento no haya sido sancionado en otra norma de la presente Ley”. Fundamentalmente por no portar extintor de incendios en buen estado de funcionamiento. Se alega que la multa impuesta es desproporcionada. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 134 inciso c) en relación con el artículo 32 inciso 1) apartado l) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, reformado por el inciso  p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción para el conductor que no porte un extintor de incendios en perfecto estado de funcionamiento. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda pone nota. CL
TRÁNSITO. 3951-12. MULTA POR NO USAR CASCO DE SEGURIDAD. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso 1) de la Ley de Tránsito por Vías Terrestres. La norma establece una multa para el “conductor de bicicleta, motobicicleta, bicimoto, triciclo, cuadraciclo o motocicleta que viole las disposiciones, en cuanto al uso del casco de seguridad, contenidas en el inciso 3) apartado b) del artículo 32, el inciso a) del artículo 104 y el inciso j) del artículo 105 de la presente Ley.” El accionante considera que la multa es desproporcionada. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Mora, Calzada  y Castillo salvan el voto y declaran con lugar la Acción. SL
TRÁNSITO. 3952-12. MULTAS POR NO USAR DISPOSITIVOS PROYECTORES DE LUZ ROJA.  Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 134 inciso c) en relación con el artículo 32 inciso h) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres. La norma prevé una multa para el “conductor de un automóvil que incumpla cualquiera de las disposiciones, generales y especiales, que le sean aplicables, establecidas en el artículo 32 de esta Ley, siempre que dicho incumplimiento no haya sido sancionado en otra norma de la presente Ley”. Fundamentalmente por no dispositivos proyectores de luz roja, que se accione con los frenos en forma automática. Se alega que la multa impuesta es desproporcionada. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 134 inciso c) en relación con el artículo 32 inciso 1) apartado h) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, reformado por el inciso  p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción para el conductor que conduzca un automotor que no porte en la parte trasera los dispositivos proyectores de luz roja.  Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Mora, Cruz y Rueda Salvan el Voto y declaran Sin Lugar la Acción. CL
TRÁNSITO. 3953-12. MULTA POR EXCESO DE PASAJEROS. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 133 inciso ch de la Ley de Tránsito N° 7331 del 13 de abril de 1994. La norma señala que se impondrá una multa “al conductor cuyo vehículo lleve un exceso de pasajeros, en contravención de las disposiciones del numeral 2, inciso a) del artículo 98 y en el artículo 125 de esta Ley”. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la Acción. El Magistrado Castillo Salva el Voto, declara con lugar el recurso con sus consecuencias. La Magistrada Calzada pone Nota. SL
















